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En agosto del 2019 el Consejo Directivo del Centro de Estudios Pú-
blicos (CEP), por sugerencia del consejero Jorge Matetic, decide 
iniciar el proyecto especial “Conservación, Institucionalidad y Fi-

lantropía”. El objetivo era contribuir a la conservación de la biodiversidad 
terrestre en un contexto de cambio climático, a través de propuestas de 
políticas públicas que permitieran fortalecer la institucionalidad estatal a 
cargo de la gestión de las áreas protegidas e incentivar la participación de 
la ciudadanía y el sector privado, en colaboración con el Estado.

Para esta tarea, el CEP invitó a un grupo de personas vinculadas a im-
portantes organizaciones no gubernamentales dedicadas a la protección 
de la naturaleza y a destacados académicos y empresarios preocupados 
por la conservación y el medio ambiente, que ayudaron a financiar este 
proyecto. Esta Comisión, integrada por 23 personas que aprendieron, 
compartieron y debatieron sobre distintos aspectos del proyecto, fue la 
encargada de elaborar las propuestas que aquí presentamos.

Entre octubre de 2019 y enero de 2023 la Comisión se reunía mensual-
mente en sesiones plenarias y también en subgrupos que abordaron 
materias específicas. Se levantaba un acta por cada una de esas reunio-
nes. Los primeros esfuerzos estuvieron enfocados en una nueva ley de 
donaciones que permitiera incluir al medio ambiente y la conservación 
dentro de los fines filantrópicos establecidos por la ley. Inolvidable fue 
el seminario del lanzamiento de este proyecto en septiembre del 2019, 
donde Kris Tompkins y Forrest Berkley debatieron sobre estos desafíos. 

Además, se encargaron dos estudios que permitieron tener un diagnósti-
co más completo sobre el estado de protección de los ecosistemas terres-
tres. El primer estudio, realizado por Patricio Pliscoff, actualiza el catastro 
de las áreas protegidas privadas para luego realizar un análisis de repre-
sentatividad y de riesgo climático contemplando todas las áreas terres-
tres protegidas. Estos análisis se pueden visualizar en el mapa interactivo 

presentación del proyecto especial 
“Conservación, Institucionalidad  
y Filantropía”
——
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y el dashboard en la página web www.conservacioncep.cl. El segundo 
estudio, encargado a Eugenio Figueroa, estima las brechas de financia-
miento para la conservación de las áreas protegidas, tanto estatales como 
privadas. En el marco de este proyecto, también se publicaron Puntos de 
Referencia sobre la crisis hídrica que vive el país, las falencias en el marco 
legal que regula las donaciones y las parcelaciones rurales. Esta situación 
es una de las principales amenazas que enfrentan nuestros ecosistemas, 
especialmente en el sur del país.

Junto con los estudios y trabajos encargados, se realizaron seminarios con 
destacados invitados nacionales e internacionales que permitieron abor-
dar aspectos claves para impulsar una conservación efectiva. Entre los ex-
pertos internacionales que participaron en esos seminarios tuvimos a Kris 
Tompkins, Forrest Berkley, Exequiel Ezcurra, Lorenzo Rosenzweig, Randa-
ll Arendt, Rodolfo Lacy y Partha Dasgupta. También tuvimos al ministro 
de Hacienda, Rodrigo Cerda, al ministro de Vivienda y Urbanismo, Carlos 
Montes, a la ministra de Medio Ambiente, Maisa Rojas, al presidente de la 
Cámara de Diputados, Raúl Soto, al senador Guido Girardi y a la senadora 
Ximena Órdenes, entre varias otras autoridades y destacados académicos. 

Todo lo anterior permitió a la Comisión construir un diagnóstico com-
partido del cual se desprenden las propuestas aquí presentadas. El CEP 
agradece el trabajo y compromiso de cada uno de los miembros de la Co-
misión, así como también a Valentina Durán (directora ejecutiva del Ser-
vicio de Evaluación Ambiental), Francisca Tondreau (directora de Acele-
ración del Impacto en The Nature Conservancy (TNC) Latinoamérica), 
Luis Cordero (ministro de Justicia) y Alejandra Palma, quienes participa-
ron de la Comisión, pero por sus nuevas responsabilidades no pudieron 
continuar. Un agradecimiento especial merece Victoria Alonso y Andrés 
Otero quienes colaboraron desinteresadamente en algunos temas espe-
cíficos. También deseamos agradecer a Patricio Pliscoff y Eugenio Figue-
roa por sus estudios, a Juan José Donoso, que trabajó en este proyecto 
desde el CEP y hoy integra la Comisión como director ejecutivo de TNC. 
Muchas gracias también a Eduardo Katz, quien se sumó a este proyecto y 
ayudó a llevar a cabo este informe. Y finalmente nuestros agradecimien-
tos a Jorge Matetic (2019-2022) y Nicholas Davis (2022-2023) por presi-
dir esta Comisión y un reconocimiento especial a nuestra investigadora 
Sylvia Eyzaguirre por su liderazgo para reunirnos a todos, coordinando y 
ordenando este ambicioso proyecto que llega a buen puerto.
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El informe consta de cinco secciones. La primera sección es una intro-
ducción general sobre la relevancia de la protección de la naturaleza y 
la biodiversidad. La segunda, ofrece un diagnóstico sobre la situación 
nacional en materia de conservación y restauración de la naturaleza y 
la biodiversidad, con especial énfasis en las dimensiones institucional y 
económica. La tercera presenta las metas establecidas por la Comisión, 
los principios orientadores, los objetivos estratégicos y las 30 propuestas 
de política pública elaboradas por la Comisión, agrupadas en ocho ob-
jetivos estratégicos. Y la cuarta sección presenta las conclusiones de la 
Comisión, donde se destaca una priorización de las propuestas.

A lo largo del texto se incluyen recuadros con ejemplos concretos de ex-
periencias internacionales exitosas que buscan complementar las pro-
puestas. El documento también contiene las referencias bibliográficas y 
dos anexos. El primero es el catastro de las iniciativas de conservación 
privadas realizado por Así Conserva Chile, junto con las especificaciones 
metodológicas del trabajo de campo, y el segundo es un resumen del es-
tudio de brechas en el financiamiento de la conservación, tanto pública 
como privada, realizado por Eugenio Figueroa.

La protección de nuestro patrimonio natural es y seguirá siendo uno de 
los principales desafíos que enfrentamos. Este desafío nos interpela a to-
dos y tiene la tremenda ventaja de lograr unir a la ciudadanía en torno a 
una causa común. La naturaleza no puede seguir esperando. Responder 
a un desafío de esta magnitud requerirá de amplios consensos y un com-
promiso permanente. Esperamos contribuir en esa dirección con este 
trabajo y poder continuar en una tarea que nos parece ineludible. Como 
decían los griegos, el oikos no es solo nuestro hogar, sino también el lugar 
donde habitamos y vivimos. Esto es, la naturaleza.

Leonidas Montes Lira
Director Centro de Estudios Públicos
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Parque Nacional Torres del Paine. Región de Magallanes y Antártica Chilena, comuna de Torres del Paine, provincia de Última Esperanza.
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•	 El mayor desafío que enfrenta la humanidad es la preservación de 
la naturaleza y la biosfera, por su valor intrínseco y como soporte 
indispensable para la sobrevivencia y calidad de la vida de las per-
sonas y la sociedad. Ello incluye la mantención y recuperación de 
los ecosistemas que la componen a través de acciones concretas de 
conservación, restauración y manejo sustentable de sus poblaciones 
y especies, y asegurar que se mantengan las condiciones biofísicas 
necesarias para la vida en toda su diversidad y complejidad, en eco-
sistemas terrestres, acuáticos y marinos. Para ello se requieren políti-
cas y legislación que promuevan la conservación y restauración de la 
biodiversidad, aminoren actividades incompatibles o deletéreas para 
los ecosistemas y fomenten un entendimiento social que permita va-
lorar la naturaleza y destinar recursos de inversión y operación.

•	 La degradación de la biodiversidad es preocupante. A nivel global, 
desde 1970 se observa un descenso promedio de 69% en las pobla-
ciones de especies silvestres. Este descenso es más dramático en 
América Latina y el Caribe, donde llega al 94%. Chile no es una ex-
cepción. El 62,4% de nuestras especies clasificadas y el 49,6% de los 
ecosistemas terrestres se encuentran amenazados.

•	 Tal como ocurre a nivel global, las principales amenazas a la biodi-
versidad en Chile incluyen: 1) pérdida y degradación de hábitats, 
principalmente por cambio de uso de suelo; 2) contaminación; 3) 
sobreexplotación de recursos naturales; 4) especies exóticas invaso-
ras; y 5) el cambio climático, que exacerba todas las anteriores. Estas 
amenazas actúan en conjunto y de forma sinérgica, por lo cual no 
pueden ser estudiadas ni enfrentadas de manera aislada, sino que de 
manera integral.

•	 Las áreas protegidas son el principal instrumento para la protección 
de nuestra biodiversidad. Ellas cumplen un rol relevante en materia 

resumen ejecutivo
——
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de conservación y provisión de servicios ambientales, incluyendo 
aquellos más directamente vinculados a las personas, como fortale-
cer su salud mental y física, así como oportunidades de recreación y 
de conocimiento. Las áreas protegidas pueden ser también un mo-
tor de desarrollo de los territorios, no solo en áreas rurales, trayendo 
progreso y oportunidades a las comunidades aledañas a las zonas de 
protección existentes, tanto en zonas remotas como más densamen-
te pobladas.

•	 Actualmente, el Sistema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del 
Estado (SNASPE), administrado por la Corporación Nacional Fo-
restal (CONAF), cubre el 21,41% de la superficie terrestre del país. 
Si consideramos los Santuarios de la Naturaleza, el porcentaje de 
protección se eleva a 21,83%; si a ello le sumamos las iniciativas de 
conservación privada que no gozan de un reconocimiento oficial del 
Estado, el porcentaje de la superficie terrestre protegida bordearía el 
23,3%. Si bien este porcentaje es relativamente alto en comparación 
con el promedio global (17%), la protección a nivel de ecosistemas es 
muy desigual: solo el 21,6% de los ecosistemas tendría al menos 30% 
de su superficie protegida, que es el compromiso global adquirido 
recientemente en la pasada Conferencia de las Partes (COP) 15 en 
Montreal. Los ecosistemas que cuentan con mayor superficie prote-
gida se encuentran en las regiones de Aisén y Magallanes, mientras 
que los ecosistemas con menor superficie protegida se encuentran 
en las regiones del norte y centro del país. A pesar de que la protec-
ción privada cubre una superficie relativamente menor del territorio 
nacional, aporta en representatividad, protegiendo 56,8% de los pi-
sos vegetacionales existentes.

•	 Nuestras áreas protegidas distan de ser una verdadera protección para 
la biodiversidad. Ello debido a dos problemas: un desarrollo tanto ins-
titucional como normativo inorgánico, fragmentado e incompleto, que 
dispersa la responsabilidad de la conservación en diferentes agencias 
del Estado y no reconoce, integra ni promueve la conservación reali-
zada por agentes privados; y un presupuesto fiscal insuficiente para la 
conservación de la biodiversidad, que redunda en una agencia estatal 
que no cuenta con capital humano y físico suficiente y adecuado para 
realizar conservación efectiva. La nueva ley que crea el Servicio de Bio-
diversidad y Áreas Protegidas (SBAP) suple en parte importante estas 
falencias, aunque todavía no cuenta con un financiamiento suficien-
te. A ello se suman la ausencia de: incentivos para la participación del 
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sector privado, de un ordenamiento territorial que permita organizar 
y planificar el territorio considerando el valor fundacional que tiene la 
biodiversidad, de instrumentos que permitan conectar ecológicamen-
te las áreas protegidas así como instrumentos que permitan controlar 
amenazas que provienen desde fuera de estas, de mecanismos forma-
les de cogestión con pertinencia cultural de las áreas protegidas para 
involucrar a las comunidades aledañas, de un sistema integrado de 
información que oriente la toma de decisiones del Estado y sector pri-
vado, y de criterios orientados a la conservación de la biodiversidad en 
los programas y subsidios públicos, entre otros. De hecho, actualmen-
te el Estado entrega subsidios a industrias que generan externalidades 
dañinas para la conservación. Ello no solo impide que la industria in-
ternalice las externalidades negativas, sino que estas externalidades 
son subsidiadas por el Estado.

•	 Una de las principales dificultades para lograr una conservación efec-
tiva de la biodiversidad dice relación con el financiamiento. El estudio 
de Figueroa (2023) estima que la brecha operacional para las actuales 
áreas protegidas del Estado (SNASPE) fluctúa entre $44 mil millones 
y $57 mil millones anuales, dependiendo de la metodología, y la de 
inversión entre $67 mil millones y $87 mil millones. A ello se debe 
sumar la brecha de operación estimada para los Santuarios de la Na-
turaleza e iniciativas de conservación privadas sin reconocimiento 
oficial, que oscila entre $16 mil millones y $21 mil millones anuales, y 
el de inversión que fluctúa entre $24 mil millones y $41 mil millones. 
Dado el nuevo presupuesto de la ley SBAP, el déficit operacional que-
daría entre $24 mil millones y $42 mil millones anuales, y el de inver-
sión entre $75 mil millones y $112 mil millones. El estudio también 
estima para distintos escenarios el costo que implicaría proteger 7% 
más del territorio nacional. En un escenario donde el 50% de la nueva 
superficie corresponde a áreas protegidas grandes, el 30% a medianas 
y el 20% a pequeñas, el costo de operación en régimen sería de $187 
mil millones anualesy el de inversión de $317 mil millones.

•	 Con el fin de entregar propuestas que apunten hacia la conservación 
efectiva de la biodiversidad en los territorios, con foco en áreas pro-
tegidas, la Comisión priorizó cinco metas para 2030 considerando 
los compromisos internacionales suscritos por Chile. Estas son: i) 
proteger el 30% de la tierra y los océanos de manera representativa 
por ecosistema, priorizando los de mayor valor ecológico y relevan-
cia para el bienestar humano, junto con nivel de amenaza y protec-
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ción; ii) mejorar el estado de conservación de especies en peligro de 
extinción; iii) contar con planes de manejo y un cronograma de im-
plementación de mediano plazo en el 100% de las áreas protegidas 
públicas; iv) restaurar dos millones de hectáreas de paisajes en terri-
torios aledaños a las áreas protegidas; y v) reducir al menos en 30% la 
brecha de financiamiento para la gestión de la biodiversidad.

•	 Para alcanzar estas metas se requiere un modelo de acción eficiente 
y efectivo. El modelo de acción definido por la Comisión contempla 
30 propuestas de política pública que se subsumen en ocho objetivos 
estratégicos. Estos son: 

•	 Aumentar el porcentaje de superficie terrestre protegida a 30% 
con adecuada representatividad y conectividad ecosistémica. 
Para ello se propone crear áreas protegidas, reconocer formal-
mente las Otras Medidas Efectivas de Conservación Basadas en 
Área (OMEC), restaurar áreas degradadas y realizar en todas las 
regiones los Planes Regionales de Ordenamiento Territorial.

•	 Implementar un sistema integrado de áreas protegidas públi-
cas y privadas con principios y criterios estratégicos comu-
nes a nivel nacional. Este objetivo contempla tres acciones: 
actualizar la Estrategia Nacional de Biodiversidad, generar 
un cronograma para la implementación del SBAP y apoyar 
la asociatividad entre propietarios para la creación de áreas 
protegidas privadas.

•	 Aumentar significativamente el financiamiento destinado a la 
conservación e implementar mecanismos de financiamiento 
efectivos y sostenibles. En esta línea se propone aumentar de 
forma importante el financiamiento fiscal, perfeccionar el sis-
tema de ingresos propios de las áreas protegidas del Estado, 
crear un endowment de US$100 millones para el Fondo Natu-
raleza Chile, diversificar las fuentes de financiamiento a través 
de diversos instrumentos económicos, aumentar los incenti-
vos a las donaciones y generar fondos concursables para ini-
ciativas de conservación privadas, entre otras.

•	 Diseñar e implementar un sistema de información de biodi-
versidad integrado, que sea útil para la toma de decisiones es-
tratégicas de desarrollo y financiamiento tanto a escala local 
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como nacional, y que conecte de manera eficiente y efectiva 
con medición de capital natural, a la vez que guíe y mejore el 
conocimiento del patrimonio natural de Chile. La Comisión 
propone generar un sistema integrado de información am-
biental al alero del Ministerio de Medio Ambiente, avanzar 
en la generación y coordinación de la información para medir 
capital natural y completar el inventario nacional de humeda-
les, con énfasis en turberas, incluyendo un sistema de moni-
toreo sobre su condición ecológica.

•	 Incluir la dimensión de conservación de la biodiversidad en 
los programas públicos de fomento y reducir los subsidios 
perversos. Para ello se propone evaluar los subsidios, políti-
cas, programas y normativas del Estado que tienen un impac-
to negativo sobre la biodiversidad e incorporar en sus requi-
sitos estándares o criterios relacionados con la conservación 
de la misma; evaluar Soluciones basadas en la Naturaleza 
como alternativa para la solución de problemas; incluir la te-
mática de conservación en los instrumentos actuales de fo-
mento a la innovación, y reducir o eliminar gradualmente los 
subsidios perjudiciales para la biodiversidad de forma justa, 
gradual y progresiva. 

•	 Crear una institucionalidad para organizaciones privadas y de 
la sociedad civil que vele por la fe pública y permita sentar las 
bases para su adecuado funcionamiento en torno a la conser-
vación. En este objetivo la Comisión recomienda realizar un 
catastro oficial con las iniciativas de conservación privadas y 
las OMEC, fortalecer el Derecho Real de Conservación (DRC) 
y establecer estándares de transparencia para las institucio-
nes privadas beneficiarias de recursos fiscales o donaciones.

•	 Aumentar y mejorar la capacidad institucional del Estado 
para la gestión de la conservación del patrimonio natural de 
Chile, fortaleciendo la institucionalidad del SBAP, así como 
su capital físico y humano; y robustecer la institucionalidad a 
cargo de los incendios forestales.

•	 Reconocer el rol fundamental de las comunidades en la gestión 
efectiva de la conservación, diseñando mecanismos de gober-
nanza inclusivos y colaborativos, y fomentar el turismo susten-
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table. Para ello se propone desarrollar e implementar a nivel 
regional las estrategias locales de inserción de las comunidades 
de las zonas aledañas a las áreas protegidas, avanzar en crear e 
instalar estándares de conservación de biodiversidad en la in-
dustria del turismo, fortalecer los mecanismos que promueven 
el turismo y servicios de calidad, sustentables y con certifica-
ción a través de CORFO, fortalecer el sistema de fiscalización y 
apoyar a los municipios para implementar y gestionar de forma 
efectiva la tenencia responsable de mascotas.

•	 Las propuestas y acciones recomendadas por la Comisión deben lle-
varse a cabo respetando cinco principios transversales. Estos son: i) 
las acciones deben estar basadas en conocimiento; ii) los esfuerzos 
en conservación y restauración de la biodiversidad deben responder a 
una Estrategia Nacional como política de Estado; iii) favorecer instru-
mentos de fomento sustentables, eficientes, focalizados, verificables y 
adaptados a las realidades locales; iv) la gestión y toma de decisiones 
debe ser en lo posible descentralizada y considerar, cuando correspon-
da, la opinión de los diversos actores locales que son relevantes, y v) 
coherencia institucional, tanto en el diseño como en la implementa-
ción de acciones de conservación, que permita una articulación vir-
tuosa de los distintos ministerios y entidades públicas y privadas.
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El significado real de la biodiversidad para el bienestar humano

El bienestar de las sociedades depende de la naturaleza y la biodiversi-
dad, pues su desarrollo se sustenta en ambas. Una biodiversidad sana 
permite generar y mantener contribuciones elementales que entrega la 
naturaleza, donde destacan la provisión de alimento, generación y pu-
rificación de agua, amortiguación de olas de calor, entre muchas otras, 
constituyendo una compleja matriz ecológica en la que se anida y se sos-
tiene el bienestar humano (IPBES 2019; Estrategia Nacional de Ciencia, 
Tecnología, Conocimiento e Innovación para el desarrollo de Chile 2022). 
Las formas de entender y valorar la naturaleza son numerosas y variadas, 
y provienen de diversas disciplinas y sistemas de conocimiento (IPBES 
2022). Una de ellas, más cercana al ámbito económico, nos permite en-
tender a la naturaleza y biodiversidad como un activo, al igual que el capi-
tal producido (carreteras, edificios y fábricas) y el capital humano (salud, 
conocimientos y habilidades). De hecho, nuestras economías, medios de 
subsistencia y bienestar dependen de este bien más preciado: el capital 
natural formado por la naturaleza y la biodiversidad (Dasgupta 2021).

Las contribuciones que la sociedad precisa para su existencia y bienestar 
—actual y futuro— dependen de la mantención íntegra de la biodiversi-
dad en toda su complejidad y en todo el territorio, tanto en tierra como 
en mar. Estas contribuciones que la sociedad obtiene de la naturaleza 
son el resultado de estructuras y procesos ecológicos que son propios y 
esenciales de la biodiversidad, los que muchas veces permanecen invi-
sibles, especialmente a los ojos de tomadores de decisiones tanto públi-
cos como privados. Esto se debe, en parte, a que el verdadero valor de la 
naturaleza para la sociedad no se refleja en los precios de mercado, lo 
que genera distorsiones de precios que nos lleva a tomar decisiones des-
informadas que tienen efectos diversos en la construcción de sociedades 
y economías sustentables en el largo plazo (por ejemplo, subinvertir en 
nuestros activos naturales o mantener estructuras con incentivos perver-

i. introducción
——
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sos que financian actividades que degradan el capital natural) y externa-
lidades que dificultan el buen funcionamiento de los mercados (Dasgup-
ta 2021). De ahí que los Estados y los actores relevantes que participan 
de las economías y sociedades deben avanzar en reconocer y valorar su 
capital natural, para que los sistemas de precios lo reflejen correctamen-
te, se corrijan las fallas de mercado y las personas e instituciones puedan 
tomar mejores decisiones. 

Debido a la falta de entendimiento y consideración de la naturaleza y la 
biodiversidad en las prácticas humanas, ellas exhiben elevados niveles 
de degradación, con consecuente impacto en la vida de las personas y 
sus actividades. Esto se refleja, por ejemplo, en el incremento de la esca-
sez de agua y el deterioro de su calidad debido a daños en ecosistemas 
que ayudan a la regulación del ciclo del agua y la filtración de contami-
nantes; también en el aumento de enfermedades zoonóticas producto 
de la degradación del hábitat y de enfermedades por contaminación, lo 
que pone en riesgo la propia sobrevivencia de la especie humana. Según 
el Informe Planeta Vivo de World Wildlife Fund (WWF 2022), se observa 
un descenso promedio de 69% en las poblaciones de especies silvestres 
desde 1970, siendo América Latina y el Caribe la región más afectada, 
con un declive de 94%.

Esta degradación es particularmente sensible en escenarios de cambio 
climático asociado al aumento de las emisiones antrópicas de gases de 
efecto invernadero (GEI), ya que el clima y la biodiversidad están ínti-
mamente entrelazados. Por una parte, el cambio climático exacerba los 
riesgos para la biodiversidad y, al mismo tiempo, la conservación de la 
biodiversidad, así como la restauración y el manejo sustentable de los 
ecosistemas, son una herramienta clave para la mitigación y adaptación 
al cambio climático. La absorción de más del 50% de las emisiones an-
tropogénicas de CO

2
 a través de la fotosíntesis y el consiguiente alma-

cenamiento de carbono en la biomasa y material orgánico, así como la 
disolución de CO

2
 en el océano1, mitiga la emisión de GEI. En una retro-

alimentación negativa, las contribuciones de la naturaleza como agentes 

1 Los océanos son considerados los principales sumideros naturales de carbono, ya que 
son capaces de capturar alrededor del 30% del carbono emitido a la atmósfera en forma 
de CO2. No obstante, la captura de carbono tiene consecuencias, y esta absorción conti-
nua de CO2 ha provocado la acidificación de los océanos, que es una de las principales 
amenazas a las que están expuestos los océanos producto del cambio climático (Comité 
Científico COP25 2019).
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de acción climática también están amenazadas por la degradación de los 
ecosistemas (IPBES-IPCC 2021). Las acciones que, conservando y utili-
zando la biodiversidad, hacen frente a desafíos sociales y proporcionan 
simultáneamente beneficios para el bienestar humano y la biodiversidad, 
son conocidas hoy como Soluciones basadas en la Naturaleza (SbN). Es-
tas son una herramienta poderosa para enfrentar con fuerza el cambio 
climático, tanto en sus aspectos de mitigación como de adaptación.

El mayor desafío que enfrenta la humanidad es la preservación de la 
naturaleza y la biosfera, por su valor intrínseco2 y como soporte indis-
pensable para la sobrevivencia y calidad de la vida de las personas y la 
sociedad. Ello incluye la mantención y recuperación de los ecosistemas 
que la componen a través de acciones concretas de conservación, restau-
ración y manejo sustentable, de sus poblaciones y especies, y asegurar 
que se mantengan las condiciones biofísicas necesarias para la vida en 
toda su diversidad y complejidad, en ecosistemas terrestres, acuáticos y 
marinos. Esto requiere políticas y legislación que promuevan la conser-
vación y restauración de la biodiversidad, aminoren actividades incom-
patibles o deletéreas para los ecosistemas y fomenten un entendimiento 
social que permita valorar la naturaleza y destinar recursos de inversión 
y operación.

La Figura 1 muestra precisamente cómo se articulan los diferentes Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible (ODS) 3, los que se vinculan de manera de-
pendiente a la conservación de la naturaleza y la biodiversidad, que a su 
vez sostiene los objetivos asociados al bienestar social. La biosfera, como 

2 En términos generales el valor intrínseco de la naturaleza se distingue de su valor ins-
trumental. Mientras el segundo está relacionado con su utilidad, especialmente para las 
personas, el primero se refiere a que es valiosa en sí misma y no necesariamente como 
un medio para otros fines. Más formalmente, el valor intrínseco de la naturaleza proviene 
de que para muchos hay razón para reaccionar positivamente hacia ella independien-
temente de cualquier efecto que esta reacción tenga (o pueda tener) sobre otras cosas 
(Samuelsson 2022).
3 En 2015, todos los Estados miembros de las Naciones Unidas aprobaron 17 objetivos 
para la agenda 2030 de desarrollo sustentable. Estos ODS son una respuesta ante la nece-
sidad de avanzar en bienestar social en equilibrio con la naturaleza, como se observa en 
la Figura 1. De estos 17 objetivos, 3 están directamente relacionados con la conservación 
de la naturaleza. El ODS 13 tiene por objeto combatir el cambio climático; el 14, conservar 
y utilizar sosteniblemente los océanos, mares y los recursos marinos; y el 15, gestionar 
sosteniblemente los bosques, luchar contra la desertificación, detener e invertir la degra-
dación de las tierras y detener la pérdida de biodiversidad.
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ecosistema global, condiciona la posibilidad de que haya vida en la Tie-
rra, de la cual, en último término, depende el bienestar de la sociedad en 
su conjunto. La economía, como actividad productiva del ser humano, se 
sostiene solo en función de la existencia de los dos niveles anteriores. Los 
ODS son fruto de un amplio acuerdo entre todos los Estados miembros 
de las Naciones Unidas para avanzar hacia un desarrollo sostenible, en 
cuya base se encuentra la conservación de la biodiversidad. Sobre ésta se 
instala el bienestar social y el desarrollo económico de las naciones, en 
un equilibrio todavía en construcción.
	

Fuente: Estrategia Nacional de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación para el desarrollo de Chile 
2022, tomado a su vez de Stockholm Resilience Center 2016 (https://www.consejoctci.cl/_files/ugd/1296dd_
5f4e394324614ef99dea042ef39710b4.pdf).

Figura 1:  
Interconexión de los sistemas ecológicos, sociales y económicos para 
lograr los ODS
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•	 La Plataforma Intergubernamental Científico-Normativa sobre Bio-
diversidad y Servicios Ecosistémicos (IPBES, por sus siglas en inglés), 
órgano equivalente al Panel Intergubernamental acerca del Cambio 
Climático (IPCC, por sus siglas en inglés) en el ámbito de la biodiver-
sidad, publicó un informe durante 2019 (IPBES 2019) cuyas principa-
les conclusiones fueron:

•	 La provisión de servicios ecosistémicos ha ido declinando 
como consecuencia de la alteración global de los sistemas na-
turales y pérdida de biodiversidad. Se estima que el 75% de la 
superficie terrestre está significativamente alterada, 66% del 
área oceánica está bajo impactos acumulativos crecientes y 
85% del área de humedales se ha perdido a nivel global.

•	 A pesar de los importantes aumentos totales de productividad 
agrícola, se ha reducido la productividad en 23% de la super-
ficie del planeta y la declinación de los insectos polinizadores 
ha puesto en riesgo la producción agrícola anual por un valor 
entre los US$235.000 millones y US$577.000 millones.

•	 La abundancia de las especies nativas ha disminuido global-
mente, a un punto tal que se presume que un millón de espe-
cies podrían declinar hacia la extinción en las próximas dé-
cadas, lo que afectará de manera irreversible la contribución 
que la naturaleza hace a las personas a través de sus servicios 
ecosistémicos, y socavará las bases fundamentales sobre las 
que se sustentan nuestros sistemas socioeconómicos.

•	 Las principales causas asociadas a la actual declinación de la 
biodiversidad y provisión de servicios ecosistémicos son el 
cambio de uso de la tierra y el mar, la sobreexplotación directa 
de los organismos, el cambio climático, la contaminación y la 
propagación de especies invasoras. En este contexto, el cam-
bio en el clima es particularmente preocupante, por cuanto 
actúa en forma sinérgica, agrava el impacto de las otras causas 
de cambio global y potencia la pérdida de biodiversidad y la 
degradación de los servicios ecosistémicos.

159



24  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030

| i. in
t

r
o

d
u

c
c

ió
n | 

En diciembre de 2022, la Conferencia de las Partes (COP) 15 de Biodi-
versidad culminó con un acuerdo histórico. En él se establecieron cuatro 
fines y 23 objetivos estratégicos para 2030. Los objetivos más relevantes 
para la conservación de la biodiversidad son: conservar efectivamente 
al menos el 30% de la superficie terrestre, marítima, del área costera y 
de aguas interiores, con representatividad ecosistémica, a través de áreas 
protegidas y Otras Medidas Efectivas de Conservación Basadas en Áreas 
(OMEC); restaurar efectivamente al menos el 30% de las áreas terrestres, 
aguas interiores, y ecosistemas marítimos y costeros degradados; intro-
ducir acciones urgentes para detener la extinción de especies en riesgo 
provocada por el ser humano y para la recuperación y conservación de 
especies de manera de reducir significativamente el riesgo de extinción; 
reducir a casi cero la pérdida de áreas ricas en biodiversidad; reducir 
progresivamente los subsidios gubernamentales dañinos en al menos 
US$500 mil millones anuales; movilizar al menos US$200 mil millones 
al año para fondos de naturaleza nacionales e internacionales; reducir al 

Fuente: Maibritt Pedersen Zari 2014

Figura 2: 
Relación causal entre la acción del hombre y la pérdida  
de biodiversidad
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menos a la mitad la introducción y presencia de especies exóticas inva-
soras, entre otros4. 

El Banco Mundial (Johnson et al. 2021) estima que las pérdidas finan-
cieras producto del cambio climático, las inundaciones, los aluviones, 
la erosión de la tierra, la contaminación de las aguas y otros efectos de 
la degradación del medio ambiente serán del orden de US$2,7 billones5. 
La conservación del territorio terrestre y marítimo es una medida cos-
to-efectiva para reducir estos efectos negativos, toda vez que la biodiver-
sidad participa de manera directa o indirecta en reducir los impactos de 
estas amenazas en los territorios. Waldron et al. (2020) estiman que la 
meta de conservar el 30% del territorio terrestre y marino mundial tiene 
un costo de US$100 mil millones por año, es decir, US$80 mil millones 
adicionales al año, que representa menos del 0,001% del Producto Geo-
gráfico Bruto (PGB) global.
 
El acuerdo de la COP 15 de Biodiversidad nos permite avanzar en la di-
rección correcta, pero implica un enorme desafío para Chile, el que solo 
podremos alcanzar si fortalecemos la institucionalidad pública y priva-
da, y aumentamos de forma importante los recursos que estamos desti-
nando a la conservación de la biodiversidad. 

4 https://www.cbd.int/article/cop15-cbd-press-release-final-19dec2022
5 En la escala numérica larga.
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Reserva Nacional Las Vicuñas, altiplano de la Región de Arica y Parinacota, en el sector sureste de la provincia de Parinacota,  
comuna de Putre.
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Estado de conservación de la biodiversidad en Chile

La biodiversidad de Chile tiene valor no solo a nivel local, sino global. 
Un ejemplo de ello son los ecosistemas localizados en el centro-sur del 
país —que se extienden desde la región de Antofagasta hasta aproxima-
damente el lago General Carrera en la región de Aisén y desde la costa 
del Pacífico hasta la cordillera de los Andes—, los que son considerados 
como uno de los 35 hotspots o “puntos calientes” de la biodiversidad a 
nivel mundial debido a su excepcional combinación de altos niveles de 
endemismo y grandes niveles de amenaza (Arroyo et al. 2004).

La degradación de la biodiversidad chilena es elevada, lo que se eviden-
cia en diferentes niveles. Por ejemplo, a nivel de especie se ha estimado 
que del total de 1.433 especies clasificadas según su nivel de amenaza 
por el Ministerio de Medio Ambiente (MMA) (correspondientes al 4,8% 
del total de especies reconocidas hasta el día de hoy en el país), 62,4% 
de ellas se encuentra amenazado de extinción —“en peligro crítico” (165 
especies), “en peligro” (417 especies) y “vulnerable” (300 especies)—. Los 
grupos que presentan una mayor proporción de especies amenazadas 
respecto del total son los anfibios (68,8%), reptiles (49,6%) y mamíferos 
(21,0%) (MMA 2021). La degradación de la biodiversidad chilena tam-
bién se observa a nivel de ecosistemas, encontrando que el 49,6% de los 
ecosistemas terrestres se encuentra amenazado: 8 “en peligro crítico”, 6 
“en peligro” y 49 “vulnerable” (MMA 2017).

Tal como ocurre a nivel global, las principales amenazas a la biodiversi-
dad en Chile incluyen: 1) pérdida y degradación de hábitats, principal-
mente por cambio de uso de suelo (por ejemplo, sustitución de bosques 
nativos por cultivos agrícolas, praderas, plantaciones forestales, desarro-
llos inmobiliarios, humedales reemplazados por desarrollos urbanos); 
2) contaminación (por ejemplo, el alto uso de insumos químicos, tales 
como pesticidas y fertilizantes, en la agricultura intensiva puede generar 

ii. diagnóstico
——
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la pérdida de servicios ecosistémicos; el plástico, las descargas residencia-
les)6; 3) sobreexplotación de recursos, principalmente de recursos marinos 
pelágicos y bentónicos; 4) especies exóticas invasoras, de las cuales 1.170 
han sido registradas en Chile, incluyendo especies altamente dañinas 
como el castor, el ciervo colorado, el visón, la avispa chaqueta amarilla, el 
conejo, entre otros; y 5) el cambio climático, que exacerba todos los ante-
riores. Todas estas amenazas actúan en conjunto y de forma sinérgica, por 
lo cual no pueden ser estudiadas ni enfrentadas de manera aislada, sino 
que de manera integral (Centro de Análisis de Políticas Públicas 2019).

6 Ver Sud 2020. 

Figura 3: 
Distribución del riesgo climático en los ecosistemas de Chile  
continental 2022

Fuente: Pliscoff 2022

164



28  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030 Informe de la Comisión Conservación, Institucionalidad y Filantropía  |  29

| i
i. 

d
ia

g
n

ó
s

t
ic

o
 | 

Nuestra biodiversidad se encuentra amenazada y precisa acciones con-
cretas en los territorios, considerando una mirada integral, desarrollo y 
articulación de múltiples instrumentos, informada por el conocimiento 
acumulado que existe no solo a nivel nacional, sino global.

Dentro de los instrumentos de conservación más conocidos se encuen-
tran las áreas protegidas7. Este informe se enfocará en su aplicación y uso 
específicamente a las áreas protegidas en ecosistemas terrestres y acuá-
tico-continentales de Chile. Sin embargo, se debe reconocer que, dado 
el carácter integrado y sistémico de la biodiversidad, y de las amenazas 
que la afectan, las áreas protegidas no serán capaces por sí solas de re-
solver los problemas de conservación. Por lo que un enfoque integral 
precisa articular esta herramienta con otras que puedan ser aplicadas 
fuera de las áreas protegidas (por ejemplo, control de especies exóticas, 
restauración ecológica, gestión integrada de cuencas), así como articu-
lar las herramientas de conservación integrando ecosistemas terrestres 
con ecosistemas marinos y costeros. Asimismo, es importante avanzar 
en la integración de la conservación de biodiversidad desde el inicio de 
proyectos tanto públicos como privados, tal como se hace con la emisión 
de GEI o el agua, comprometiendo impacto neto cero, que es otro de los 
compromisos suscritos en la pasada COP 15 de Biodiversidad. 

Áreas protegidas (AP)

Las áreas protegidas son el principal instrumento para la protección de 
nuestra biodiversidad. Ellas cumplen un rol relevante en materia de con-
servación y provisión de servicios ambientales, incluyendo aquellos más 
directamente vinculados a las personas, como fortalecer su salud mental 
y física, así como oportunidades de recreación y de conocimiento. Las 
áreas protegidas pueden ser también un motor de desarrollo de los te-
rritorios, no solo en áreas rurales, trayendo progreso y oportunidades a 
las comunidades aledañas a las zonas de protección existentes, tanto en 
zonas remotas como más densamente pobladas.

7 Para los efectos de este trabajo, se consideran las categorías de áreas protegidas del Sis-
tema Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), que está actualmente 
integrado por Parques Nacionales, Monumentos Naturales y Reservas Nacionales, y la 
categoría de Santuario de la Naturaleza, definida en la Ley N° 17.288. También se consi-
deran iniciativas privadas que cuentan con acciones para la gestión de la biodiversidad 
de largo plazo, pero que no cuentan todavía con un reconocimiento oficial.
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A pesar de tener una profunda trayectoria de creación de áreas prote-
gidas, Chile todavía no cuenta con un sistema nacional e integrado de 
áreas de protección, y presenta importantes deficiencias en la represen-
tatividad de los ecosistemas protegidos. Por una parte, el actual Sistema 
Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), adminis-
trado por la Corporación Nacional Forestal (CONAF), cubre el 21,41% de 
la superficie terrestre del país a nivel nacional. Si además consideramos 
los Santuarios de la Naturaleza, se eleva el porcentaje de protección del 
país a 21,83%. Este nivel de protección oficial por parte del Estado es im-
portante, pero incompleto, ya que no da cuenta de la protección de todos 
los ecosistemas nacionales. No existe hasta la fecha reconocimiento de 
las iniciativas privadas de conservación, que cubren el 1,68% de la super-
ficie terrestre del país (Pliscoff 2022). La actual administración no permi-
te la gestión integral de las áreas protegidas terrestres, ni la integración 
de las áreas marinas protegidas, las que en Chile cubren cerca del 43% y 
posicionan a nuestro país en uno de los líderes globales de conservación 
del mar. Asimismo, no cuenta con un diseño que permita su gestión de 
manera integrada, con criterios nacionales unificados, careciendo de co-
nectores ecológicos entre áreas, entre muchas otras deficiencias.

Actualmente, el 23,29% de nuestro territorio terrestre se encuentra bajo 
protección, considerando tanto las áreas protegidas oficiales, como las 
iniciativas privadas que no están bajo una categoría de protección oficial 
(Pliscoff 2022).8 Este porcentaje es relativamente alto en comparación 
con el promedio global que bordea el 17% (United Nations Environmen-
tal Programme (UNEP) y International Union for Conservation of Nature 
(IUCN) 2020), sin embargo, la protección a nivel de ecosistemas es muy 
desigual. Según el estudio de Pliscoff (2022), considerando únicamen-
te el escenario de protección oficial, solo 25 pisos vegetacionales9 de un 
total de 125 tendrían al menos 30% de su superficie protegida, que es el 
compromiso global adquirido recientemente en la pasada COP 15 en 
Montreal. Si se consideran las áreas protegidas privadas10, los pisos vege-

8 Dado que los Santuarios de la Naturaleza también pueden ser privados, para obtener el 
porcentaje total del territorio que se encuentra protegido se debe restar de las iniciativas 
privadas (1,68%) los Santuarios de la Naturaleza que son privados. 
9 Los pisos vegetacionales son un proxy de la categoría de ecosistema. 
10 Las áreas protegidas privadas contemplan iniciativas de conservación privadas que no 
se encuentran reconocidas bajo una categoría de protección y los Santuarios de la Natu-
raleza privados. El catastro actualizado de iniciativas privadas de conservación que no 
cuentan con reconocimiento oficial fue llevado a cabo por Pliscoff (2022) en asociación 
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tacionales que cumplirían con esta meta aumentarían a casi 27. La mayor 
superficie protegida, considerando tanto las áreas públicas como priva-
das, se encuentra en las regiones de Aisén y Magallanes, mientras que 
las regiones con menor protección son las del norte y el centro del país. 
A pesar de que la protección privada cubre una superficie relativamente 
menor del territorio nacional, aporta en representatividad, protegiendo 
56,8% de los pisos vegetativos existentes.

con Así Conserva Chile a través de un estudio que financió el Centro de Estudios Públicos 
en el marco del proyecto especial Conservación, Institucionalidad y Filantropía. 

Figura 4: 
Protección pública y privada en Chile 2022

Fuente: Pliscoff 2022
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Así, uno de los mayores problemas y desafíos para Chile es la falta de re-
presentatividad11 en el sistema de protección, pues bajo el escenario de 
protección oficial del Estado el 80% de los ecosistemas no alcanza a estar 
protegido en el nivel comprometido, cifra que baja a 78% al considerar 
las áreas protegidas privadas que no cuentan con reconocimiento oficial. 
Algunas de estas brechas de representación incluyen:

•	 Los ecosistemas mediterráneos del centro sur de Chile. Estos son 
especialmente vulnerables, con menos del 3% de su superficie in-
cluida en áreas protegidas. Estos ecosistemas resultan ser críticos 
para el bienestar social y económico de Chile, pues es justamente en 
ellos donde se concentra la mayor parte de la población del país, así 
como la producción asociada a actividad forestal, agrícola y mine-
ra, las cuales dependen de la provisión de los servicios ecosistémi-
cos que entrega la biodiversidad. Estos ecosistemas representan una 
gran parte de la riqueza de especies de vertebrados, invertebrados 
y plantas del país. Por último, son estos territorios en donde existen 
perturbaciones antrópicas recurrentes de gran magnitud asociadas 
a incendios y otras crónicas como la deforestación y la fragmenta-
ción de hábitats, el crecimiento urbano, el desarrollo de actividades 
productivas no sustentables, además de un conjunto significativo de 
especies exóticas invasoras.

•	 En el centro de Chile es precisamente donde se prevé que los im-
pactos del cambio climático y otros componentes del cambio global 
(por ejemplo, cambio en el uso del suelo, destrucción de hábitats na-
turales) se intensificarán en el futuro y donde la biodiversidad nati-
va puede jugar un rol determinante en mantener balances hídricos, 
amortiguar olas de calor, prevenir deslizamientos de tierras, proveer 
servicios como polinización y formación de suelo, entre muchos otros, 
por lo que su conservación adecuada es estratégica para garantizar el 
bienestar de los habitantes en el futuro cercano, así como apoyar la 
productividad e inversiones tanto del sector privado como público.

11 La representatividad tiene relación con el porcentaje protegido de cada ecosistema del 
país y que según la Convención de Diversidad Biológica (CDB) debería ser 20% en 2020 
y 30% en 2030.
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•	 Las comunidades vegetales de lomas costeras y del desierto florido 
en el norte de Chile, que presentan elevados niveles de endemismo 
y que son ecosistemas prioritarios para la conservación, sumado a 
ecosistemas de humedales en las zonas andinas y costeras, los que 
son fuente de actividades productivas tradicionales como la ganade-
ría o modernas como la minería. 

•	 La biodiversidad asociada a los cursos de agua presentes en la zona 
mediterránea de Chile y, especialmente, los bosques costeros rema-
nentes desde el Maule a Chiloé. Estos son grandes proveedores de 
recursos hídricos a escala local y hábitat de especies valiosas, cuya 
protección en la actualidad apenas alcanza poco más de 1,5%.

Respecto a la regulación, una de las características de nuestras áreas pro-
tegidas del Estado ha sido “carecer de un sólido basamento jurídico que 
establezca en forma sistemática figuras adecuadas de protección de los 
ecosistemas estimados como valiosos o representativos. En otras pala-
bras, no ha existido una ley que regule integralmente la materia (Prauss et 
al. 2011). El déficit regulatorio aplica también a las áreas de conservación 
privadas. La ausencia de regulaciones jurídicas no permite la incorpora-
ción formal de iniciativas privadas a un Sistema Nacional de Áreas Prote-
gidas integrado —el cual todavía no existe—, que agrupe tanto a las áreas 
pertenecientes al Estado como aquellas de propiedad privada. Nuestro 
marco regulatorio actual no reconoce, promueve, impulsa ni incentiva la 
conservación de ecosistemas y hábitats de especies por agentes privados, 
ni la adscripción de territorios privados a actividades de conservación. 
Hasta la fecha, 28 años después de la entrada en vigencia de la Ley N° 
19.300 sobre Bases Generales del Medio Ambiente (LBMA), todavía no se 
ha dictado el reglamento para su regulación y fomento (Prauss et al. 2011).

El reconocimiento de las deficiencias, descoordinaciones y vacíos insti-
tucionales para la gestión integrada y efectiva de la conservación de bio-
diversidad en Chile han sido larga y contundentemente reconocidas (CE-
PAL/OCDE 2005, 2016). Existe consenso de que Chile “ha carecido hasta 
la fecha de una estructura institucional orgánicamente establecida a car-
go de las áreas protegidas, caracterizándose por una administración/ges-
tión segmentada o compartimentada en las distintas categorías de áreas 
protegidas, bajo la tuición y/o administración de organismos públicos 
diversos”, como el Consejo de Monumentos Nacionales que depende del 
Ministerio de las Culturas, Artes y Patrimonio, la CONAF dependiente 
del Ministerio de Agricultura (MINAGRI) y el MMA en lo que respecta a 
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ecosistemas terrestres y acuático-continentales (Prauss et al. 2011), sin 
contar que la las áreas marinas protegidas son administradas por el Ser-
vicio Nacional de Pesca y Acuicultura (SERNAPESCA). Dichos organis-
mos concluyeron que la protección de la naturaleza no había contado 
con el énfasis y los recursos suficientes para enfrentar las amenazas de 
largo plazo, no existiendo ninguna ley específica de conservación de la 
naturaleza y constatando que las estructuras institucionales y de manejo 
daban una importancia secundaria a los objetivos de conservación ante 
las metas más amplias de los organismos relevantes. En la evaluación 
del año 2016, los mismos organismos recomendaron al país aprobar el 
proyecto de ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas 
(SBAP), acelerar su implementación y asegurar que el Servicio dispon-
ga de recursos financieros y humanos adecuados para el cumplimiento 
de su mandato. Además, entre otras recomendaciones se señaló que era 
indispensable que se “desarrollara e implementara una estrategia de fo-
mento de las iniciativas privadas de conservación, mediante incentivos 
cuidadosamente concebidos (entre otros, a las donaciones al Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas de tierras ubicadas en áreas prioritarias y 
contratos con dueños de tierras); integrar las iniciativas privadas de con-
servación al Sistema Nacional de Áreas Protegidas, y contribuir al finan-
ciamiento de planes de gestión y actividades de protección.” Hasta hace 
muy poco, éramos el único país de América Latina que no contaba con 
un sistema único e integral de áreas protegidas y que no resguardaba a 
estas bajo la tutela de su ministerio ambiental.

Institucionalidad estatal

Una de las tensiones que existe en materia de regulación administrativa 
ambiental en el Derecho chileno son los contornos en los cuales se des-
envuelven las autoridades ambientales. El modelo nacional optó desde 
1994, al dictar la Ley N° 19.300, por un sistema donde la autoridad am-
biental tuviese competencia en base a instrumentos de gestión ambien-
tal (actos o procedimientos administrativos especialmente creados para 
ese fin como el sistema de evaluación de impacto ambiental, las normas 
de calidad y emisión, así como los planes de prevención y descontamina-
ción), desvinculando las competencias de los componentes ambientales 
(aire, agua, suelo, entre otros). 

Las razones que tuvo el Congreso para optar por un modelo así se deben 
esencialmente a la circunstancia que la competencia por componentes 
ambientales estaba distribuida en distintos organismos administrativos, 

170



34  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030 Informe de la Comisión Conservación, Institucionalidad y Filantropía  |  35

| i
i. 

d
ia

g
n

ó
s

t
ic

o
 | 

quienes a su vez gestionaban estos con diversos propósitos de política 
pública. Por eso el sistema no solo se diseñó sobre la base de nuevos ins-
trumentos, sino que además instaló un modelo de coordinación, como 
si fuese una simple gestión colaborativa de agencias públicas. Este sis-
tema estuvo fuertemente tensionado por problemas de eficacia y sesgo, 
por ejemplo, en las medidas de gestión directa como la evaluación am-
biental, en desmedro de instrumentos de política pública ambiental de 
largo plazo como normas o políticas ambientales. Ello explica en buena 
parte la reforma a la institucionalidad ambiental de 2010, que implicó 
crear una institucionalidad en la que se separaron las competencias de 
política y regulación (Ministerio) de las de permisos ambientales (Servi-
cio de Evaluación Ambiental), fiscalización (Superintendencia del Medio 
ambiente) y resolución de controversias (Tribunales Ambientales).

Dada esta arquitectura, el nuevo arreglo institucional se siguió constru-
yendo sobre los instrumentos de gestión ambiental, lo cual limitaba las 
actuaciones de la autoridad a aquellas materias donde estos intervienen 
—porque operan como verdaderas reglas de competencia—. Como con-
secuencia, ninguna de esas instituciones tiene una cláusula general que 
permita cubrir hipótesis de actuación al margen de los instrumentos que 
les dan existencia. Ello seguirá ocurriendo con la creación del SBAP, por 
ello es prioritario identificar las falencias que se pueden producir para la 
conservación de la biodiversidad en un diseño que no es el ideal, pero 
que es inevitable, tomando en consideración la realidad de la adminis-
tración del Estado y su comportamiento.

El marco normativo e institucional reciente en Chile relativo a la biodi-
versidad está constituido por el mandato contenido en el artículo 19 N° 
8, de la Constitución vigente, que determina que es responsabilidad del 
Estado proteger la naturaleza, siendo además Chile parte signataria del 
Convenio de las Naciones Unidas sobre la Diversidad Biológica (CBD 
por sus siglas en inglés) y de varios otros tratados regionales e internacio-
nales relativos a la diversidad biológica. Actualmente, es el MMA quien 
supervisa la política nacional de biodiversidad, mientras que otras insti-
tuciones gestionan las áreas protegidas. La CONAF, dependiente del MI-
NAGRI, es la encargada de la mayoría de las áreas protegidas terrestres; 
SERNAPESCA, dependiente del Ministerio de Economía, Fomento y Tu-
rismo, es responsable de las áreas protegidas marinas; el MMA y el Con-
sejo de Monumentos Nacionales, este último dependiente del Ministerio 
de las Culturas, las Artes y el Patrimonio, son responsables de los Santua-
rios de la Naturaleza; el Ministerio de Bienes Nacionales administra el 
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patrimonio fiscal y protege el acceso al patrimonio natural; y el MMA es 
responsable de las Áreas Marinas Costeras Protegidas de Múltiples Usos 
(AMCP-MU). La Superintendencia del Medio Ambiente (SMA) y sus ofi-
cinas regionales aplican las leyes ambientales, tarea que puede incidir en 
las áreas protegidas cuando las Resoluciones de Calificación Ambiental 
(RCA) afectan áreas protegidas. Esta arquitectura inorgánica se modifica 
de forma radical con la promulgación de la ley que crea el Servicio de 
Biodiversidad, encargado de la gestión de todas las áreas protegidas del 
Estado, y el Sistema Nacional de Áreas Protegidas, que contempla tanto 
áreas protegidas estatales como privadas. 

En virtud de dicho mandato y de sus compromisos internacionales, Chile 
ha ido desarrollando un marco normativo para la conservación de la na-
turaleza y la biodiversidad, entre las que encontramos:

a)	 Regulación sobre áreas protegidas: Ley de Bosques, de 1931; D.S. N° 
531 de 1967 del Ministerio de Relaciones Exteriores (MINREL), que 
ratifica la Convención de Washington de 1940; D. L. N° 1.939 de 1977 
sobre Adquisición, Administración y Disposición de Inmuebles Fis-
cales; Ley N° 17.288 sobre Monumentos Nacionales; el D.S. N° 430 
de 1991 Ley General de Pesca y Acuicultura; y la Ley N° 19.300, que 
asigna al Estado la administración de un SNASPE.

b)	 Ley N° 19.300, sobre Bases Generales del Medio Ambiente (LGB-
MA), de 1994. En su artículo 34 se estableció la base jurídica para el 
SNASPE y en su artículo 35 se otorgó al Estado el rol de fomentar las 
áreas protegidas de propiedad privada12.

	
c)	 Ley N° 19.473, de Caza, del año 1996, que actualiza la Ley N°4.601, 

incorporando una serie de conceptos nuevos en materia de regula-
ciones a la conservación y utilización sustentable de las especies de 
fauna silvestre que habitan en nuestro país. Mediante su Reglamento 
(D. S. N°5, publicado el 7 de diciembre de 1998) se introdujeron nue-
vos elementos que hacen más eficiente el cumplimiento de la norma-
tiva vigente, como son un listado de todas las especies de vertebrados 
terrestres de Chile, el cual incluye sus estados de conservación.

12 La Ley N°18.362, que creó el SNASPE, no entró en vigor producto que se encuentra 
supeditada a la promulgación del marco legal de la institucionalidad forestal, según dis-
pone la Ley N°18.348.
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d)	 Ley N° 20.417 de 2010, que crea la figura de los Planes de Recupe-
ración, Conservación y Gestión de Especies Silvestres (planes RE-
COGE) para las especies clasificadas por el Reglamento para la cla-
sificación de Especies Silvestres y entrega al MMA atribuciones para 
realizar programas de investigación, protección y conservación de la 
biodiversidad.

e)	 Ley N° 20.930, que crea el Derecho Real de Conservación, del año 
2016, que consiste en que el propietario de un predio ejerza la facul-
tad de conservar el patrimonio ambiental de éste o de ciertos atribu-
tos o funciones del mismo.

	
f)	 Ley de Humedales Urbanos, Ley N° 21.202, del año 2020, que modi-

fica diversos cuerpos legales con el objetivo de proteger los humeda-
les urbanos. Esta ley regula de manera específica los ecosistemas de 
humedales dentro de áreas urbanas (humedales total o parcialmen-
te dentro del límite urbano) e introduce en la legislación nacional el 
concepto de humedales urbanos, en virtud de la gran relevancia que 
estos ecosistemas tienen para las ciudades, como áreas verdes, espa-
cios para la recreación, control de inundaciones, mitigación al cam-
bio climático, entre otros.

	
g)	 Ley Marco de Cambio Climático, Ley N° 21.455, del año 2022, que 

contiene varias normas que se relacionan con la conservación y que 
debieran articularse con el SBAP, una vez vigente, y con cualquier ini-
ciativa que propenda a mejorar el marco institucional y normativo 
de la conservación. Como referencia, esta ley establece lineamientos 
transversales para la adaptación al cambio climático para proteger 
los ecosistemas y para la conservación de la biodiversidad. También 
contempla contenidos de la Estrategia Climática a Largo Plazo con el 
fin de incrementar la conservación, restauración y manejo sostenible 
de la biodiversidad y de los ecosistemas naturales como sumideros 
de carbono; y la exigencia para el MMA de elaborar planes de adap-
tación sectoriales para la biodiversidad.

h)	 Estrategia Nacional de Biodiversidad, 2017-2030, que entre sus ob-
jetivos estratégicos comprende desarrollar una institucionalidad ro-
busta, buena gobernanza y distribución justa y equitativa de los be-
neficios de la biodiversidad.
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Existe un cierto consenso, refrendado en estudios y evaluaciones exter-
nas, que tanto el desarrollo institucional como normativo de la conser-
vación de la biodiversidad en Chile ha sido inorgánico, fragmentado e 
incompleto, dada la existencia de las más variadas normas de diferente 
jerarquía que hacen referencia a la materia13 y que existen falencias en 
materia de gestión. Lo anterior se puede sintetizar en los siguientes défi-
cits institucionales y de gestión efectiva:

•	 Existe una falencia institucional para la gestión integrada de la con-
servación de la biodiversidad en Chile, en parte debido a la inexisten-
cia de un servicio público que administre todas las áreas protegidas 
del Estado, enmarcado en la institucionalidad ambiental, bajo un Sis-
tema Nacional de Áreas Protegidas que sea integral: marino-terres-
tre/público-privado. Por vía ejemplar, esta dispersión institucional 
se manifiesta en la zona protegida del Archipiélago Juan Fernández, 
en tanto CONAF tiene la tutela del Parque Nacional Juan Fernández, 
que comprende las islas Alejandro Selkirk, Robinson Crusoe y Santa 
Clara, el MMA gestiona el AMCP-MU en el mar de Juan Fernández 
y SERNAPESCA tiene la tutela de los parques marinos Mar de Juan 
Fernández, Lobería Selkirk, Montes Submarinos Crusoe y Selkirk, y 
el Arenal, el Palillo y Tierra Blanca.

•	 A pesar de los múltiples instrumentos de planificación territorial 
(IPT) que tiene Chile, en la práctica no contamos con un ordena-
miento territorial que permita organizar y planificar el territorio, 
considerando el valor fundacional que tiene la biodiversidad para el 
bienestar de las sociedades y las actividades productivas. Como país 
no hemos sido capaces de equilibrar las distintas demandas ciuda-
danas y el desarrollo de actividades productivas con la protección a 
la biodiversidad. 

•	 Las áreas protegidas en tanto generadoras de bienes y servicios esen-
ciales para la vida y el bienestar no están reguladas de manera cohe-
rente como instrumentos de ordenamiento territorial. Existen en la 
actualidad diversas categorías de protección, con regulaciones dis-
pares, existiendo figuras de protección mejor reguladas en cuanto al 
objetivo específico de protección, los organismos competentes y su 

13 Solo en relación con la regulación de las áreas protegidas terrestres concurren varios 
decretos y órganos competentes.
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alcance (parques y reservas marinas), respecto de otras que carecen 
prácticamente de regulación (sitios prioritarios para la conservación 
de la biodiversidad). Por ejemplo, en la Región Metropolitana las 
Áreas de Valor Natural del Plan Regulador Metropolitano de Santia-
go, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo (MINVU), corresponden 
al 48% de la superficie regional y carecen de regulación.

•	 Hay una carencia de instrumentos que permitan conectar ecológi-
camente las áreas protegidas, así como instrumentos que permitan 
controlar amenazas que provienen desde fuera de estas, como pue-
den ser especies invasoras, incendios, contaminación, entre otras.

•	 Hay inexistencia de mecanismos formales de cogestión con perti-
nencia cultural de las áreas protegidas, en las que las comunidades 
locales e indígenas del territorio sean incorporadas en los modelos 
de gobernanza.

•	 La toma de decisiones a nivel territorial está muy centralizada en los 
ministerios, siendo muy débil la participación en la toma de decisiones 
de los gobiernos regionales, comunales y de los actores más relevan-
tes en el territorio. No existen marcos jurídicos específicos que regu-
len la participación de las comunidades y las autoridades locales en el 
proceso de creación y gestión de áreas protegidas. Muchos gobiernos 
y comunidades locales sienten que el gobierno nacional no atiende 
adecuadamente sus preocupaciones y que no se los consulta suficien-
temente acerca de los planes y las políticas que afectarán sus regiones. 
Esto conlleva consecuencias negativas para la gestión del Estado, dado 
que las decisiones territoriales requieren de un entendimiento profun-
do de los problemas locales y, al mismo tiempo, propuestas de solu-
ción acorde a los territorios, lo que no se logra a nivel central. 

•	 No existe una regulación específica respecto a las prohibiciones y usos 
permitidos en las áreas protegidas, que otorgue certeza jurídica a to-
dos los actores y permita hacer una mejor gestión de conservación en 
las áreas protegidas. Esto redunda en dificultades para la fiscalización 
y sanción en áreas protegidas. Tampoco existen protocolos para las 
concesiones en áreas protegidas, que entreguen directrices para una 
gestión eficaz en armonía con el entorno y las comunidades locales.

•	 No existe financiamiento adecuado para implementar de manera 
efectiva, eficaz y permanente la gestión de conservación dentro de 
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las áreas protegidas, careciendo muchas de ellas de planes de ma-
nejo, de personal capacitado, de medios para enfrentar amenazas o 
para articularse de manera virtuosa con las comunidades aledañas, 
entre otras cosas. 

•	 El problema de la gestión de la conservación no solo se manifiesta 
a nivel de la falta de un sistema integrado de áreas protegidas, sino 
que, a nivel de cada área protegida se constata falta de efectividad, 
reflejada, por ejemplo, en la inexistencia o falta de actualización de 
sus planes de manejo. Según Petit et al. (2018) solo el 12% de las áreas 
protegidas del Estado —terrestres y marinas— se gestiona adecua-
damente y 84 de un total de 145 de dichas áreas cuentan con un plan 
de manejo con estándares ad-hoc, el instrumento mínimo requerido 
para avanzar en la gestión efectiva de la conservación. De estos, solo 
35,7% se encuentra actualizado. 

•	 Existen deficiencias en la elaboración, implementación y monitoreo 
de los planes RECOGE, que son el instrumento administrativo para la 
gestión de conservación de la biodiversidad a nivel de especies. Desde 
julio de 2016 existen doce planes RECOGE para 89 especies amena-
zadas, lo que representa solo el 10,1% del total de especies en catego-
rías de amenaza. La clasificación de especies demanda gran cantidad 
de información que muchas veces no existe o no está disponible, re-
quiriendo nuevas vías de financiamiento no solo para generar data 
básica, sino para ponerla a disposición en procesos de conservación 
efectivos. El acercamiento del mundo académico, junto a la incorpo-
ración de capacidades científicas en el sector público son esenciales. 

•	 Faltan instrumentos y normativas específicas de protección de nues-
tra biodiversidad que resguarden los hábitats de importancia crítica 
para el ciclo de vida de las especies nativas (zonas de anidamiento, 
de alimentación, por ejemplo) de factores de amenaza de extinción 
antes mencionados. 

•	 Existe falta de personal en las áreas protegidas, especialmente en lo 
que respecta a los guardaparques y los sistemas de vigilancia, faltan ca-
pacidades de diseño e implementación de monitoreo, déficit de fiscali-
zación; todos elementos necesarios para una gestión efectiva de la bio-
diversidad en los territorios. Tampoco existen planes para cerrar estas 
brechas de capacidades técnicas, más allá de esfuerzos esporádicos.

176



40  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030 Informe de la Comisión Conservación, Institucionalidad y Filantropía  |  41

| i
i. 

d
ia

g
n

ó
s

t
ic

o
 | 

Servicio de Biodiversidad de Áreas Protegidas 

Recientemente se aprobó el proyecto de ley (Boletín N° 9.404-12) que 
crea el SBAP. Este responde al compromiso tomado por el Poder Ejecu-
tivo en el marco del rediseño a la institucionalidad ambiental, llevado a 
cabo el año 2010 con la creación del MMA. La tramitación legislativa de 
esta ley duró 12 años. Ello da cuenta de la falta de entendimiento respec-
to del valor de la biodiversidad, así como también de los diversos intere-
ses en juego. 

Esta ley viene a subsanar múltiples falencias del actual sistema. Entre los 
elementos positivos de la ley se destacan los siguientes:

•	 Crea un servicio público, cuyo objetivo y misión es la conservación 
de la biodiversidad en todo el país y que se relaciona con el presi-
dente de la República a través del MMA. Entre otras tareas, estará a 
cargo de administrar todas las áreas protegidas del Estado, terrestres 
y marinas.

•	 Crea el Sistema Nacional de Áreas Protegidas (SNAP), constituido por el 
conjunto de áreas protegidas, públicas y privadas, terrestres y marinas.

•	 Establece una regulación para las áreas protegidas del Estado, sus ca-
tegorías, administración y cogestión con comunidades, y regula las 
áreas protegidas privadas, su creación y gestión, estableciendo cier-
tos incentivos y exigencias.

•	 Crea instrumentos para la conservación de la biodiversidad tanto 
dentro como fuera de las áreas protegidas, tales como: i) planes de 
conservación de ecosistemas amenazados, ii) planes de restauración 
para áreas degradadas, iii) planes para especies amenazadas y para 
especies exóticas invasoras, iv) Sistema de Información y Monitoreo 
de la Biodiversidad (SIMBIO), v) Planificación Ecológica y Sitios Prio-
ritarios, vi) Paisajes de Conservación, vii) Monumentos Naturales de 
Especies, viii) Protección y manejo sustentable de humedales, ix) 
Instrumentos económicos para la conservación, como certificación, 
etiquetado y retribución por servicios ecosistémicos.

•	 Se prevé la fiscalización, se tipifican infracciones y un procedimiento 
sancionatorio para garantizar el cumplimiento de los instrumentos 
contenidos en esta nueva regulación. 
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•	 Modifica una serie de cuerpos legales para eliminar superposicio-
nes y ordenar la competencia de los distintos sectores en materia de 
áreas protegidas y otros instrumentos de gestión de la biodiversidad.

Con todo, la eventual nueva institucionalidad mantiene ciertas falen-
cias que deben ser subsanadas una vez que se implemente el SBAP. Por 
ejemplo, la ley modifica la Ley N° 19.300 para poner en manos del nuevo 
Servicio la exigencia de planes de manejo de recursos naturales en áreas 
determinadas, pero no traslada la competencia respecto de los Planes de 
Descontaminación o Prevención de áreas declaradas saturadas o latentes, 
lo que resulta contraproducente, por cuanto esos planes contienen linea-
mientos para la formulación de medidas de compensación en el área de-
terminada y parece deseable para mejorar la coordinación y coherencia 
que todas estas competencias sean ejecutadas por un mismo organismo. 

El informe financiero del proyecto de ley que crea el SBAP contempla-
ba un incremento de $23.000 millones. A comienzos de 2023, la ministra 
de Medio Ambiente actualizó el informe financiero, que contempla un 
presupuesto incremental de $36.000 millones al año junto con cerca de 
$16.000 millones en gastos transitorios, además de los casi $19.000 millo-
nes que se traspasan desde la Gerencia de Áreas Silvestres Protegidas de 
CONAF, totalizando un presupuesto en régimen en torno a los $55.000 
millones. Aunque es una mejora significativa respecto a la situación ac-
tual, tanto en dotación de personal, bienes y servicios, e inversiones por 
una vez, en el mediano plazo es insuficiente para los desafíos que presen-
ta la gestión de las áreas protegidas en Chile. 

Sistema de información de biodiversidad y del capital natural

Los procesos de evaluación de la institucionalidad han recomendado 
en distintas instancias mejorar la información para gestión de la biodi-
versidad. Uno de ellos es la Evaluación de Desempeño Ambiental de la 
CEPAL/OCDE (2016), la cual plantea que todavía existen brechas impor-
tantes para la gestión de la biodiversidad, especialmente sobre el estado 
de conservación de las especies, la contaminación del suelo, los ecosiste-
mas marinos y de aguas dulces, así como el valor de la diversidad biológi-
ca y de los ecosistemas, y el costo que supone su pérdida. Esta evaluación 
recomienda seguir avanzando en la elaboración de un registro preciso 
de referencia sobre diversidad biológica, que permita evaluar el estado 
actual, las tendencias, identificar las actividades prioritarias, proporcio-
nar información que sirva de guía a la adopción de decisiones y crear 
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consenso público sobre la necesidad de avanzar en la gestión de la con-
servación y el uso sostenible de la biodiversidad chilena. 

La Comisión Nacional para el Conocimiento y Uso de la Biodiversidad de 
México (CONABIO) es el referente en esta materia en la región. Creada 
en 1992, la CONABIO tiene la misión de promover, coordinar, apoyar y 
realizar actividades dirigidas al conocimiento de la diversidad biológica, 
así como a su conservación y uso sustentable para beneficio de la socie-
dad. Compila y genera información sobre biodiversidad, desarrolla capa-
cidades humanas en el área de informática de la biodiversidad y es fuente 
pública de información y conocimiento accesible para toda la sociedad, 
sirve de puente entre la academia, el gobierno y la sociedad; promueve 
que la conservación y manejo de la biodiversidad se base en acciones 
realizadas por la población local, y opera e instrumenta el Sistema Nacio-
nal de Información sobre Biodiversidad (SNIB)14.

En Chile no existe una agencia que aborde de manera integral la informa-
ción de la biodiversidad, en toda su complejidad, y que esté conectada de 
manera virtuosa con el diseño de políticas de conservación o desarrollo, 
su implementación o monitoreo de su efectividad. Existen esfuerzos en 
la materia como:

•	 El Sistema Nacional de Información Ambiental (SINIA), establecido 
en la Ley N° 19.300, garantiza el derecho al acceso a la información 
de carácter ambiental que se encuentra en poder del Estado. En esta 
plataforma se puede encontrar toda la normativa y regulación am-
biental, acuerdos internacionales en materia ambiental, reportes e 
informes del estado del medio ambiente, resoluciones de calificación 
ambiental, sanciones y programas de fiscalización de la SMA, sen-
tencias de los Tribunales Ambientales y fallos en materia ambiental 
del Poder Judicial, expedientes de planes y normas del MMA, estu-
dios ambientales, información territorial y datos abiertos, entre otros. 

•	 El SIMBIO es una plataforma a cargo del MMA que tiene por fin brindar 
información sobre la diversidad biológica del territorio nacional. Con-
tiene información general sobre los ecosistemas terrestres, humedales, 
ecosistemas marinos, áreas protegidas, planes de recuperación, con-
servación y gestión de especies, restauración ecológica y un módulo te-

14 https://www.gob.mx/conabio
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rritorial con información desagregada a nivel de región, provincia o co-
muna. Lamentablemente, la plataforma se encuentra desactualizada.

•	 El Registro Nacional de Áreas Protegidas es un portal que no se en-
cuentra en funcionamiento, donde, en principio, se muestran todas 
las áreas protegidas en sus distintas categorías y georreferenciadas en 
un mapa interactivo. Hasta la fecha de publicación de este trabajo, la 
página no contaba con información.

•	 El Inventario Nacional de Especies es un portal que entrega informa-
ción sobre un subconjunto del total de especies nativas y exóticas que 
habitan en nuestro territorio. Se apunta a que en el mediano plazo se 
pueda tener un registro de la totalidad de la flora y fauna nativa, aunque 
prácticamente no ha habido avances en el portal desde su inauguración. 

•	 Registro de Emisiones y transferencia de contaminantes (RETC). Es 
una base de datos de acceso universal destinada a capturar, recopilar, 
sistematizar, conservar, analizar y difundir la información sobre emi-
siones, residuos y transferencias de contaminantes potencialmente 
dañinos para la salud y el medio ambiente que son emitidos al entor-
no, generados por actividades industriales o no industriales y trans-
feridos para su valorización o eliminación.

•	 Sistema Integrado de Información Ambiental (SIIA) centraliza la in-
formación que generan las distintas instituciones del Estado y per-
mite, por ejemplo, elaborar los Reportes Estado del Medio Ambiente 
(REMA) anuales que entregan información ambiental y de recursos 
naturales en el tiempo y que se publican en la plataforma SINIA. La 
información que recopila este sistema no es de uso público, sino ex-
clusivo para el Estado. 

A pesar de los avances en la construcción de plataformas que permiten 
reunir y publicar información clave para la toma de decisiones, no existe 
una agencia/sistema diseñado especialmente para contener la informa-
ción existente de la biodiversidad de Chile en toda su complejidad, que 
reconozca las brechas de información relevante y que tenga programas 
destinados a cerrar esas brechas. Más aún, el Estado no utiliza la infor-
mación o criterios de capital natural y biodiversidad en su toma de deci-
siones sobre proyectos de inversión en obras públicas, ni para organizar 
el desarrollo integral en los territorios, considerando el reconocimiento 
y resguardo del capital natural y los servicios que ofrece a todos los acto-
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res, tanto públicos como privados. Cabe recordar que el Sistema de Eva-
luación de Impacto Ambiental (SEIA) precisa de la revisión de proyectos 
específicos, sin embargo, no es un instrumento diseñado para planifica-
ción integrada, es reactivo, no considera impactos sinérgicos, entre otras 
cosas. El SEIA cuenta con una Guía de Compensaciones en Biodiversi-
dad15, la cual todavía está a la espera de ser incorporada en el diseño de 
proyectos específicos.

Un avance, en este sentido, en el ámbito público, ha sido la reciente crea-
ción del Comité de Capital Natural, que tiene como misión asesorar y 
proponer acciones al presidente de la República en materias relativas a 
la medición, valoración, protección, restauración y mejoramiento del ca-
pital natural de Chile, que permitan integrar la naturaleza y la biodiversi-
dad al proceso de diseño e implementación del desarrollo sostenible de 
nuestro país16. Está conformado por los ministerios del Medio Ambiente; 
Hacienda; Economía, Fomento y Turismo, e incluye la asesoría técnica 
del Consejo de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación (CTCI) 
y del Banco Central en caso de que las recomendaciones de políticas o 
regulación sean de su pertinencia. Se espera que este Comité pueda in-
formar las políticas, planes o programas relacionados con la gestión del 
capital natural de Chile, medir y evaluar el estado de capital natural, con 
el fin de proponer medidas para su reconocimiento, restauración, pro-
tección y mejoramiento, entre otras cosas.

El reconocimiento de la necesidad de avanzar en la participación del cui-
dado de la naturaleza y biodiversidad por parte del sector productivo ha 
ido aumentado desde hace un tiempo; primero como un eje estratégico 
en las Metas de Aichi, emanadas por la COP 10 de la Biodiversidad el 
año 2010, y más recientemente a través de un mandato especialmente 
dirigido al mundo privado en el marco del acuerdo de la última COP 15 
de la Biodiversidad, realizada en Montreal17. De hecho, la Meta 15 de este 
acuerdo es un llamado directo a las empresas, especialmente las trans-
nacionales y las instituciones financieras a controlar sus efectos sobre la 
biodiversidad en toda su cadena de suministros, y otras medidas con el 
fin de reducir gradualmente los efectos negativos en la diversidad bioló-

15 https://www.sea.gob.cl/sites/default/files/imce/reportes/2016/guia_compensacion_
biodiversidad.pdf
16 https://www.bcn.cl/leychile/navegar?idNorma=1190125&idVersion=2023-03-1
17 www.cbd.int 
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gica, aumentar los efectos positivos, pasos necesarios para lograr mode-
los de producción sostenibles.

Un hecho relevante ha sido el reconocimiento de la pérdida de biodi-
versidad como uno de los 10 factores de riesgo más importante para los 
negocios en la actualidad, el que suma, explica o se conecta con 6 de los 
10 riesgos más relevantes para la economía, incluyendo falla en acción 
climática, clima extremo, crisis de recursos naturales, daño ambiental 
humano o enfermedades infecciosas18. 

En Chile, sectores productivos como la minería19 o energía20 han adop-
tado compromisos de pérdida neta cero de biodiversidad explícitos para 
sus desarrollos futuros, identificando incluso el valor de las SbN para la 
sustentabilidad de la industria21. Sin embargo, el avance en la implemen-
tación de estas declaraciones no ha sido tan rápido. El esfuerzo mayor 
en el ámbito empresarial se ha centrado en promover acciones en fa-
vor del medio ambiente en general y comunicarlas, cosa que se refleja 
en sus sistemas de reportes y contabilidad con validación internacional. 
Los análisis sobre ello muestran que muy pocas de estas iniciativas están 
diseñadas y vinculadas para abordar problemas de conservación propia-
mente tal, ni son monitoreadas o sostenidas tanto en Chile como a nivel 
global. La activación efectiva de estos esfuerzos puede resultar en aportes 
significativos al capital natural nacional y, como consecuencia de ello, a 
la sustentabilidad de las industrias que dependen de él.

Asimismo, el país y su biodiversidad tienen un interesante potencial para 
atraer financiamiento verde, tanto privado como de organismos inter-
nacionales. Este financiamiento está basado en mercados de carbono, 
de biodiversidad o de soluciones basadas en la naturaleza. Una de las 
principales barreras de entrada que tienen estos mecanismos de finan-
ciamiento es la información de la biodiversidad y los aportes físicos y 
monetarios que esta entrega. Actualmente, esa información es entregada 
y certificada por instituciones especializadas, que imponen altos costos 
de transacción a estos mercados. 

18 World Economic Forum (2022).
19 https://cloudcomisionfuturo.bcn.cl/index.php/s/yc4miHxtgSPPLS4 
20 https://www.energia.gob.cl/sites/default/files/hoja_de_ruta_cc_e2050.pdf
21 https://www.cesco.cl/wp-content/uploads/2023/01/Nichos_sociotecnologico-ok.pdf
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Áreas protegidas y sector privado

La conservación de la biodiversidad con fondos públicos en Chile se ha 
desarrollado históricamente con prioridad en áreas protegidas del Esta-
do. Ello porque las categorías oficiales de áreas protegidas solo reconocen 
las áreas estatales (con excepción de los Santuarios de la Naturaleza, que 
pueden ser tanto privados como estatales), quedando sin reconocimien-
to oficial las iniciativas de conservación realizadas por privados. Existen 
zonas de alto valor ecológico, como la mediterránea, que presentan défi-
cit de áreas protegidas en relación con los compromisos globales de Chi-
le, a la vez que parte importante del territorio está en manos de actores 
privados, como es el caso de las regiones Metropolitana y de Valparaíso, 
donde solo el 11% y 4% de la superficie corresponden a terrenos fiscales, 
respectivamente (Así Conserva Chile y Fundación Tierra Austral - ACCh 
y FTA 2020). Es en zonas como estas donde el sector privado puede jugar 
un rol de liderazgo y aportar de manera significativa a la conservación de 
este bien común. Adicionalmente, la capacidad de gestión del Estado es 
limitada y la contribución de las áreas protegidas privadas a los esfuer-
zos de conservación son considerables, pues permiten no solo mejorar la 
protección de ecosistemas y especies que no se encuentran representadas 
o se encuentran subrepresentadas en el sistema público de protección, 
sino también realizar la función de corredores biológicos, aumentando la 
conectividad entre áreas. El mundo privado en un sentido amplio —per-
sonas naturales, organizaciones no gubernamentales (ONG), empresas, 
comunidades locales y pueblos originarios, entre otros— podría jugar un 
rol clave para resguardar el patrimonio natural del país (Simonetti y Acos-
ta 2002), a través de su participación activa en la creación y/o gestión de 
áreas protegidas, especialmente en zonas deficitarias.

La Unión Internacional para la Conservación de la Naturaleza (UICN) 
entiende por Área Protegida (AP) un “espacio geográfico claramente de-
finido, reconocido, dedicado y gestionado, mediante mecanismos lega-
les y otro tipo de medios eficaces para conseguir la conservación a largo 
plazo de la naturaleza y de sus servicios ecosistémicos y valores culturales 
asociados” (Dudley 2008). Existen distintos tipos de AP en función de su 
gobernanza, a saber, estatales, privadas, comunitarias, etc. Las Áreas Pro-
tegidas Privadas (APP) son áreas que cumplen con la definición anterior, 
pero su gobernanza es privada. Esta ha sido definida como “área protegida 
bajo el control o que pertenece a un individuo, cooperativa, organismo no 
gubernamental (ONG) o corporación, manejada con o sin fines de lucro. 
La autoridad para manejar el área protegida y sus recursos es responsa-
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bilidad de los dueños, quienes determinan los objetivos de conservación, 
desarrollan planes de manejo, y quedan con el control de las decisiones, 
subordinadas a las leyes pertinentes” (Ministerio de Medio Ambiente, GEF 
y PNUD 2016). Actualmente, el MMA utiliza el Decreto Supremo N° 1963, 
del MINREL, que promulga el Convenio sobre Diversidad Biológica, para 
definir APP, cuya definición es “área definida geográficamente que haya 
sido designada o regulada y administrada a fin de alcanzar objetivos espe-
cíficos de conservación”. Hasta el día de hoy, la única categoría reconocida 
oficialmente por el Estado que puede optar un privado que desea proteger 
un área privada es la de Santuario de la Naturaleza. El resto de las inicia-
tivas privadas de conservación o pasan simplemente por una “autodecla-
ración” sin fiscalización alguna (Corcuera y Tecklin 2012) o pueden estar 
sujetas al Derecho Real de Conservación (DRC). No obstante, el proyecto 
de ley que crea el SBAP contempla la figura legal de área protegida privada, 
así como también la realización de un catastro para este tipo de iniciativas.

El reconocimiento y estudio de las áreas de protección privada en Chile 
es de larga data, y su primer catastro del año 1999 evidenció más de un 
centenar de ellas distribuidas desde la Región de Valparaíso a Magalla-
nes22. Entre 2013 y 2015 esta información fue actualizada, identifican-
do 308 iniciativas de conservación privadas (Fundación Senda Darwin 
2013). Durante 2021-2022 se realizó una actualización del catastro de 
iniciativas privadas de conservación (Pliscoff 2022), identificando solo 
124 unidades, correspondientes a 1,26 millones de hectáreas, lo que re-
presenta 1,68% del territorio nacional continental (ver Anexo 1). Según 
el estudio, el catastro ha cambiado rotundamente, principalmente debi-
do a que muchas de las iniciativas detectadas en el primer catastro ya 
no están dedicadas a la conservación o se ha perdido su rastro, y a que 
otras no han sido consideradas por los criterios contemplados en el ca-
tastro. Una nota de precaución, sin embargo, es la necesidad de consi-
derar diferencias atribuibles a las diferentes metodologías para la iden-
tificación efectiva y exhaustiva de estos esfuerzos a lo largo del territorio. 
A la inexistencia de un catastro oficial, se suma la falta de información 
sobre el estándar de las áreas privadas de conservación, que pueda in-
dicar no solo aspectos administrativos y de buenas prácticas asociados 
a su gobernanza y manejo (véase, por ejemplo, ACCh y FTA 2020)23, sino 

22 https://docplayer.es/13738770-Las-areas-silvestres-protegidas-privadas-en-chile.html
23 Así Conserva Chile y Fundación Tierra Austral (2020). Estándares para la conservación 
privada en Chile. Santiago: Así Conserva Chile A. G. 
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estándares de gestión efectiva de conservación que derivan de la práctica 
científica, los cuales han sido adoptados por el Estado de Chile para áreas 
protegidas tanto públicas24 como privadas. En la ausencia del SBAP, sin 
embargo, los estándares para áreas privadas son voluntarios y entregan 
lineamientos orientadores. 

Algunos aspectos que reflejan la dificultad del aporte de privados a la 
conservación son:

•	 Debilidad de un marco normativo que permita identificar, registrar y 
reconocer las iniciativas de conservación privadas (Prauss et al. 2011). 

•	 Ausencia de una política pública que promueva las iniciativas de con-
servación privada y permita incorporarlas a un Sistema Nacional de 
Áreas Protegidas integrado, donde, en particular, no existen definicio-
nes, estándares ni procedimientos administrativos que establezcan 
los criterios y requisitos que estas áreas en cuestión deben cumplir 
para ser reconocidas oficialmente por el Estado (ACCh y FTA 2020).

•	 Casi nula existencia de incentivos para fomentar la conservación de 
la biodiversidad por parte del sector privado, así como de elementos 
clave para su cumplimiento, como por ejemplo: exigir un estándar de 
transparencia a las iniciativas que se beneficien de la Ley de donacio-
nes y exigir desarrollo y evaluación de la efectividad de los planes de 
manejo o medidas que permitan evaluar los aportes específicos a la 
conservación de la biodiversidad nacional de los distintos proyectos 
de conservación privado.

•	 No existen procesos de planificación integrada (e.g. subsidios, incen-
tivos, estándares, lineamientos), que permitan guiar la relación e in-
tegración entre las áreas privadas de conservación y las comunidades 
locales, abriendo espacios de confianza y trabajo sinérgico y colabo-
rativo en torno a la gestión de conservación en los territorios. 

Una herramienta legal creada con el objetivo de apoyar la conservación 
del patrimonio ambiental o ciertos atributos o funciones de una propie-
dad privada es el DRC, establecido a partir de la Ley N° 20.930, en junio 

24 https://www.conaf.cl/wp-content/files_mf/1515526054CONAF_2017_MANUALPARA-
LAPLANIFICACIÓNDELASAREASPROTEGIDASDELSNASPE_BajaResolución.pdf
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de 2016. Este derecho se ejerce sobre un inmueble o sobre parte de un in-
mueble, es transferible y transmisible, pero de modo indivisible. Consiste 
en un acuerdo entre un propietario y un “garante de conservación” que se 
transforma en titular del DRC, con el fin de asegurar la perdurabilidad de 
su conservación en el largo plazo. Esta herramienta presenta desafíos y 
falencias que debieran ser subsanadas. En relación con los desafíos, una 
de las principales dificultades para implementar el DRC es el bajo núme-
ro de organizaciones garantes de conservación existentes en el país, lo 
cual se debe principalmente al financiamiento y la solidez institucional 
que son necesarios para sostener la gestión efectiva de la conservación 
en los territorios, proceso que es de largo plazo o debiera proyectarse a 
perpetuidad. Al mismo tiempo, en Chile, los incentivos o beneficios a los 
propietarios que promuevan el uso de esta herramienta son bajos. La ex-
periencia internacional ha demostrado que beneficios tributarios u otros, 
como mayor libertad en materia de disposición patrimonial, incluyendo 
reducciones al impuesto a la herencia, al impuesto territorial o beneficios 
directos, facilitan el amplio uso de esta herramienta. 

En materia de falencias, la ley vigente no establece un tiempo mínimo 
para los acuerdos de DRC, la disolución del acuerdo es demasiado flexi-
ble, tampoco define claramente el carácter de derecho real y de grava-
men ni cómo se relaciona este derecho con otros derechos existentes, 
como, por ejemplo, la servidumbre minera, a la vez que no establece un 
catálogo de causales generales de terminación de los derechos reales. La 
ley exige la inscripción en el Conservador de Bienes Raíces, que requie-
re la individualización y delimitación precisa de los inmuebles sobre los 
que recae el DRC, que constituyen un impedimento en la constitución 
del acuerdo de DRC25.

Además, la ley no exige una titularidad apropiada. La ley prácticamente no 
contempla requisitos para los garantes de conservación y existe una falta 
de regulación y fiscalización de los contratos, por lo que no se puede hacer 
seguimiento a la gestión realizada en biodiversidad, lo que podría permitir 

25 Por ejemplo, el inmueble no consta de los títulos, actuales ni previos, la superficie o sus 
deslindes son descritos de manera general; el inmueble que se busca gravar es resultado 
de una subdivisión en la que no se individualizan sus deslindes porque la regulación del 
momento no lo exigía; el inmueble se encuentra en una comuna que es competencia de 
un nuevo Conservador de Bienes Raíces, por lo que los títulos deben ser reinscritos para 
luego poder gravarse con el DRC; los Conservadores exigen la autorización de los predios 
colindantes para efectos de acreditar que el gravamen no afecta sus propios predios; etc.
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que eventualmente el DRC se use para otros fines, como el comunicacio-
nal o el comercial, constituyendo un nuevo mecanismo para el greenwas-
hing. Esto se produce dado que la ley es demasiado flexible respecto de lo 
que se puede hacer con el DRC, permitiendo, por ejemplo, que se lo utilice 
para proyectos inmobiliarios que no tienen por fin la conservación26.

26 Agradecemos los aportes de Victoria Alonso sobre el DRC, que fueron incorporados 
tanto en el diagnóstico como en las propuestas. Véase además los estándares de conser-
vación (https://www.estandaresparaconservar.cl/), que fue un desarrollo financiado por 
el Ministerio de Energía y CONAF con la Fundación Tierra Austral y con Así Conserva 
Chile, para entregar estándares para la conservación privada de tierras. Aun cuando pue-
da ser insuficiente, hay esfuerzos para orientar el DRC a su mejor uso.

Conservation Easements y Land Trust en Estados Unidos
En Estados Unidos, los land trusts y las conservation easements son 
herramientas utilizadas para la conservación de tierras y la protec-
ción de la biodiversidad. Estas estrategias permiten a los propietarios 
de tierras conservar su valor natural y limitar el desarrollo futuro.

Un land trust es una organización, sin fines de lucro, que se dedica 
a la administración de tierras con fines de conservación y uso pú-
blico por parte de la comunidad, a través de entregas voluntarias de 
derechos por parte de propietarios o directamente por la adquisi-
ción de estos. Su objetivo principal es proteger los recursos natura-
les y la biodiversidad, transformándose en garante de propiedades 
y asegurando de que sean gestionadas de manera sostenible. Estos 
land trusts pueden trabajar en colaboración con propietarios priva-
dos, gobiernos locales y otras organizaciones para conservar paños 
de áreas naturales, hábitats importantes y corredores ecológicos.

Por otro lado, las conservation easements (servidumbres de con-
servación) son acuerdos legales entre un propietario de tierras y 
una entidad de conservación como un land trust. Estos acuerdos 
restringen permanentemente el uso futuro de la tierra para que se 
dedique a fines de conservación, incluso si la propiedad cambia de 
manos. Las conservation easements pueden limitar el desarrollo, la 
subdivisión o cualquier actividad que pueda dañar los valores na-
turales de la tierra en el tiempo, como la agricultura intensiva o la 
tala masiva de bosques. El objetivo de esta herramienta es garanti-

187



52  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030

| ii. d
ia

g
n

ó
s

t
ic

o | 

zar que las tierras se conserven en su estado natural y se protejan 
para las futuras generaciones.

En Estados Unidos las conservation easements han incentivado 
fuertemente la participación de los privados en la conservación a 
partir de los años 90, ya sea por los incentivos tributarios que con-
llevan, por una voluntad de conservación de la tierra por parte de 
sus propietarios o por las restricciones existentes en el uso de la 
tierra. Actualmente, la superficie de tierras con conservation ease-
ments equivale a la superficie protegida en el sistema de Parques 
Nacionales de Estados Unidos.

El uso de conservation easements permite el acceso a incentivos tri-
butarios tanto federales como estatales. Estados Unidos reconoce el 
valor de la conservación de tierras y ofrece incentivos fiscales para 
aquellos propietarios que donen o vendan easements de conserva-
ción. Estos incentivos pueden incluir la deducción de impuestos 
sobre la renta por la disminución del valor de la propiedad debido 
a las restricciones de conservación o pueden reducir los impuestos 
al patrimonio en casos de herencia.

La Land Trust Alliance es una organización, sin fines de lucro, de 
Estados Unidos que agrupa y apoya a los land trusts locales y re-
gionales en todo el país. Sus objetivos incluyen la promoción de 
políticas públicas favorables a la conservación, la defensa de los 
intereses de los land trusts y el fortalecimiento de la capacidad de 
estas organizaciones para llevar a cabo proyectos de conservación 
exitosos. Su función principal es fortalecer, conectar y agrupar los 
land trusts para que puedan cumplir de manera efectiva su misión 
de conservar tierras y proteger la biodiversidad. Land Trust Allian-
ce proporciona recursos, capacitación y asistencia técnica a sus 
miembros, promoviendo las mejores prácticas y transparencia en la 
conservación de tierras, facilitando el intercambio de conocimien-
tos y colaboración entre los land trusts. Esta asociación ha logrado 
proteger 61 millones de acres y cuenta con cerca de 950 garantes de 
conservación en Estados Unidos. 

Más información en: https://landtrustalliance.org/
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En Chile, existen escasos incentivos para la conservación de la biodiver-
sidad por parte del sector privado, a excepción de aquellos dirigidos a la 
protección y recuperación del bosque nativo27. Todos los otros ecosiste-
mas que existen fuera de las zonas boscosas del país, básicamente desde 
Arica a Valparaíso, las cumbres andinas sobre la línea de crecimiento ar-
bóreo, además de las zonas costeras o marinas, o las zonas de turberas en 
la Patagonia, las cuales prestan diversos y valiosos servicios ecosistémicos 
asociados a provisión de suelo, agua, alimentos, mitigación de cambio cli-
mático, control de inundaciones y otros desastres, entre otros, carecen de 
incentivos que estimulen y apoyen el esfuerzo privado de conservación. 

La Ley de Caza contiene un pequeño instrumento que podría ser consi-
derado como una herramienta de conservación privada: la figura de Ins-
pector de Caza ad honorem. Esta figura permite que personas naturales 
cumplan funciones de fiscalización de la Ley de Caza, con un procedi-
miento normado a través del reglamento de la misma ley. En Chile no 
son más de 50 personas las que se encuentran inscritas bajo esta figura 
(información entregada a través de transparencia por el Servicio Agrícola 
y Ganadero (SAG) en 2018), ni se tiene un catastro actualizado y en línea 
de su gestión. Adicionalmente, a veces, se centra en la protección de re-
cursos naturales específicos como los salmones o truchas, los cuales son 
al mismo tiempo especies invasoras altamente dañinas para la biodiver-
sidad nativa. 

Respecto a la gestión efectiva de las áreas protegidas privadas, no existe 
información actualizada, dado que el país no cuenta con una certifica-
ción que permita garantizar un alto estándar en conservación, así como 
de transparencia en el uso de los recursos, especialmente cuando se trata 
de donaciones. Avanzar en la creación de una institucionalidad que re-

27 Este incentivo consta de la exención al impuesto territorial por parte del propietario de 
un predio cubierto por bosque nativo, siempre que éste cumpla con el procedimiento y 
compromiso indicado por el Servicio de Impuestos Internos (SII) y la CONAF. La respon-
sabilidad de ejecutar el trámite y cumplir los compromisos recae sobre el propietario y el 
beneficio corresponderá a la exención del impuesto territorial sobre las hectáreas que se 
demuestre por CONAF que corresponden a bosque nativo destinado a protección volun-
taria por parte del propietario, calificado como bosques de protección. Otro instrumento 
legal existente que protege el bosque nativo es la Ley N° 20.283, sobre Recuperación del 
Bosque Nativo y Fomento Forestal, la cual contiene normas de protección de los bosques 
nativos en Chile y ciertos incentivos financieros a la conservación y recuperación de bos-
que nativo.
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gule, fiscalice y certifique las iniciativas de conservación privada, espe-
cialmente aquellas susceptibles de recibir donaciones o recursos fiscales, 
es fundamental para generar las condiciones básicas que permitan atraer 
más donaciones, así como otras fuentes de financiamiento. 

En esta línea, la Ley que crea el SBAP y el SNAP (Boletín N° 9.404-12) es 
un paso importante en subsanar algunas de las falencias detectadas. Por 
una parte, los aspectos positivos son:

•	 Reconocimiento de la importancia del rol de los privados en la con-
servación, a partir de la creación del Sistema Nacional de Áreas Pro-
tegidas (SNAP), constituido por el conjunto de áreas protegidas, tan-
to las del Estado como las privadas.

•	 En particular, establece una regulación para las APP:

•	 se regula que las categorías de áreas protegidas que les apli-
can serán las mismas para las áreas protegidas del Estado.

•	 se define un procedimiento de creación, directrices para la 
modificación, desafectación y transferencia del dominio.

•	 se establece que serán administradas por sus propietarios o 
por las personas naturales o jurídicas que estos designen al 
efecto, y lineamientos para los planes de manejo.

•	 se determina la supervisión y apoyo técnico por parte del 
SBAP.

•	 Crea incentivos para la creación y administración de las APP:

•	 exención del impuesto territorial, en tanto cumplan con el 
plan de manejo del área.

•	 exención del impuesto a la herencia.

•	 exención de pago de los derechos arancelarios que correspon-
dan a los notarios, conservadores de bienes raíces y archiveros.

•	 bonificaciones en la postulación al Fondo Nacional de Biodi-
versidad.
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•	 participación gratuita en los programas de formación y ca-
pacitación para guardaparques, según disponibilidad presu-
puestaria.

Por otro lado, aún quedan aspectos que deben abordarse para comple-
mentar los beneficios que conlleva el SBAP al sector privado. Estos son:

•	 Los incentivos para el financiamiento de APP son muy bajos aten-
diendo a las exigencias que deberán cumplir. Si bien el proyecto de 
ley instaura un Fondo Nacional de Biodiversidad, que incluye en-
tre sus principales ejes el apoyo a las APP, éste contará tan solo con 
$2.500 millones al año (Ministerio de Hacienda 2022), no considera 
modificaciones regulatorias o administrativas que incidan en la ges-
tión fiscal del Estado (lo cual es esperable, dado que no se trata de 
una ley tributaria) y que pudiesen ir en la línea de promover el valor 
de la biodiversidad a nivel fiscal o en el ecosistema de inversiones 
nacionales o internacionales.

•	 Incentivos sectoriales con impactos negativos sobre la biodiversidad. 
La ley estipula en el artículo 50, letra c, sobre “Prácticas sustentables”, 
que el Servicio podrá promover prácticas sustentables a través de la 
“proposición de criterios ambientales para ser incorporados en sub-
sidios y subvenciones sectoriales”, pero solo acota el tópico a una fa-
cultad del Servicio, no innova ni modifica en mayor medida varios de 
los incentivos sectoriales con impactos negativos hacia la biodiversi-
dad que el MMA, a través de su proyecto del Fondo Mundial para el 
Medio Ambiente (Global Environment Facility, GEF) Corredores Bio-
lógicos de Montaña (MMA ONU-Medio Ambiente 2021), ha identifi-
cado en las carteras sectoriales como MINAGRI, Ministerio de Ener-
gía (MINENERGÍA), Ministerio de Obras Públicas (MOP), entre otras. 
Esto está en línea con un diagnóstico a nivel global, que indica que 
los flujos financieros privados que afectan negativamente a la biodi-
versidad superan con creces a los que la protegen (Dasgupta 2021).

Financiamiento

La falta de financiamiento es un aspecto crítico para la conservación de 
la biodiversidad en Chile. Nuestro país se encuentra entre los 10 países 
con menos financiamiento para la conservación de la biodiversidad en el 
mundo (Waldron et al. 2013). Específicamente, la evaluación del desem-
peño ambiental de 2016 de la CEPAL/OCDE indicó que solo se invertía 
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anualmente US$ 1,3 por hectárea en las áreas protegidas del Estado en 
Chile (CEPAL/OCDE 2016), cantidad significativamente menor, en ese 
entonces, en comparación con otros países sudamericanos como Cos-
ta Rica (US$16), Argentina (US$10), Colombia y Brasil (US$4), y que por 
supuesto no refleja el nivel de ingreso que ostenta Chile, ni las amenazas 
que enfrentan nuestros ecosistemas y su biodiversidad.

A nivel mundial, se estima que el flujo de recursos que se destinan a la 
conservación de la biodiversidad alcanza los US$124-143 mil millones 
por año (Deutz et al. 2020). De estos, el 57% corresponde a gasto de go-
bierno, 20% a infraestructura natural (protección de ecosistemas que en-
tregan una serie de servicios ecosistémicos al ser humano), 6% a com-
pensaciones de biodiversidad, 5% a asistencia oficial para el desarrollo, 
5% a cadenas de suministro sustentables, 4% a productos financieros ver-
des, 2% a filantropía y ONG de conservación, y 1% a soluciones basadas 
en la naturaleza y mercados de carbono. En esta línea, el estudio men-
cionado muestra que existe un flujo de US$542 mil millones de subsidios 
a la industria agrícola, forestal y pesquera que dañan la biodiversidad 
—conocidos como subsidios perversos— alrededor de 4 veces los re-
cursos destinados a la conservación, lo que da una idea del impacto 
que tendría lograr redirigir parte de ese financiamiento a la conservación 
de la biodiversidad. Es esperable que, el trabajo que desarrolle el Comité 
de Capital Natural de Chile pueda aportar en el redireccionamiento de 
estas inversiones estatales hacia acciones que ayuden a la gestión de con-
servación y, a través de la recuperación de biodiversidad, redunden en 
beneficios como disponibilidad de suelo, agua, mitigación y adaptación 
al cambio climático, entre otras.
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Ejemplos en este sentido se encuentran en algunos ministerios o agen-
cias públicas que cuentan con cuantiosos subsidios a distintas activida-
des económicas, que tienen un foco en la productividad sin considerar 
las externalidades negativas para el medio ambiente. El “Estudio de Sub-
sidios y Otros Instrumentos Perjudiciales para el Medio Ambiente” del 
año 2018, elaborado por GreenLab y Dictuc, identificó 48 subsidios, de 
los cuales 35 tienen un impacto negativo para el medioambiente bajo 
una perspectiva de cambio climático, ya sea en agua, suelo, aire, clima, 
biodiversidad, etc. De estos 35 subsidios perjudiciales, ellos califican a 11 
como de alta prioridad, estos son:

•	 bonificación para plantaciones forestales (Decreto Ley N° 701, 
1974, y Ley N° 20.283, de 2008).

•	 Código de Minería (minería no metálica) (Ley N° 18.284, Mi-
nisterio de Minería, 1983).

•	 fomento a la pequeña y mediana minería (Decreto N° 76, 
ENAMI, 2011).

Figura 5: 
Distribución de los recursos destinados a la conservación de la biodiver-
sidad a nivel mundial en 2019 (miles de millones por año, dólar 2019)

Fuente: Deutz et al. 2020
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•	 fomento de la inversión privada en obras de riego y drenaje 
(Ley N° 18.450, Ministerio de Agricultura, 1985).

•	 impuesto específico combustibles (IEC) (Ley N° 18.502, Mi-
nisterio de Hacienda, 1986). 

•	 impuesto verde a grandes fuentes fijas (sobre 50 MWt) (Ley N° 
20.780 artículo 8, Ministerio de Hacienda, 2014).

•	 impuestos verdes a vehículos (óxidos de nitrógeno (NOx) y 
rendimiento) (Ley N° 20.780 Artículos 3 y 10, Ministerio de 
Hacienda, 2014).

•	 programa del agua potable rural (Ley N° 18.778).

•	 programa nacional de residuos sólidos (Resolución Exenta N° 
12.359).

•	 reintegro parcial de los peajes pagados en vías concesionadas 
por vehículos pesados (Ley N° 19.764, Ministerio de Transpor-
te y Telecomunicaciones, 2001).

•	 subsidios al pago de consumo de agua potable y servicio de al-
cantarillado de aguas servidas (y a la inversión en los sistemas 
rurales de agua potable (SRAP)) (Ley N° 18.778, Ministerio de 
Hacienda, 1989).

Solo el IEC le cuesta al país cerca de US$1.500 millones al año; recursos 
que en parte podrían destinarse a la conservación de la naturaleza, así 
como a otras necesidades sociales urgentes.

Según el Programa de Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) (2017), 
en Chile el presupuesto asignado por el gobierno central a la protección de la 
biodiversidad fue, en promedio para el periodo 2010-2014, de 0,12% del to-
tal. Esto equivale a 0,036% del Producto Interno Bruto (PIB) para el año 2014, 
lo que comparativamente es bajo respecto a Colombia y Costa Rica, donde 
es 0,1% y 0,5% respectivamente. El presupuesto para las AP de la CONAF en 
2023 es de $19 mil millones, de los cuales casi $11 mil millones son por in-
gresos propios. A ello se suma la dificultad para obtener información sobre 
la inversión del Estado por ecosistema, región o área protegida, dificultando 
la posibilidad de diseñar inversiones más efectivas en conservación.
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Figura 6: 
Ingresos totales e ingresos propios CONAF, Glosa 04 2012-2023

Fuente: Elaboración propia en base a leyes de presupuestos (2012-2023)

La falta de financiamiento para la conservación no solo afecta al sector 
público, pues aun considerando brechas importantes de información, 
según Fundación Senda Darwin (2013), de un total de 122 iniciativas pri-
vadas de conservación encuestadas, alrededor del 60% contaba con un 
presupuesto menor a $10 millones anuales y el 25% tenía recursos me-
nores a $1 millón anual. Según el estudio de Figueroa (2023), la brecha 
financiera para la operación óptima de los santuarios de la naturaleza y 
las APP oscila entre $16 mil millones y $21 mil millones anuales, mientras 
que la brecha en inversión fluctúa entre $24 mil millones y $41 mil millo-
nes, dependiendo de la metodología utilizada.

Respecto a la brecha de financiamiento para la conservación de la bio-
diversidad en Chile, estudios de la primera parte de la década pasada 
muestran brechas de financiamiento para las áreas protegidas públicas 
y privadas de $30.000 millones (Figueroa 2010) y de $34.000 millones en 
un escenario base (Ladrón de Guevara 2014). En particular, según Putney 
(2020), para el año 2020 existía un financiamiento para las áreas protegi-
das terrestres del Estado que alcanzaba los $18.349 millones y un costo 
estimado de operación que alcanzaba los $72.228 millones, por lo tanto, 
se estimaba una brecha de financiamiento de $53.879 millones, lo que 
significa que el presupuesto público cubre solo el 25,4% de lo requerido. 

Ingresos totalesIngresos propios
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Miranda et al. (2022) estimó el costo anual de protección de 18 parques 
nacionales en la Patagonia. Actualmente, el gasto total estimado para es-
tos parques es de $3.380 millones, equivalente a US$4 millones, concen-
trándose el 65% del gasto en tres parques nacionales (Torres del Paine, 
Pumalín y Patagonia). Bajo un escenario ideal proyectado a 15 años, el 
gasto promedio anual debiera bordear los $17.307 millones, equivalente 
a US$20 millones, siendo la brecha anual proyectada a 15 años de apro-
ximadamente US$15 millones. El estudio de Figueroa (2023)28 estima que 
las brechas operacionales totales para las áreas protegidas del SNASPE y 
la administración regional y nacional oscilan entre $44 y $57 mil millo-
nes, dependiendo del modelo de costo. Las brechas financieras de inver-
sión del SNASPE, que son por una sola vez, oscilan entre $67 mil y $87 mil 
millones. Las regiones que presentan las mayores brechas son la IX, X, 
XI y XII, precisamente aquellas con mayor superficie protegida. Resulta 
importante resaltar la falta de información que existe acerca del financia-
miento que se destina a la conservación. El estudio también estima para 
distintos escenarios el costo total de proteger el 30% del territorio nacio-
nal. Para un escenario donde el 50% de la nueva superficie es protegida 
a través de áreas grandes, el 30% medianas y el 20% pequeñas, el costo 
de operación en régimen sería de $187 mil millones anuales y el de in-
versión de $317 mil millones. El costo de protección de este 7% adicional 
depende directamente del tamaño de las nuevas áreas por las enormes 
economías de escala. El estudio de Figueroa (2023) también menciona la 
dificultad para obtener datos administrativos de la CONAF que permitan 
conocer la inversión del Estado por ecosistema, región o área protegida. 
Finalmente, el estudio de Tepual (2022) considera que para alcanzar las 
nuevas metas de biodiversidad en el marco de la Contribución Determi-
nada a Nivel Nacional (NDC, por sus siglas en inglés) (2020) y la Estrate-
gia Climática de Largo Plazo (ECLP) Chile 21 se necesitan aproximada-
mente US$2.391 millones para el período 2022-2030. El financiamiento 
por año es variable, pero el promedio simple anual estimado sería de 
aproximadamente US$266 millones, equivalente a 0,1% del PIB 2021 y 
0,363 del gasto público. Este gasto contempla tanto el ámbito terrestre 
como marino, pero el primero sin duda requiere significativamente más 
recursos que el segundo, concentrando el 92,5% del gasto.

Junto con la brecha de financiamiento, existe una baja diversificación de 
fuentes de financiamiento para las áreas protegidas de Chile, que consi-

28 Ver Anexo 2.	
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dere otros mecanismos innovadores (Ladrón de Guevara 2014). Si mira-
mos la evidencia comparada, advertimos nuevos instrumentos que co-
mienzan a surgir que permiten allegar más recursos a la conservación. 
Algunos de estos instrumentos son:

•	 Pago por servicios ecosistémicos: por ejemplo, por captura de car-
bono o soluciones basadas en la naturaleza para la infiltración de 
napas acuíferas.

•	 Mercados voluntarios internacionales de carbono.

•	 Bonos soberanos: Los bonos soberanos son instrumentos de deuda 
emitidos por el Estado destinados a financiar proyectos de inversión a 
largo plazo. Los Bonos Verdes son un instrumento que permite finan-
ciar o refinanciar proyectos medioambientales y los Bonos Azules per-
miten financiar o refinanciar proyectos que tienen por objetivo prote-
ger, conservar o restaurar el medio marino. Los Bonos Vinculados a la 
Sostenibilidad son un tipo de bono temático que está dirigido a pro-
yectos que contribuyan a la sostenibilidad, cumpliendo determinadas 
metas. Los Bonos Verdes han alcanzado una cifra acumulada a nivel 
global de US$1,2 mil millones (Climate Bonds Initiative 2021). 

•	 Impuestos verdes y sus potenciales compensaciones apropiadas —off-
sets— en biodiversidad. Los impuestos verdes buscan internalizar el 
costo social provocado por las emisiones de GEI y de contaminantes 
locales generados por algún agente contaminante. El objetivo princi-
pal de esta herramienta es recaudar dinero producto de la emisión o 
desincentivar las emisiones por medio del tributo. Actualmente, exis-
ten diversos mecanismos económicos para compensar los daños que 
provocan los GEI, entre ellos, los impuestos verdes. En el año 2019, el 
flujo estimado fue de US$800 a $1.400 millones, sin embargo, el im-
puesto verde podría tener un flujo potencial estimado de US$24 mil 
a $40 mil millones en el año 2030 (Deutz et al. 2020). Estos recursos 
adicionales no solo inhiben la producción de contaminación e in-
centivan la innovación en fuentes de energía menos contaminantes, 
sino que también permiten al Estado tener recursos suficientes para 
invertir en la conservación de su biodiversidad. 

•	 Seguros tradicionales y paramétricos: mecanismos que incluyen la 
posibilidad de reducir riesgos a través de la inversión en conserva-
ción de la biodiversidad. 
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•	 Compensación de impactos de proyectos de inversión sobre la bio-
diversidad.

•	 Incentivos o exigencias de financiamiento a las industrias que im-
pactan directamente en la degradación de la biodiversidad, como 
por ejemplo la minera, de energía, forestal, agrícola, pesquera, inmo-
biliaria, turismo, etc.

Bonos soberanos
Los bonos soberanos para la conservación son una innovadora he-
rramienta financiera, utilizada para abordar la pérdida de biodiver-
sidad y promover la conservación de los ecosistemas a nivel global. 
Estos bonos son emitidos por gobiernos nacionales y están vincu-
lados a metas específicas de conservación, como las establecidas 
en el Global Biodiversity Framework (GBF) de Kunming-Montreal.

Los bonos soberanos para la conservación permiten a los gobiernos 
recaudar fondos en los mercados internacionales de capital para fi-
nanciar proyectos y programas de conservación a gran escala. Estos 
bonos ofrecen a los inversionistas una oportunidad de invertir en la 
protección de la biodiversidad y obtener rendimientos financieros 
al mismo tiempo.

La emisión de bonos soberanos para la conservación puede pro-
porcionar a los países los recursos necesarios para implementar 
estrategias integrales de conservación, incluyendo la expansión de 
áreas protegidas, la restauración de ecosistemas degradados, la mi-
tigación del cambio climático y el fortalecimiento de la gobernanza 
para la protección de la biodiversidad.

La aplicación de los bonos soberanos para la conservación en el 
contexto del GBF puede ser altamente beneficiosa. Este framework 
establece metas ambiciosas para detener y revertir la pérdida de 
biodiversidad a nivel mundial y fomentar la conservación soste-
nible. Los bonos soberanos pueden proporcionar una vía efecti-
va para movilizar los recursos financieros necesarios y acelerar el 
cumplimiento de estas metas.

Al vincular los bonos soberanos con los objetivos de conservación 
GBF de Kunming-Montreal, los países pueden acceder a financia-
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Es importante mencionar que estos instrumentos actualmente se en-
cuentran con un bajo nivel de desarrollo en nuestro país. Para su avance, 
se requieren ciertos cambios regulatorios, como también la generación 
de una industria con operadores y desarrolladores que, por un lado, aglu-
tinen propiedades para la conservación y, por otro lado, intermedien los 
instrumentos financieros.

Otra fuente de ingresos para la conservación de la biodiversidad son las 
compensaciones en biodiversidad que deben realizar las industrias que 
tienen externalidades negativas para la biodiversidad. De acuerdo a lo 
establecido en el art. 100 del Reglamento del SEIA, las medidas de com-
pensación ambiental son aquellas que tienen por finalidad producir o 
generar un efecto positivo alternativo y equivalente a un efecto adverso 
identificado, que no sea posible mitigar o reparar, e incluirán, entre otras, 
la sustitución de los recursos naturales o elementos del medio ambiente 
afectados por otros de similares características, clase, naturaleza, calidad 
y función. Así, la primera alternativa que debe presentar el proyecto de-
terminado deberá ser la implementación de medidas de mitigación, y la 
segunda, la implementación de medidas de reparación. Si implementa-
das todas las medidas de mitigación y reparación no es posible mitigar o 
reparar los impactos generados por el proyecto, se debe implementar un 
Plan de Medidas de Compensación Ambiental. La compensación en el 
SEIA se establece en función de áreas sujetas a una especial protección 
o proyectos y actividades que generan o presentan alguno de los efec-
tos, características o circunstancias listadas en el artículo 11 de la Ley N° 
19.300, pero no se establecen exigencias generales a considerar al ela-
borar un Plan de Medidas de Compensación Ambiental, vacío del que 
intenta hacerse cargo la Guía de Compensación elaborada por el Servi-
cio de Evaluación Ambiental (SEA). Si bien estudios financiados por el 
Banco Mundial (PNUD 2017) calculan que en Chile se mueven alrededor 
de $6.000 millones al año en compensaciones de proyectos de inversión 
con impactos en la biodiversidad, la regulación de estas compensaciones 
sigue siendo acotada. En un inicio, el proyecto de ley que crea el SBAP 
contemplaba Bancos de Compensación, que permitían fomentar la ca-

miento adicional y comprometerse con inversionistas interesados 
en la conservación. Esto puede generar un mayor apoyo financiero 
y político para la implementación de estrategias de conservación a 
largo plazo y ayudar a cerrar la brecha de financiamiento existente.
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nalización de las compensaciones hacia proyectos más efectivos para 
la biodiversidad. Sin embargo, en su segundo trámite constitucional los 
Bancos de Compensación fueron eliminados del proyecto de ley, desa-
provechándose así una oportunidad para avanzar en esta materia.

Un avance registrado en septiembre de 2021, en materia de financia-
miento, fue la creación del Fondo Naturaleza Chile (FNC)29, replicando 
un exitoso modelo de financiamiento e inversión utilizado por más de 30 
años a nivel mundial, para la conservación de la biodiversidad. Los fon-
dos ambientales que existen en 19 países de Latinoamérica y el Caribe, 
para un total de 26 Fondos, agrupados en la Red de Fondos Ambientales 
de Latinoamérica y el Caribe (RedLAC), han logrado canalizar estratégica 
y eficientemente más de US$1.400 millones hacia actividades y proyectos 
de conservación en los últimos 30 años. Chile, a través del FNC, es miem-
bro pleno de esta red y desde ahí articula esfuerzos integrados para la 
conservación. El FNC es el único fondo ambiental de Chile y existe con el 
objetivo de movilizar recursos públicos y privados para la conservación 
de la naturaleza a gran escala, con una mirada de largo plazo que apoye 
el cumplimiento de los compromisos y metas del país en la materia, in-
corporando a los territorios y comunidades en su gestión. El FNC es un 
fondo mixto y fue creado con apoyo del MMA, SERNAPESCA y CONAF, 
además de ONGs de conservación. Su gobernanza incluye un Directorio 
y un Consejo. Actualmente, cuenta con un Programa de Conservación 
Marina, el que espera activar la implementación efectiva de las áreas ma-
rinas protegidas de Chile, el cual presenta una brecha de financiamiento 
que supera el 98%30.

Otro avance vinculado directamente con el anterior es la nueva Ley de 
donaciones N° 21.440, promulgada en abril de 2022, que amplía significa-
tivamente los fines de interés público incluidos en el sistema de donacio-
nes —dentro de ellos el ambiental—, subsanando una de las principales 
debilidades del sistema de donaciones, el cual no incluía la posibilidad 
de donar para actividades de conservación. A través de este mecanismo 
hoy día es posible que empresas o personas naturales donen a iniciativas 
sin fines de lucro, contando con beneficios tributarios, como la reduc-
ción de la base imponible o la exención del impuesto a las donaciones. 

29 https://www.fondonaturaleza.org/ 
30 https://chile.wcs.org/Portals/134/adjuntos/InformeWaltondig.pdf?ver=2018-11-22
-195516-003
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Sin embargo, el tope máximo de donación con beneficios tributarios es 
relativamente bajo en comparación con los recursos que se requieren 
para la conservación efectiva y no se modificó la normativa que regula en 
distintos aspectos (civiles y tributarios) la herencia, siendo esta excesiva-
mente restrictiva. El monto máximo que los donantes que pagan impues-
tos de primera categoría o están acogidos al régimen de transparencia 
pueden deducir anualmente de la base imponible es 20.000 unidades tri-
butarias mensuales (UTM), equivalente a $1.260 millones (pesos 2023). 
El monto máximo que los contribuyentes del impuesto único, global 
complementario y adicional pueden deducir anualmente de la base im-
ponible es 10.000 (UTM), equivalente a $630 millones anuales. Los datos 
disponibles del uso efectivo de las legislaciones que constituyen el siste-
ma (genéricas, sectoriales y temporales) muestran que el actual sistema 
enfrenta limitaciones en la participación efectiva de los actores, con un 
estancamiento de los montos donados, de la cantidad de donantes y del 
número de organizaciones de la sociedad civil que logran donaciones 
(Aninat 2022). 

Experiencia internacional en materia de donaciones
En los países de alto desarrollo filantrópico los límites a las dona-
ciones son sustancialmente mayores que en los países de la región 
latinoamericana. En algunos países no existe límite a lo que se pue-
da donar; solo se establece un límite a las donaciones que están 
afectas a un incentivo tributario. En el Reino Unido y Singapur no 
existe un límite a las donaciones, tanto de personas naturales como 
de empresas, mientras que en Australia no existen tampoco límites 
a las donaciones de personas naturales. En Canadá la ley establece 
un límite anual del 75% de la renta líquida imponible para empre-
sas e individuos. Estados Unidos es un caso interesante, pues los 
límites varían en relación con el tipo de fundación a la cual se dona. 
Las donaciones con beneficios tributarios para personas naturales 
tienen un límite, por lo general, de hasta 60% del ingreso bruto ajus-
tado (adjusted gross income) para contribuciones a organizaciones 
caritativas públicas y algunas fundaciones privadas, que reciben 
aportes de diferentes y variados donantes. Donaciones a ciertas 
fundaciones privadas, como organizaciones de veteranos, de ce-
menterios, etc., tienen un límite de 30% del ingreso bruto ajustado. 
Las donaciones con beneficios tributarios de las corporaciones tie-
nen un límite de 10% de su ingreso previo al impuesto al año, pero, 
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Otra fuente de ingreso potencial para la conservación es el turismo a tra-
vés de las tarifas que cobran las áreas protegidas. Chile es privilegiado 
por su naturaleza y paisajes, los que tienen un enorme potencial para la 
industria del turismo. Sin embargo, para que esta industria pueda desa-
rrollarse se requiere un plan estratégico del Estado que articule las inver-
siones en infraestructura crítica con inversiones del sector privado. Por 
otra parte, el turismo también se puede convertir en una amenaza para 
la conservación de la naturaleza, si no se realiza de forma responsable 
con el entorno. Un turismo sostenible requiere, por un lado, fortalecer la 
institucionalidad a cargo de planificar y resguardar las áreas protegidas y, 
por otro, levantar el estándar de la industria, la que debe considerar ele-
mentos críticos de conservación de biodiversidad en el diseño y ejecu-
ción de sus actividades. Otras figuras adicionales que permiten aumentar 
los ingresos para la conservación son las licencias, permisos y patentes.

Ordenamiento territorial y turismo

Finalmente, hay dos factores que juegan un papel clave en la conserva-
ción de la naturaleza: el ordenamiento territorial y el turismo. Una de las 
amenazas que sufren los ecosistemas tiene relación con la parcelación y 
el cambio del uso del suelo. En los últimos años, Chile ha experimenta-
do un aumento exponencial de parcelaciones rurales con fines inmobi-
liarios. El Decreto Ley N° 3.516 de 1980 permite la división de terrenos 

al igual que las personas naturales, pueden donar de forma adelan-
tada hasta por 5 años. Entre los países de alto desarrollo filantrópi-
co, Alemania tiene el límite con beneficio tributario más bajo, a sa-
ber, 20% de la renta líquida imponible para individuos y empresas.

En Estados Unidos en 2018 las donaciones de caridad de individuos 
se estima que alcanzó los US$299 mil millones con una pérdida de 
ingresos fiscales de US$44 mil millones. (Urban Institute & Brook-
ings Institution).

Ver https://www.taxpolicycenter.org/briefing-book/how-large-are-individual-inco-
me-tax-incentives-charitable-giving#:~:text=Contributions%20for%20individuals%20

are%20generally,contributions%20of%20capital%20gain%20property. 
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rurales en lotes de al menos 5.000 m2, en la medida que no se altere su 
destinación agrícola, ganadera o forestal, salvo que se obtenga una auto-
rización para el cambio de destino de los lotes. Sin embargo, los desarro-
lladores inmobiliarios han utilizado este Decreto Ley para crear parcelas 
de agrado con fines habitacionales en sectores rurales. 

Ello se debe, por una parte, a que los actuales instrumentos de planifica-
ción territorial (IPT) no se han implementado (por ejemplo: los Planes 
Regionales de Ordenamiento Territorial (PROT)) o no están coordinados 
entre sí (Planes Reguladores Intercomunales (PRI) y Planes Regulado-
res Comunales (PRC)), generando superposiciones y vacíos. Los PROT 
permiten organizar el territorio de forma estratégica, identificando los 
lugares con alto valor de conservación, así como aquellas áreas claves 
para el desarrollo regional (ver Allard, Correa y Sánchez 2022). La Ley N° 
19.175 entrega atribuciones a los Gobiernos Regionales para desarrollar 
los PROT, sin embargo, la gran mayoría de las regiones no cuenta con di-
chos planes. Por otra parte, los PRC pueden ampliar sus límites urbanos, 
incorporando terrenos rurales al área urbana. Pero, en la práctica, ello es 
imposible, dado que los PRI han regulado el área rural y con ello limitan 
los PRC. Así, la facultad privativa de planificar y regular todo el territorio 
comunal que establece la letra b) del artículo 3° de la Ley 18.695, Orgáni-
ca Constitucional de Municipalidades, queda en letra muerta. En la ac-
tualidad, existen 16 PRI y tienden a coincidir con las regiones de mayor 
desarrollo inmobiliario. La tendencia de todos esos PRI es regular el área 
rural, imposibilitando con ello las posibilidades de ampliación de los lí-
mites urbanos por parte de los PRC; regulación que realiza el MINVU a 
nivel central sin coordinación con los gobiernos regionales y locales. En 
el caso de la Región Metropolitana, el Plan Regulador Metropolitano de 
Santiago (PRMS) regula toda el área urbana de la región, incluyendo la 
cordillera. Otro problema que presentan estos instrumentos de planifica-
ción es el tiempo que toma su actualización. En promedio, la aprobación 
de los planes reguladores toma cerca de 8 años, quedando inmediata-
mente obsoletos.

Por otra parte, la regulación vigente es dicotómica, solo reconoce dos ca-
tegorías: urbano y rural, impidiendo planificar zonas de transición entre 
las zonas urbanas y rurales. La ausencia de instrumentos para el desa-
rrollo de las áreas rurales, que es donde generalmente se encuentran las 
áreas a conservar, hace que ella se conciba como un terreno que “en teo-
ría” no se debe desarrollar. La ausencia de fiscalización y observancia de 
tales reglas ha permitido, sin embargo, el incremento de habitaciones en 
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zonas rurales, lo que tendría impacto en la pérdida de biodiversidad y de 
suelo productivo, debido, entre otras cosas, a una inadecuada gestión de 
residuos, incremento de caminos, arribo de especies exóticas, con im-
pacto negativo sobre cuencas hídricas. 

Así, en la actualidad no contamos con una normativa urbanística que 
permita el diseño integral de los territorios, articulando no solo proyec-
tos turísticos, sino también de equipamiento de servicios, de instalación 
de industrias, así como tampoco que posibilite crear nuevos villorrios 
rurales. Ello ha llevado a que en la práctica el área rural, que contempla 
aproximadamente el 83% del territorio terrestre, se desarrolle de forma 
informal, con toma de terrenos, venta irregular de derechos, uso inefi-
ciente de la tierra (terrenos más grandes de lo necesario), impactos am-
bientales negativos. 

El turismo, por otra parte, podría aportar a la sostenibilidad de largo pla-
zo de la tarea de conservación, pues permitiría un desarrollo económico 
descentralizado, que en sectores rurales y apartados puede llegar a ser 
una fuente importante de ingresos y desarrollo local, favoreciendo parti-
cularmente a las comunidades locales. La llegada del turismo permitiría 
a las comunidades rurales incrementar sus ingresos y desarrollarse junto 
con las áreas protegidas de interés turístico. En un escenario ideal, las co-
munidades podrían motivarse a participar de la protección de las áreas 
protegidas y zonas aledañas, trabajando en su conservación, reconocien-
do su valor como un medio de subsistencia y desarrollo para la propia 
comunidad. Sin embargo, una de las grandes limitantes que enfrenta el 
país en territorios rurales es la ausencia de una legislación que permita 
el desarrollo turístico y habitacional. No contamos con una normativa 
urbanística que permita el desarrollo de proyectos turísticos, de equipa-
miento de servicios en el área rural. Ello tiene como consecuencia que los 
servicios turísticos se desarrollen en una categoría “artesanal” con muy 
bajos niveles de inversión y sofisticación, lo que afecta negativamente al 
turismo formal y de calidad.

Las visitas a áreas naturales pueden fomentar el conocimiento y la valo-
ración de la naturaleza y paisajes, ayudando a generar conciencia sobre 
la importancia de su cuidado. Una industria de turismo bien diseñada e 
implementada, como cualquier otra industria, que considere el cuidado 
de la biodiversidad sobre la cual se sostiene y de la que depende directa-
mente, puede apoyar la tarea de conservación. Sin embargo, la institucio-
nalidad a cargo de fomentar el turismo en Chile tiene falencias, especial-
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mente en la implementación a nivel local; el país carece de herramientas 
efectivas con miras a fomentar los destinos turísticos naturales y no existe 
una buena coordinación con el MMA, responsable de generar una estra-
tegia en materia de fomento a la conservación. 

Un desarrollo sustentable del turismo con foco en la conservación de la 
naturaleza exige interacciones y coordinación de múltiples actores. La 
actual institucionalidad, en exceso centralizada, dificulta esta interac-
ción y carece de coordinación. De ahí la necesidad de fortalecer a los go-
biernos regionales y locales, entregando mayores atribuciones y recursos 
en materia de desarrollo y gestión territorial.

El objetivo que persigue este documento es entregar propuestas que 
apunten hacia la conservación efectiva de la biodiversidad en los terri-
torios, con foco en áreas protegidas y su implementación efectiva. Dada 
la complejidad propia de la biodiversidad y su conservación, es preciso 
abordar diferentes dimensiones, incluyendo aspectos de conectividad, 
representatividad, regulatorios, sustentabilidad financiera, administra-
ción efectiva y eficiente, modelos de gobernanza realistas y efectivos, 
diseño, implementación y monitoreo efectivo de planes de manejo de-
sarrollados con estándares de conservación, articulación real con las co-
munidades y los territorios. Estas dimensiones aplican a cada área prote-
gida por separado, a la vez que ellas en su conjunto deben articularse en 
forma de un SNAP, que permita proteger superficies adecuadas y repre-
sentativas de los ecosistemas nacionales, gestionarse y monitorearse de 
manera integrada, eficiente, efectiva, transparente, para que finalmente 
pueda ser funcional al objetivo de aportar a la conservación de la biodi-
versidad del país.

Se proponen metas de conservación de la biodiversidad en base a los 
compromisos31 que el Estado de Chile ha suscrito. Entendiendo que la 
biodiversidad de Chile es un patrimonio esencial para el bienestar de la 
sociedad actual y futura, que es común y que, dada su naturaleza sisté-
mica, integrada y compleja, requiere no solo un Estado comprometido 
con su consecución, sino también un rol activo de la sociedad civil y otros 
actores, que permitan desarrollar sistemas integrados público-privados, 
tendientes a fomentar su participación, levantar estándares, focalizar e 
integrar esfuerzos de manera complementaria y sinérgica.

31 Ver NDC (2020), ECLP (2021), GBF en COP 15 (2022).
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III.1 Metas

A continuación, se enumeran las 5 metas que estableció la Comisión 
como prioritarias y su desagregación en los casos que correspondan.

1.	 Metas asociadas a la protección de ecosistemas a través de la crea-
ción de áreas protegidas

•	 Al año 2030, proteger el 30% de la tierra y los océanos, de manera re-
presentativa por ecosistema, considerando asimismo las zonas iden-
tificadas como refugios climáticos para la biodiversidad, a través de 
áreas protegidas y de otras medidas eficaces de conservación Basa-
das en Áreas (OMEC). Esto significa aumentar en los próximos 8 años 
en más de 6 millones de hectáreas el territorio a conservar.

•	 Priorizar ecosistemas subrepresentados y que se encuentren 
altamente amenazados y con alto riesgo climático.

•	 Priorizar ecosistemas de mayor valor ecológico, acción climá-
tica y relevancia para el bienestar humano,

2.	 Meta asociada a la conservación de especies

•	 Al año 2030 se habrá mejorado el estado de conservación de especies 
en peligro de extinción, priorizadas por su relevancia ecológica y su 
grado de amenaza.

3.	 Meta asociada a la gestión de áreas protegidas

•	 Al año 2030, el 100% de las áreas protegidas públicas del SNAP del Es-
tado tendrán su plan de manejo con un cronograma de mediano plazo 

iii. metas, principios, objetivos y propuestas
——
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para su implementación efectiva, con financiamiento acorde e inclu-
yendo como parte de ello medidas de adaptación al cambio climático.

•	 En la implementación de la meta se priorizarán las áreas pro-
tegidas según su valor ecológico, las amenazas que enfrenta y 
la relevancia para el bienestar humano.

4.	 Meta asociada a la restauración

•	 Desarrollar un Programa de Restauración de territorios aledaños de 
AP, en el marco del Plan Nacional de Restauración a Escala de Pai-
sajes, que aporte a la meta de incorporar a procesos de restauración 
2.000.000 de hectáreas de paisajes al año 2030, priorizando en aque-
llos con mayor vulnerabilidad social, económica y ambiental.

5.	 Meta asociada al financiamiento

•	 Al año 2030, reducir en al menos el 30% de la brecha de financiamien-
to para la gestión de conservación de la biodiversidad identificada en 
la Estrategia Nacional para la Movilización de Financiamiento que el 
Estado de Chile ha comprometido oficializar en 2024.

III.2 Principios

Para lograr cumplir con estas metas se requiere diseñar un modelo de 
acción que facilite su cumplimiento de forma coherente, que tenga efec-
tividad real en ecosistemas y territorios. El modelo de acción definido por 
la Comisión contempla cinco principios transversales. Estos son:

1.	 Los programas y las acciones que realice, financie y fomente el 
Estado deben estar basados en conocimiento.

2.	 Los esfuerzos en materia de conservación y restauración de 
la biodiversidad deben responder a una Estrategia Nacional, 
que priorice en función del valor biológico, beneficios socia-
les, nivel de amenaza y representatividad.

3.	 Favorecer instrumentos de fomento sustentables, eficientes, 
focalizados, verificables y adaptados a las realidades locales.
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4.	 La gestión y la toma de decisiones debe ser descentralizada 
y, cuando corresponda, debe considerar la opinión de los di-
versos actores relevantes, especialmente la de las comunida-
des locales.

5.	 Debe existir una coherencia institucional y de programas de 
las agencias del Estado, tanto en diseño como en la imple-
mentación de acciones de conservación, que incentive una 
articulación virtuosa de los distintos ministerios y entidades, 
facilitando el trabajo colaborativo interministerial y con el 
sector privado.

III.3 Objetivos Estratégicos

La conservación de la naturaleza no ha contado con el énfasis que se re-
quiere para enfrentar las amenazas de la biodiversidad de Chile. El de-
safío en materia de biodiversidad es un gran pendiente en nuestro país 
y para responder de forma eficaz y eficiente se requiere de una institu-
cionalidad robusta y con una mirada comprehensiva de la biodiversidad 
en toda su complejidad. Esta institucionalidad debería permitir un gran 
abanico de políticas e instrumentos, tanto de regulaciones como de fo-
mento, que permitan al Estado y a los privados trabajar de forma com-
plementaria para que el país cuente con una naturaleza saludable, que 
entregue bienestar a las personas y que pueda continuar con sus proce-
sos evolutivos naturales.

Las propuestas de política pública elaboradas por la Comisión se enmar-
can bajo los siguientes 8 Objetivos Estratégicos, los que a su vez pueden 
contribuir a más de una meta:

1.	 Aumentar el porcentaje de superficie terrestre protegida a 
30% en el año 2030 con adecuada representatividad y conec-
tividad ecosistémica, que ayude a la adaptación y resiliencia 
frente a escenarios de cambio climático, y que responda a los 
acuerdos de uso del territorio derivados de procesos regiona-
les de ordenación territorial.

2.	 Implementar un sistema integrado de áreas protegidas públi-
cas y privadas con principios y criterios estratégicos comunes 
a nivel nacional.

209



74  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030

| iii. m
e

ta
s, p

r
in

c
ip

io
s, o

b
je

t
iv

o
s y p

r
o

p
u

e
s

ta
s | 

3.	 Aumentar significativamente el financiamiento destinado a 
la conservación y diseñar y poner en práctica mecanismos de 
financiamiento efectivos y sostenibles, conformando un siste-
ma de financiamiento que permita asegurar la efectiva imple-
mentación del sistema integrado de áreas protegidas públicas 
y privadas.

4.	 Diseñar e implementar un sistema de información de biodi-
versidad integrado, que dé cuenta de la complejidad de este 
patrimonio, que sea útil para la toma de decisiones estratégi-
cas de desarrollo y financiamiento tanto a escala local como 
nacional, y que conecte de manera eficiente y efectiva con 
medición de capital natural, a la vez que guíe y mejore el co-
nocimiento del patrimonio natural de Chile.

5.	 Incluir la dimensión de conservación de la biodiversidad en 
los programas públicos de fomento y reducir los subsidios 
perversos, siguiendo los lineamientos globales.

6.	 Crear una institucionalidad para organizaciones privadas y de la 
sociedad civil que vele por la fe pública y permita sentar las bases 
para su adecuado funcionamiento en torno a la conservación.

7.	 Aumentar y mejorar la capacidad institucional del Estado para 
la gestión de la conservación del patrimonio natural de Chile.

8.	 Reconocer el rol fundamental de las comunidades en la ges-
tión efectiva de la conservación, diseñando mecanismos de 
gobernanza inclusivos y colaborativos y fomentar el turismo 
sustentable.
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III.4 Propuestas

La Comisión priorizó 30 propuestas de política pública para alcanzar el 
cumplimiento de los 8 Objetivos Estratégicos. En la medida de lo posible, 
la enumeración de las propuestas responde a su prelación. En relación 
con las propuestas, un número considerable de estas contribuye al logro 
de más de un Objetivo Estratégico, lo que dificulta su ordenamiento. El 
criterio que primó para su ordenación fue el grado de impacto en el cum-
plimiento del Objetivo Estratégico. Con todo, es importante mencionar 
que en algunos casos la ordenación podría ser perfectamente otra, pero 
consideramos que ello no altera el producto final.

Figura 7: 
Modelo de los Objetivos Estratégicos

Fuente: Elaboración propia

OE 2: Perfeccionar el sistema de información de biodiversidad y capital 
natural para la toma de decisiones estratégicas locales y nacionales.

Información

Sociedad civil, 
organizacio-
nes privadas, 
comunidades 

locales

Financiamiento

OB 1: Aumentar al  
30% superficie

AP con representativi-
dad y conectividad

Regulación,  
fiscalización y 
gestión estatal

OE 3: Implemen-
tar un sistema 
integrado de 
áreas protegidas 
públicas y privadas 
con principios y 
criterios estratégi-
cos comunes a 
nivel nacional.
OE 4: Aumentar y 
mejorar la capaci-
dad institucional 
del Estado.
OE 5: Sustentab-
ilidad en los pro-
gramas públicos 
de fomento.

OE 5: Reducir o rediseñar los subsidios perjudiciales.
OE 8: Implementar un sistema de financiamiento para 
asegurar la adecuada conservación de áreas públicas  

y privadas en el tiempo.

OE 6: Instituciona-
lidad para organi-
zaciones privadas y 
de la sociedad civil.
OE 7: Inserción 
de las áreas bajo 
protección con las  
comunidades 
aledañas.
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Objetivo Estratégico 1: Aumentar el porcentaje de superficie terrestre 
protegida a 30% en el año 2030 con adecuada representatividad y conec-
tividad ecosistémica, que ayude a la adaptación y resiliencia frente a es-
cenarios de cambio climático, y que responda a los acuerdos de uso del 
territorio derivados de procesos regionales de ordenación territorial.

1.	 Identificar y crear nuevas áreas protegidas en ecosistemas subre-
presentados

•	 Identificar áreas potenciales de conservación, considerando valor 
ecológico, conectividad, relevancia para el bienestar humano, riesgo 
al cambio climático y debe estar basada en información pertinente y 
relevante, y siguiendo los lineamientos y guías propias de la práctica 
de la conservación. 

•	 Diseñar una estrategia informada, inclusiva, colaborativa, realista, 
que identifique los cuellos de botella que impiden o frenan su desa-
rrollo, que marque la hoja de ruta para la creación de nuevas áreas 
protegidas, considerando todas las figuras posibles que sirvan de so-
porte a la conservación, incluyendo por ejemplo las OMEC. El lide-
razgo de este proceso podría recaer en el FNC, entidad público-pri-
vada, que tiene por objeto articular iniciativas de conservación y 
movilizar financiamiento.

•	 Crear una mesa de trabajo que apoye la creación de nuevas áreas 
protegidas, con la participación de las ONG más relevantes en mate-
ria de conservación y del sector privado. 

2.	 Reconocer formalmente las OMEC como mecanismo complemen-
tario de conservación de la biodiversidad

Para cumplir con las metas de protección terrestre comprometidas por 
Chile en 2030 resulta fundamental crear otras medidas efectivas de con-
servación más allá de las categorías que contempla el SBAP. La OMEC es 
un “área geográficamente definida que no sea un área protegida, que está 
gobernada y gestionada de manera que se logren resultados positivos y 
sostenidos a largo plazo para la conservación in situ de la biodiversidad, 
las funciones y los servicios ecosistémicos asociados; y cuando proce-
da, los valores culturales, espirituales, y socioeconómicos y otros valores 
localmente relevantes” (CBD 2018). Estas áreas pueden ser gestionadas 
por entes públicos como privados o comunidades. Los criterios de iden-
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tificación y reporte dependen de los lineamientos elaborados por la Guía 
Metodológica para el Reconocimiento y Reporte de las OMEC, esto per-
mite a las autoridades reconocerlas y reportarlas al Centro Mundial para 
el Monitoreo de la Conservación y que se incluyan en la base de datos 
mundial de OMEC. A diferencia de las áreas protegidas, que tienen un 
objetivo primario de conservación, los objetivos de conservación de las 
OMEC pueden ser primarios, secundarios o subsidiarios.

•	 Para avanzar en esta dimensión, se requiere que el MMA avance en 
una definición que contemple la realidad nacional, identificar las po-
tenciales áreas que satisfacen la definición establecida, reconocerlas 
como tal y reportarlas periódicamente.

•	 Con el objetivo de generar sostenibilidad y transparencia, en el mar-
co del SIMBIO, administrado por el MMA, se propone la generación y 
monitoreo de información para las OMEC, generando insumos para 
los tomadores de decisión en donde la conservación de estas figuras 
sea medible y comparable. 

•	 Identificar si figuras o categorías existentes en nuestra instituciona-
lidad actual (como las Áreas de Soporte a la Conservación, Reservas 
Naturales Municipales (RENAMU), Paisajes de Conservación, Hume-
dales Urbanos u otros), Sitios Ramsar, pueden considerarse bajo los 
cuatro criterios de clasificación para consideración de una OMEC. 
Además, se propone evaluar otras figuras que permitan potenciar la 
conservación bajo la categoría de OMEC, como Corredores Biológicos.

•	 Para comenzar a escalar un plan nacional de incorporación de OMEC 
a través de sistemas de incentivos (monetarios como no monetarios), 
la Comisión recomienda comenzar con experiencias piloto locales. 
Estas tendrían la finalidad de conocer las tasas de adherencia que 
tienen distintos tipos de incentivos, por zonas geográficas y tipos de 
propietarios. Para formular estos pilotos se recomienda generar gru-
pos regionales de trabajo público-privados. Este proceso de estudio 
es necesario para poder lograr resultados de conservación de largo 
plazo basados en contratos y procesos de seguimiento y verificación 
sencillos. No evaluar inicialmente estas experiencias puede resultar 
costoso e inefectivo en el largo plazo.
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Nuestro país se ha comprometido a restaurar 1 millón de hectáreas de 
paisaje, 200 mil hectáreas de bosques nativos y a forestar 200 mil hectá-
reas, de las cuales 100 mil corresponden a cubierta forestal permanente, 
con al menos 70 mil hectáreas con especies nativas. Es importante que 
la restauración se realice en áreas que son claves, priorizando los ecosis-
temas que prestan servicios ecosistémicos esenciales. En este sentido, la 
Comisión ha priorizado las siguientes acciones y ecosistemas:

•	 Proteger las turberas. Reducir la degradación de las turberas asociadas 
a la cosecha de Sphagnum y al forraje del ganado, ya que estos impac-
tos reducen la capacidad de sumidero de carbono de estos ecosiste-
mas. Para ello es necesario realizar un inventario específico sobre las 
turberas para evaluar adecuadamente la magnitud del problema.

OMEC Colombia
El caso de Colombia resulta especialmente interesante para Chile. 
En 2019, el Gobierno de Colombia adaptó las metodologías para 
aplicar los criterios OMEC a la realidad del país. Esto tuvo como 
resultado la evaluación de 28 casos potenciales de OMEC, en don-
de solo 8 se escogieron para potenciar y brindar reconocimiento. 
Entre ellos, se encuentran diversas áreas de conservación, como, 
por ejemplo, las reservas naturales y parques municipales que, a su 
vez, se sustentan bajo diferentes tipos de gobernanza, ya sea muni-
cipal, privada, comunidad local, etc. Colombia considera dentro de 
las OMEC sitios sagrados, áreas militares, áreas para la protección 
de servicios ecosistémicos. 

Un ejemplo de OMEC en Colombia es la Reserva Natural Awá Ma-
güí Ricaurte (Nariño). El municipio de Ricaurte alberga el Resguar-
do Indígena Awá Magüí, con cerca de 7.000 hectáreas adjudicadas 
por el Estado como propiedad colectiva. Esta comunidad conformó 
la Reserva Natural Awá Magüí que abarca 1.568 hectáreas de bos-
ques para proteger el agua y la vida.

Ver https://www.minambiente.gov.co/wp-content/uploads/2022/07/Carti-
lla-OMEC-guia-identificacion-fortalecimiento-reporte-colombia.pdf
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•	 Evitar la degradación y restaurar humedales costeros por su valioso 
servicio ecosistémico (secuestro de carbono azul, provisión y remedia-
ción de la calidad del agua, retención y eliminación de nutrientes, con-
trol de inundaciones, hábitat fundamental para aves migratorias, etc.).

•	 Restaurar las zonas ribereñas asociadas a los ríos, pues proporcionan 
funciones ecosistémicas fundamentales, además de la captura y el al-
macenamiento de carbono, como la regulación del flujo del agua, la 
retención de sedimentos, la mejora de la calidad del agua, la elimina-
ción de contaminantes procedentes de la agricultura y la ganadería, y 
grandes beneficios colaterales para la biodiversidad.

•	 Para el caso de la reforestación, se sugiere duplicar en los próximos 
diez años la superficie a reforestar con bosque nativo bajo la actual 
NDC, hasta llegar a una meta de 500.000 hectáreas, donde al menos 
el 30% se logre en zonas asociadas a cursos de agua y aumentando el 
cinturón de vegetación a un mínimo de 30 metros (Becerra-Rodas et 
al. 2018). 

Para lograr estos objetivos, también se deben considerar metas interme-
dias o habilitantes, como la necesidad de contar con un análisis sobre 
dónde restaurar, por lo que la cantidad de hectáreas priorizadas y zoni-
ficadas para fomentar la restauración podría ser un indicador importan-
te, lo mismo que la cantidad de recursos entregados por el Ministerio de 
Agricultura a través de fondos concursables para la producción de espe-
cies nativas necesarias para restaurar.

4.	 Ordenamiento territorial para fomentar la conservación

Realizar en los próximos tres años los PROT de todas las regiones del 
país, incluyendo la dimensión para la conservación de la biodiversidad 
a nivel territorial. En estos procesos deben incorporarse las estrategias 
nacionales y regionales de biodiversidad, incluyendo las áreas protegi-
das públicas y privadas, como también las áreas complementarias a las 
AP para ser incluidas dentro de alguna estrategia de conservación, como 
por ejemplo las OMEC. Además, deben definir lineamientos de desarro-
llo del área rural a escala regional. Los PROT debieran tener normas su-
plentes para desarrollar regulaciones territoriales, pero desde la región y 
comuna, no a nivel central.
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•	 PRC y PRI con plazos fijos de elaboración y aprobación32.

•	 Definir plazos y actos administrativos que comprometan a la 
autoridad con el avance de los IPT. El Consejo Nacional de 
Desarrollo Urbano (2019) recomienda un plazo máximo de 
2,5 años y procedimientos abreviados de aprobación para 
cambios menores.

•	 Definir procesos diferenciados para elaborar y modificar un 
IPT según la complejidad y alcance de los cambios que plantea.

•	 Generar una herramienta legal que permita la generación de villo-
rrios rurales asociados a actividades locales como el turismo y la 
conservación.

•	 Con la finalidad de utilizar las zonas rurales para la agricultura, la ga-
nadería, la industria forestal, el turismo, la conservación y la vida en 
la ruralidad, se plantea modificar la actual legislación para permitir la 
ruralidad sustentable, conciliando los principios de ecología del pai-
saje y las actividades silvoagropecuaria y turística en las subdivisio-
nes. Las áreas y configuraciones de las subdivisiones deben respon-
der a un riguroso proceso de análisis del valor ambiental, agrícola, 
ganadero, forestal, turístico y cultural del predio, limitando las áreas 
desarrollables a los paños de menor valor en estas dimensiones, con 
excepción del turístico. Esto exige: 

•	 Generar instrumentos nuevos y flexibles que permitan una 
mejor planificación de las áreas de transición urbano-rural. Se 
recomienda encargar al Consejo Nacional de Desarrollo Ur-
bano una propuesta que aborde de manera integral, basado 
en evidencia y experiencia internacional, la planificación del 
Transecto Urbano-Rural y las Subdivisiones de Conservación.

•	 Modernizar la normativa para permitir el concepto “subdivi-
dir para conservar”. Esto implica poder subdividir en tamaños 
pequeños, concentrando la ocupación del suelo en terrenos 
menores y liberando el resto (50% a 80%) para la conservación 
ecológica. Esto requiere revisar el artículo 55 del Decreto Ley 

32 Ver propuestas del Consejo Nacional de Desarrollo Urbano (2019).
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N° 3.516, la Ley de Copropiedad Inmobiliaria y el Reglamento 
y la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones. 

•	 Operar el Decreto Ley N° 3.516 de 1980, sobre división de pre-
dios rústicos, con autorización previa de la Secretaría Regional 
Ministerial (Seremi) del Ministerio de Vivienda y Urbanismo 
(MINVU) o Dirección de Obras Municipales antes de entrar 
al SAG33, entre otras cosas. Para ello, se propone desarrollar 
un Plan Estratégico, con los mismos principios de inclusión, 
conocimiento, participación, realismo, que marque una hoja 
de ruta para este proceso, el cual podría estar liderado por el 
Consejo de Desarrollo Urbano.

•	 Impulsar las iniciativas de planificación desde las propias comunida-
des, con plazos establecidos para que la autoridad se pronuncie, lleve 
adelante las propuestas o bien genere propuestas alternativas. Si bien 
la Ley General de Urbanismo y Construcciones (LGUC) admite este 
mecanismo, no se ha reglamentado en la Ordenanza General de Ur-
banismo y Construcciones (OGUC). 

33 Esta propuesta se basa en las recomendaciones de Allard, Correa y Sánchez (2022). 

Diseño de Conservación y Desarrollos Condicionados
Un ejemplo interesante que puede servir de modelo son los Desa-
rrollos Urbanos Condicionados. Estos son mecanismos de plani-
ficación para las áreas de expansión urbana que se aplican en la 
Región Metropolitana desde 1997, con la definición de Zonas de 
Desarrollo Urbano Condicionado (ZDUC), Áreas Urbanas de De-
sarrollo Prioritario (AUDP) y los Proyectos de Desarrollo Urbano 
Condicionado (PDUC). Cada uno de estos mecanismos contempla 
condiciones, obligaciones, pagos y mitigaciones para el cambio de 
uso de suelo de rural a habitacional fuera de los límites de la ciu-
dad. De esta manera los desarrollos inmobiliarios internalizan el 
costo social de urbanizar suelo agrícola o rural, para que minimicen 
o mitiguen el eventual impacto ambiental y generen comunidades 
autosuficientes o con menores grados de dependencia de las áreas 
urbanas existentes. Si bien los Desarrollos Urbanos Condicionados 
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han tenido una implementación compleja, pueden convertirse en 
una alternativa valiosa para regular las subdivisiones rústicas en los 
PROT de cada región. 

En este contexto, para que existan y se apliquen mecanismos de de-
sarrollo rural condicionado, se hace necesaria la definición de cri-
terios para futuras subdivisiones rústicas, mediante la elaboración 
de “guías de diseño” que permitan tanto a los loteadores como a los 
fiscalizadores determinar aquellos territorios que cumplan con las 
condiciones y vocación para ser subdivididos. Aquí cobra relevan-
cia el “Diseño de Conservación”, desarrollado por Randall Arendt, 
que con su enfoque de “densidad neutral” permite crear la misma 
cantidad de lotes que se producirían en una subdivisión conven-
cional, pero donde la mitad o más del terreno se reserva como es-
pacio abierto, ya sea para usos agrícolas o de conservación.

Ver Allard, Correa y Sánchez 2022 

Comparación entre modelos de subdivisión

Fuente: Arendt, disponible en: https://bit.ly/3yz4pAW

Subdivisión para la conservaciónSubdivisión tradicional
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Objetivo Estratégico 2: Implementar un sistema integrado de áreas 
protegidas públicas y privadas con principios y criterios estratégicos 
comunes a nivel nacional.

5.	 Generar un cronograma de implementación del SBAP hasta 2030

•	 Subsanar el reconocimiento de todas las categorías de protección en la 
ley SBAP. La actual ley no contempla un reconocimiento automático y 
exige que estas sean tramitadas mediante procesos administrativos.

	
•	 Resguardar que el SNAP se mantenga integrado. Ello exige que la ad-

ministración de las áreas protegidas públicas sea centralizada, cum-
pliendo lineamientos nacionales, pero con administración descon-
centradas en coordinación con los gobiernos e instancias regionales.

•	 El MMA debe avanzar en establecer al interior del Estado un crono-
grama para la implementación del SBAP. Este debe incluir las dis-
tintas etapas e hitos para la creación e implementación institucio-
nal del Servicio y los traspasos institucionales de los servicios. Entre 
ellos se incluyen:

•	 Creación e implementación del SBAP: Junto con la creación 
del nuevo Servicio y el traspaso de personal desde la división 
de Recursos Naturales del MMA, tanto a nivel nacional como 
regional, se debe diseñar una estructura progresiva de acuer-
do al cronograma de integración de la CONAF y la administra-
ción de AP. Se debe contar con una estructura inicial encarga-
da de diseñar e implementar los procesos y reglamentos de las 
etapas sucesivas. Estas etapas e hitos deberían estar estable-
cidos reglamentariamente y sujetos a etapas presupuestarias 
previamente definidas con la finalidad de apoyar el proceso 
progresivo de implementación.

•	 Traspasos de CONAF: Se deben diseñar las etapas e hitos para 
el traspaso del personal, funciones y recursos desde la CONAF, 
tanto a nivel nacional, pero sobre todo a nivel regional. Adi-
cionalmente, se deben planificar la incorporación de servi-
cios de apoyo al funcionamiento de las oficinas regionales y 
en algunos casos provinciales del SBAP. Se deben planificar el 
traspaso y la adquisición de bienes de capital como vehículos, 
embarcaciones y maquinarias.
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•	 Traspasos de AP desde CONAF: Se propone diseñar un siste-
ma gradual de traspasos de las AP que permitan ir incorporan-
do los resultados de las evaluaciones expost en los procesos de 
traspasos posteriores. Se recomienda iniciar el traspaso de AP 
en regiones menos complejas y finalizar con las regiones más 
complejas, como son las regiones de Magallanes, Aisén, Los 
Lagos y la Araucanía.

•	 Integración de APP: Se deben diseñar los reglamentos, pro-
cesos administrativos, sistemas de supervigilancia, criterios y 
sistemas de incentivos para la incorporación de las áreas de 
conservación privadas al sistema nacional. 

•	 Fortalecimiento de capacidades: Para hacer frente a las actua-
les y futuras necesidades del Servicio, que pretende conservar 
el 30% de los ecosistemas en menos de 10 años, es necesario 
diseñar un plan de incorporación de capital humano al Servi-
cio junto con generar alianzas con organizaciones de la socie-
dad civil, universidades y centros de investigación34.

6.	 Actualizar la Estrategia Nacional de Biodiversidad (ENB)  
(2017-2030)

La ENB 2017-2030 tiene como finalidad impulsar la conservación de la 
biodiversidad chilena en todos sus niveles, en un marco de gobernabi-
lidad territorial, que garantice el acceso justo y equitativo a los bienes y 
servicios ecosistémicos para las generaciones actuales y futuras. Es rele-
vante hacer notar que, desde el año 2017, han existido nuevos compro-
misos internacionales en biodiversidad y en cambio climático junto con 
nuevas estrategias sectoriales. 

El año 2022 Chile suscribió el acuerdo de Kunming-Montreal, el cual incluye 
nuevas metas y compromisos para el año 2030. Dentro de estas se incluyen:

•	 la conservación y gestión efectiva del 30% de la superficie terrestre y 
de la superficie marina, mediante una red de áreas protegidas; 

34 Desarrollado en más detalle en las propuestas de fortalecimiento de las capacidades 
del estado.
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•	 evitar cualquier extinción de especies amenazadas por causas humanas; 

•	 la planificación espacial favorable para la biodiversidad en todo el 
territorio;

•	 la reducción de la contaminación, incluyendo la reducción del ries-
go de los pesticidas de alta peligrosidad al menos a la mitad, así 
como el descenso de pérdida de nutrientes al medio ambiente tam-
bién a la mitad; 

•	 eliminar, minimizar y reducir los impactos derivados de las especies 
exóticas invasoras a través de la identificación y gestión de las vías de 
entrada de especies alóctonas, reduciendo al menos a la mitad las 
tasas de introducción y establecimiento de estas especies; 

•	 minimizar el impacto del cambio climático sobre la biodiversidad y 
promover la adaptación, mitigación y reducción de riesgos de desas-
tres mediante soluciones basadas en la naturaleza;

•	 la plena integración de la biodiversidad en las políticas sectoriales, 
en especial de los sectores con mayor impacto para la biodiversidad 
como la agricultura, la pesca, la gestión forestal y la acuicultura;

•	 la movilización de recursos de todas las fuentes, domésticas e inter-
nacionales, públicas y privadas, para financiar la ejecución del marco 
mundial;

•	 identificar, eliminar, revertir o reformar los incentivos y subsidios 
perjudiciales para la biodiversidad, de manera proporcionada, justa, 
efectiva y equitativa;

•	 lograr la participación justa y equitativa en los beneficios que se de-
riven de la utilización de los recursos genéticos y de la información 
digital sobre secuencias de recursos genéticos.

Adicionalmente, el año 2021, Chile elaboró el Plan Nacional de Restaura-
ción a Escala de Paisajes, que considerará la incorporación a procesos de 
restauración de 1 millón de hectáreas de paisajes para el año 2030. Esto 
se enmarca en los compromisos asumidos por el país en la Convenciones 
de Río, la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio 
Climático (CMNUCC), el CBD, la Convención de Lucha contra la Deser-
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tificación (CNULD) y la Convención Ramsar. Estos compromisos se ex-
presan a través de las siguientes metas:

•	 Agenda 2030 para el Desarrollo Sustentable: Se incluyen los ODS nú-
mero 14 “Conservar y utilizar en forma sostenible los océanos, los 
mares y los recursos marinos para el desarrollo sostenible”; y número 
15: “Proteger, restablecer y promover el uso sostenible de los ecosis-
temas terrestres, gestionar los bosques de forma sostenible, luchar 
contra la desertificación, detener e invertir la degradación de las tie-
rras y poner freno a la pérdida de la diversidad biológica”.

•	 Desafío de Bonn: Aspira a restaurar 350 millones de hectáreas de tie-
rras degradadas para 2030. 

•	 CBD: Busca restaurar el 15% de los ecosistemas degradados para el 
2020 (Meta 15 de Aichi para la Biodiversidad) y considera la restaura-
ción ecológica como clave para la entrega de servicios ecosistémicos 
esenciales (Meta 14 de Aichi para la Biodiversidad).

Finalmente, en noviembre del 2022, el país realizó un fortalecimiento de 
sus compromisos NDC al acuerdo de París, a través de un Anexo que in-
cluye la transición socioecológica justa, la Ley Marco de Cambio Climáti-
co y nuevos compromisos en áreas protegidas y de conservación. Dentro 
de estos compromisos en AP se pueden mencionar:

•	 Protección de al menos el 30% de la tierra y océanos del planeta para 
2030; específicamente, al ampliar en al menos 1 millón de hectáreas 
la actual superficie de protección oficial de ecosistemas terrestres y 
acuático-continentales, considerando las zonas identificadas como 
refugios climáticos y OMEC. (meta 2.3 de la ECLP 2021). 

•	 Compromete la actualización, vigencia e implementación efectiva 
de los planes de manejo del 100% de las áreas protegidas públicas 
del SNAP del Estado, terrestres, marinas y acuático-continentales, los 
cuales incluirán medidas de adaptación al cambio climático, gene-
rando también obligaciones de reporte asociadas, que impulsarán el 
cumplimiento de estas metas (ECLP 2021).

•	 Dada la gran relevancia de los últimos compromisos adquiridos por 
Chile en materia de biodiversidad, se propone realizar una actuali-
zación de la ENB (la cual fue elaborada entre el año 2013 y 2016), in-
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corporando los compromisos adquiridos con posterioridad a 2017. 
Adicionalmente, es importante revisar la estrategia bajo la luz de las 
herramientas que entregue la Ley que crea el SBAP, su cronograma 
de implementación y los recursos comprometidos.

•	 Dentro de la actualización de la ENB se considera relevante incluir un 
sistema de seguimiento basado en resultados con metas a tres años. 
Algunas de estas metas pueden ser comprometidas para ser medidas 
por el sistema de contabilidad de capital natural del Comité de Capi-
tal Natural de Chile, creado por decreto el año 2023.

•	 Con la aprobación del SBAP, se debería reformular la estrategia, in-
corporando nuevos objetivos, acciones y metas, considerando las 
múltiples competencias y herramientas que contempla o incluye el 
nuevo Servicio.

7.	 El Estado debe apoyar la asociatividad entre propietarios para la 
creación de APP

•	 Crear incentivos para fomentar la formación de organizaciones que 
tengan como finalidad integrar grupos de propiedades privadas para 
la conformación de áreas con un tamaño más efectivo y costo efi-
ciente para la conservación. Ello con la doble finalidad de hacer más 
efectiva la conservación a través del mejoramiento de la conectividad 
ecosistémica de las áreas de conservación, creando zonas buffers o 
de amortiguación aledañas a las AP ya existentes y corredores bio-
lógicos, y reducir las barreras de entrada y costos de administración. 
Se pueden utilizar las zonas de amortiguación, incluidas dentro de 
las Reservas de la Biosfera de la Organización de las Naciones Uni-
das para la Educación, la Ciencia y la Cultura (UNESCO), como áreas 
iniciales para ser consideradas e incluidas como OMEC en el caso 
chileno. Complementariamente, se podrán utilizar los paisajes de 
restauración, incluidos en el plan nacional de restauración a nivel de 
paisaje, dentro de la estrategia de OMEC. Es importante que este tipo 
de iniciativas que agrupan numerosas propiedades cuente con una 
adecuada gobernanza y gestión de la conservación con un horizonte 
de largo plazo y que la infraestructura, privada y estatal, no rompa 
con estos corredores biológicos.

•	 Incluir en el Fondo Nacional de Biodiversidad del SBAP, orientado a 
iniciativas de conservación privadas, y en el FNC criterios o incenti-
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vos que fomenten este tipo de iniciativas a través de pagos diferencia-
dos según criterios de conectividad y de gobernanza. Estas organiza-
ciones podrían generar una rentabilidad a través de internalizar los 
incentivos adicionales que amerita la formación de áreas con mejor 
conectividad, pero tendrán como responsabilidad velar por el ade-
cuado cumplimiento de los contratos de incentivos por parte de los 
propietarios y la gobernanza integrada del área. 

•	 Generar mecanismos de fomento a través de la Corporación de Fo-
mento de la Producción (CORFO) para el impulso inicial de este tipo 
de organizaciones y emprendimientos. En este contexto, es impor-
tante hacer notar que, para cumplir con la meta de proteger el 30% 
del territorio para el año 2030, se deben adicionar más de 6 millones 
de hectáreas, muchas de ellas en manos de medianos propietarios 
que no están dedicados hoy en día a la conservación activa.

Objetivo Estratégico 3: Aumentar significativamente el financiamiento 
destinado a la conservación y diseñar y poner en práctica mecanismos 
de financiamiento efectivos y sostenibles, conformando un sistema de 
financiamiento que permita asegurar la efectiva implementación del 
sistema integrado de áreas protegidas públicas y privadas.

8.	 Aumentar el presupuesto fiscal para el financiamiento del SBAP

•	 Se propone implementar un sistema de financiamiento para el SBAP 
con un horizonte de largo plazo por parte del Ministerio de Hacienda. 
Este financiamiento debería ser, en una etapa inicial de instalación 
del nuevo servicio, creciente en el tiempo, pero asociado al cumpli-
miento de etapas y metas de gestión bien definidas en el cronograma 
de instalación35. En ese presupuesto deberían incluirse, entre otros, 
los aumentos de dotación para los traspasos del servicio a nivel regio-
nal, los aumentos de personal calificado asociado a una gestión más 
efectiva de la conservación, implementación de planes de manejo y 
conservación de especies.

•	 El Sistema de Áreas Protegidas, públicas y privadas, debe contar con 
un sistema de financiamiento público y, complementariamente, 
contar con fuentes adicionales y diversas que pueden incluir ingresos 

35 Se detalla en las propuestas del objetivo 3 de este documento.
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propios por tarifas, pago por servicios ecosistémicos, venta de bonos 
de carbono, entre otras. 

•	 Considerando exclusivamente las actuales áreas oficiales protegidas, 
la Comisión recomienda aumentar el presupuesto del SBAP, cuyo in-
forme financiero establece un presupuesto en régimen de $55.000 mi-
llones, en al menos un rango entre los $24.000 y $41.000 millones adi-
cionales en función de los distintos informes disponibles que estiman 
la brecha financiera del presupuesto público (ver WCS 2018, Putney 
2020 y Figueroa 2023). Si consideramos que el año 2030 el 30% del te-
rritorio debe estar protegido con fines de conservación y restauración, 
entonces la brecha en el financiamiento operacional de esa superficie 
adicional superaría los $187 mil millones anuales en régimen36.

•	 La reducción de los subsidios perversos podría liberar cuantiosos re-
cursos fiscales que pueden ser utilizados en parte para la conserva-
ción de la biodiversidad. Solo eliminando las exenciones tributarias 
al impuesto específico al diésel que gozan algunas empresas, el Fisco 
recaudaría cerca de $350 mil millones adicionales al año. 

9.	 Asignación presupuestaria para las AP del Estado

•	 Con respecto a la asignación presupuestaria para los diversos pro-
gramas, unidades de AP o proyectos de conservación o restaura-
ción, se propone contar con un sistema mixto de financiamiento, 
con una proporción de fondos basales y otra de fondos asociados 
a proyectos específicos, asignados de acuerdo con las necesidades 
estratégicas relacionadas con aspectos sociales o ecológicos, aso-
ciados a resultados. 

•	 Mejorar la eficiencia en la asignación presupuestaria reemplazando 
el criterio de antecedentes históricos por criterios objetivos en base a 
resultados de las AP, los cuales deben estar contenidos explícitamen-
te en los Planes de Manejo, sirviendo para monitorear la efectividad 
de la gestión dentro de cada área. 

36 Ver Figueroa 2023 y Tepual Conservación 2022. Mecanismos financieros para canali-
zar recursos hacia la conservación de la biodiversidad en Chile. Apoyo a los esfuerzos de 
Chile para promover la innovación en la agenda de biodiversidad.
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•	 Con la finalidad de mejorar la eficiencia presupuestaria, se propone 
un sistema de financiamiento compuesto de tres partes:

•	 sistema de financiamiento basal para cada unidad y región, a 
través de métricas objetivas (plan de manejo anual conside-
rando el monitoreo de objetos de conservación, nivel de ame-
nazas como el control de especies invasoras, patrullaje, nú-
mero de visitantes, número de personas pernoctando, km de 
senderos, cantidad de baños, distancia a comunidades, entre 
varios otros) y costos de funcionamiento regionales (insumos, 
valor de la mano de obra, de materiales, etc.).

•	 sistema de financiamiento variable orientado a ciertas acti-
vidades de manejo estratégicas y prioritarias de cada unidad 
basadas en sus planes de manejo. Este financiamiento debe 
ser validado a través del cumplimiento de actividades con re-
sultados finales y en casos justificados con resultados inter-
medios o de procesos (por ejemplo: eliminar amenazas, reali-
zar patrullajes y fiscalización, etc.).

•	 sistema de fondos concursables, que permitan a las unidades 
implementar iniciativas emblemáticas para la conservación, 
la atención de visitantes o la relación con las comunidades. 
Estas iniciativas podrían ser implementadas en alianzas estra-
tégicas con universidades, ONG, donantes, etc.

10.	 Perfeccionar el sistema de ingresos propios de las áreas  
protegidas públicas.

El sistema de financiamiento público del Ministerio de Hacienda para el 
SBAP debe contar con un mecanismo que permita generar ingresos por ta-
rifas de entrada, concesiones u otras formas de financiamiento (en adelan-
te ingresos propios del SBAP), sin que estos afecten el monto del aporte del 
financiamiento fiscal. Actualmente, los ingresos propios no incrementan 
necesariamente las arcas del SNASPE, pues van al Fisco, lo que se traduce 
en un desincentivo37. Para incentivar los ingresos propios, se propone:

37 Mientras el año 2012 el aporte fiscal era de $13.404 millones y corresponden al 58% del 
presupuesto total (los aportes propios eran en torno al 37%), en 2022 los aportes del Fisco 
fueron $10.864 millones, que corresponden al 30% del presupuesto total (Terram 2022).
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•	 Generar una fórmula que considere una contrapartida de financia-
miento público al financiamiento por ingresos propios en cierta pro-
porción. Con ello el Servicio tendrá incentivos para buscar nuevas 
formas de financiamiento, ser más efectivo en el cobro de entradas, 
licencias y concesiones, además del desarrollo de proyectos de ges-
tión de conservación en alianzas con la comunidad local, pueblos 
indígenas, organizaciones de conservación, centros de investigación, 
entre otros. Así, el área protegida que lleva adelante una buena ges-
tión del turismo y que colabora con el Gobierno Regional y los muni-
cipios para atraer más recursos a su gestión podrá contar con dichos 
recursos para que se reinviertan en su área protegida. Además, es 
importante contar con algún sistema de seguros o diversificación de 
ingresos propios con la finalidad de evitar disminuciones presupues-
tarias por caídas en los ingresos generados por situaciones externas.

11.	 Fortalecer el Fondo Naturaleza Chile

Aportar recursos del Estado que sirvan de pivote para apalancar recursos 
diversos, con la finalidad de crear un fondo fiduciario —endowment— de 
US$100 millones, donde la mitad provienen de donaciones del sector pri-
vado y la otra mitad del Estado. La creación de este endowment permitirá 
al Fondo no solo financiar con el flujo de las utilidades las líneas de ac-
ción prioritarias del Fondo definidas en sus Programas de Conservación 
Marino y de Cuencas, sino constituir una herramienta para recibir y dis-
tribuir en forma equitativa donaciones del sector privado que puedan ser 
direccionadas a tareas priorizadas de conservación en los territorios a lo 
largo de todo el país, sirviendo de brazo implementador del SBAP.
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12.	 Diversificar las fuentes de financiamiento a través de una 
institucionalidad que permita y facilite utilizar nuevas  
herramientas financieras.

Como una forma de aumentar los ingresos, es relevante considerar las nu-
merosas oportunidades actuales y futuras que pueden generar los meca-
nismos (transables y voluntarios) de créditos y offsets de carbono a nivel 
internacional y nacional. Estos mecanismos pueden ser una importante 
fuente de financiamiento tanto para la conservación privada como para la 
conservación pública. Adicionalmente, los mecanismos financieros como 
bonos verdes o seguros asociados a biodiversidad pueden también ser una 
oportunidad que debe ser considerada dentro de este análisis.

Todos los mecanismos anteriormente mencionados deben contar con 
una institucionalidad que permita su adecuado funcionamiento y su de-
sarrollo con certeza jurídica. Actualmente, los privados pueden acceder 
a los mercados de compensación (créditos y offsets) voluntarios de car-

Fondo Mexicano para la Conservación de la Naturaleza (FMCN)
Este fondo es una organización de la sociedad civil sin fines de lu-
cro fundada en 1994 que colabora con diferentes actores para con-
servar el patrimonio natural de México. Nuestra principal tarea es 
formar alianzas con diferentes sectores y actores, canalizar recursos 
financieros a iniciativas de conservación y desarrollo sustentable y 
damos seguimiento a estas iniciativas, otorgando apoyo y verifican-
do la aplicación adecuada y eficiente de los recursos financieros. El 
valor de mercado del patrimonio del Fondo en 2021 fue mayor a los 
US$200 millones y el desembolso ese año bordeó los US$7 millo-
nes. Con estos recursos se atendieron a 26 especies, 9 mil personas 
adoptaron mejores prácticas sustentables, 9 mil hectáreas fueron 
apoyadas en su restauración, 51 mil hectáreas están bajo manejo 
sustentable y más de 7.500 personas participaron en procesos de 
capacitación. Ello a través de la coordinación de 22 proyectos y 157 
donativos. En los 27 años de existencia del Fondo se han logrado 
proteger 29 millones de hectáreas, 79 mil personas han adoptado 
mejores prácticas sustentables y se han otorgado 2.445 donativos.

Ver https://fmcn.org/es 
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bono, tanto nacionales como internacionales, pero se encuentran con 
importantes barreras de entrada por costos de transacción elevados. Adi-
cionalmente, las leyes de impuestos verdes (N° 20.780 y N° 21.210) per-
miten utilizar SbN para compensar emisiones de material particulado, 
carbono, NOx y óxidos de azufre (Sox). Desafortunadamente, para acce-
der a los mercados anteriormente descritos, existen importantes costos 
de certificación y de información, lo que impone barreras de entrada 
para áreas protegidas u OMEC de menor tamaño.

Para avanzar en el desarrollo de estos mercados e instrumentos, junto 
con eliminar las barreras de entrada y así incentivar el financiamiento 
para la conservación, se propone: 

•	 Crear un grupo de trabajo o instancia público-privada a nivel nacio-
nal con el objetivo de identificar oportunidades, brechas y propues-
tas para facilitar el financiamiento de la conservación a través de 
instrumentos de compensación, mercados transables de carbono o 
financieros (incluidos seguros). Esta mesa debería incluir entre otros 
al MMA, MINAGRI, (CONAF e Instituto Forestal de Chile (INFOR)), 
Ministerio de Hacienda (finanzas verdes y mercados financieros), re-
presentantes de la conservación privada, certificadoras, operadores 
de mercados (de carbono o biodiversidad), Universidades y ONG. 
Esta mesa deberá, en un periodo acotado de tiempo, establecer una 
hoja de ruta que permita generar la institucionalidad pública y priva-
da que facilite el acceso a estas fuentes de financiamiento junto con 
proponer cambios legales y reglamentarios que faciliten lo anterior. 
Esta iniciativa podría contar con el apoyo financiero y soporte técni-
co de organismos multilaterales.

•	 Crear una nueva categoría en los instrumentos de apoyo al empren-
dimiento de CORFO para el apoyo de emprendimientos relacionados 
a estrategias financieras para la conservación —incluidas la búsque-
da de SbN—, con la finalidad de fomentar emprendimientos de con-
servación e iniciativas que aprovechen las oportunidades actuales y 
futuras de financiamiento en las líneas anteriormente presentadas.

•	 Impuestos verdes:

•	 Subir el precio al carbono y ampliar su aplicación a todos los 
GEI. Actualmente, el precio es de US$5 la tonelada, muy por 
debajo del precio sombra del carbono a nivel internacional. El 
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subir la tasa impositiva desincentivará la promoción de pro-
yectos en base a combustibles fósiles.

•	 Potenciar la compensación de los impuestos verdes a través 
de SbN, como herramientas efectivas para la compensación 
en reducción de emisiones de CO

2
. Por ejemplo, potenciar las 

SbN (con foco en el clima) en bosques, tierras para la agricul-
tura y humedales podría brindar el 37% de las soluciones para 
estabilizar el clima al año 2030, mejorando complementaria-
mente además la calidad del aire, un financiamiento estable 
para la conservación de la biodiversidad privada o pública 
(Griscom et al. 2017).

•	 Bonos soberanos: Desarrollar bonos soberanos vinculados directa-
mente a proteger, mejorar y asegurar la permanencia de activos de 
biodiversidad contenidos en AP prioritarias definidas por su contri-
bución de servicios como agua, suelo, carbono u otros, a comunida-
des, zonas urbanas, entre otras. 

•	 Pago por servicios ecosistémicos: Con la finalidad de asegurar los 
servicios ecosistémicos relevantes para el bienestar de la población 
y el adecuado funcionamiento de los ecosistemas, crear un pago por 
acciones de cuidado, recuperación y restauración. En una primera 
etapa, se propone:

•	 Crear experiencias piloto para pagos por servicio ecosistémi-
co o por acciones de conservación, que relacionen con la me-
jora en la provisión de servicios ecosistémicos, de manera de 
evaluar su costo-efectividad. La experiencia de los pilotos será 
útil para adelantar los eventuales problemas en la forma de 
determinar el incentivo adecuado, las acciones asociadas, la 
fiscalización de estas y el retorno socioambiental. Dada la cri-
sis hídrica que sufre Chile, se recomienda partir priorizando 
los servicios ecosistémicos que prestan humedales altos andi-
nos y los bosques en las partes altas y medias de las cuencas 
hídricas, cuya protección contribuye a la infiltración de agua a 
las napas.

•	 De ser exitosa la experiencia se puede, en una segunda etapa, 
modificar las leyes y reglamentos que regulan a las sanitarias, 
estableciendo un porcentaje del monto de consumo de agua a 
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un Fondo para el pago por servicio ecosistémico de las áreas crí-
ticas para la protección y mejoramiento de las cuencas hídricas.

Pagos por Servicio Ecosistémico en Costa Rica y Ecuador
Costa Rica es uno de los países pioneros en implementar pagos por 
servicios ecosistémicos. El programa de Pago por Servicios Am-
bientales (PSA) consiste en un reconocimiento por parte del Estado 
a los propietarios de bosques y plantaciones forestales por los servi-
cios ambientales que estos proveen y que inciden directamente en 
la protección y mejoramiento del medio ambiente. Inicialmente, 
el financiamiento para el pago por servicios ambientales provino 
del Estado, destinando un tercio de la recaudación del impuesto al 
consumo de los combustibles. Posteriormente esta ley fue reem-
plazada por el impuesto único a los combustibles, del cual el 3,5% 
es destinado a PSA. Sin embargo, una vez en funcionamiento el PSA 
atrajo financiamiento privado, especialmente internacional.

Fondo Nacional de Financiamiento Forestal (Fonafifo),  
accesible en: https://www.fonafifo.go.cr/es/

El Fondo Ambiental para la Protección del Agua (FONAG) de Quito 
es otro ejemplo exitoso de pago por servicio ecosistémico. En Ecua-
dor se creó un Fondo para pagar por los servicios ecosistémicos que 
prestan los ecosistemas en las partes altas de las cuencas hídricas. 
El Fondo recibe recursos de diversos actores, entre ellos proveedo-
res de agua y de electricidad, y se usa para financiar la conservación 
de la biodiversidad en áreas críticas para la conservación y restau-
ración de las cuencas hídricas que abastecen de agua al distrito me-
tropolitano de Quito.

Dudley, N. y Stolton, S. (eds.). 2022. Best Practice in Delivering the 30x30 Target (2nd Edi-
tion, October 2022). The Nature Conservancy and Equilibrium Research

13.	 Incentivar las donaciones con fines ambientales

•	 Permitir la libertad de disponer de bienes que queden al fallecimien-
to de una persona, salvo lo necesario para proteger a un cónyuge ca-
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rente de patrimonio, hijos menores de edad o hijos que no pueden 
valerse por sí mismos. Ampliar al menos del 25% al 50% la parte de 
la masa hereditaria que se puede disponer libremente y liberar de 
tributación con impuesto de herencia aquella parte del patrimonio 
que es objeto de un legado o disposición testamentaria en favor de 
una fundación o que establece un DRC en favor de un tercero.

•	 Otorgar incentivos tributarios a donaciones que persigan fines de 
conservación de la naturaleza, ya se efectúen con cargo al patrimonio 
hereditario —por ejemplo: que pueda disponer parte del patrimonio 
y que la donación sirva de crédito en contra del impuesto de donacio-
nes— o bien signifique un crédito relevante para el donante en vida.

•	 Regular la posibilidad de asignar en diversas etapas (no solo en el 
acto de dotación originario) patrimonios separados para el financia-
miento de ciertos fines a través de entidades sin fines de lucro —no 
solo aporte fundacional—, liberando de tributación la rentabilidad 
que obtenga el patrimonio separado. 

•	 En el caso del aporte fundacional (endowment), se propone que tanto 
el acto de dotación original como los actos de dotación posteriores he-
chos por los mismos fundadores originales sean considerados como 
un Ingreso no Constitutivo de Renta para la fundación o corporación 
y que a su vez el acto de dotación por parte del fundador sea en caso 
de sociedades un gasto para efectos tributarios que seguirá las mismas 
reglas que las donaciones reguladas por la ley, pese a no ser jurídica-
mente lo mismo una donación que un acto de dotación fundacional. 

•	 El régimen aplicable a la dotación que efectúen personas naturales 
afectas a impuestos personales como también la dotación que efec-
túe un causante con cargo a la masa hereditaria debiera tener el régi-
men tributario especial que tendrán los donantes personas naturales 
y legados que pueda dejar un causante por vía testamentaria con car-
go a su porcentaje de libre disposición. 

•	 Ampliar los límites para donar a iniciativas de conservación de la bio-
diversidad a través del límite global absoluto a los distintos actores, 
no solo contribuyentes que tributan en base a renta efectiva y conta-
bilidad completa, sino también a personas naturales. 

232



96  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030 Informe de la Comisión Conservación, Institucionalidad y Filantropía  |  97

| i
ii
. m

e
ta

s
, p

r
in

c
ip

io
s
, o

b
je

t
iv

o
s
 y

 p
r

o
p

u
e

s
ta

s
 |

•	 Las donaciones de personas naturales que no gozan de beneficios 
tributarios debieran carecer de restricciones respecto del donatario, 
toda vez que ese dinero ya ha pagado los impuestos correspondien-
tes. Las personas naturales debieran gozar de libertad para decidir 
qué hacer con su dinero después del pago de impuestos, protegien-
do, por cierto, a sus legitimarios, pero con mayores grados de libertad 
cuando su patrimonio así lo permite. No hay razón para que el Estado 
privilegie el beneficio privado en el uso de los recursos propios por 
sobre el beneficio público. 

•	 En la Ley N° 21.440 (de donaciones) incluir entre los fines explícita-
mente la conservación de proyectos privados por parte de socieda-
des o personas naturales y no restringirla únicamente a fundaciones 
o corporaciones sin fines de lucro.

•	 Establecer un marco legal integrado para las obligaciones de reporta-
bilidad y transparencia del sistema de donaciones con el fin de: 

•	 Eliminar la dispersión legislativa y la asimetría entre las nor-
mas vigentes en materia de transparencia. 

•	 Ampliar la transparencia y la confianza en el sistema tanto en-
tre los actores como de cara a la ciudadanía.

•	 Contar con un sistema ágil y simple de reportabilidad para las 
organizaciones donatarias.

14.	 Crear programas de incentivos para destinar la tierra formalmente 
a la conservación

Crear incentivos tanto para la donación de tierras como para quienes de-
seen mantenerla con compromiso de beneficio por parte del Estado. Si 
bien el proyecto de ley del SBAP crea incentivos económicos, estos resul-
tan insuficientes para impulsar a mayor escala la conservación privada 
en Chile. Existen experiencias internacionales exitosas que sirven de mo-
delo para potenciar la creación de áreas protegidas privadas en el país. 
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15.	 Fondos concursables para APP y OMEC

Se propone crear un sistema de financiamiento a través del Fondo Na-
cional de Biodiversidad del SBAP, que sea abierto y concursable para 
APP u OMEC que cuenten con planes de manejo38. Este sistema de fi-
nanciamiento debe estar orientado a apoyar iniciativas de conservación 
existentes, con adecuados mecanismos de transparencia, de rendición 

38 Se propone un sistema de apoyo público para financiar la elaboración de planes de 
manejo bajo estándares del SBAP, con la finalidad de eliminar barreras de acceso a finan-
ciamiento públicos para la conservación.

El programa Ecological Gifts de Canadá
El programa Ecological Gifts, que existe en algunos gobiernos fe-
derales y provincias de Canadá, permite a los dueños de tierras in-
dividuales o de corporaciones donar sus tierras certificadas como 
ecológicamente vulnerables, recibiendo atractivos beneficios tri-
butarios, a ONG u organizaciones gubernamentales que aseguran 
la conservación y protección de la biodiversidad y el patrimonio 
ambiental a perpetuidad. Este programa es administrado por el de-
partamento de Medio Ambiente y Cambio Climático Canadá junto 
con otras múltiples instituciones, tanto gubernamentales como pri-
vadas. El beneficio tributario contemplado es:

-	 para los corporativos, deducir el monto del regalo ecológi-
co del ingreso tributable.

-	 para las personas naturales, el monto del regalo ecológico 
se convierte en un crédito tributario sin devolución. 

Entre la inauguración del programa en 1995 y marzo de 2022 se han 
donado 1697 Gifts (regalos) con valor que supera los US$1.000 mi-
llones, protegiendo más de 216.000 hectáreas de hábitat para vida 
silvestre. 

Departamento de Medio Ambiente y Cambio Climático Canadá (accesible en: https://www.
canada.ca/en/environment-climate-change/services/environmental-funding/ecologi-

cal-gifts-program/overview.html)
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de cuentas y de una forma coherente a sus planes de manejo. Por otro 
lado, este sistema de financiamiento debe ser lo suficientemente atrac-
tivo para incentivar la entrada de nuevos actores para la conservación 
terrestre de una forma que les permita dejar de lado actividades pro-
ductivas no compatibles con la conservación y comprometerse con una 
gestión de conservación en el largo plazo. Es importante destacar que, 
con la finalidad de mejorar la efectividad de la conservación y el uso de 
recursos, es importante que las unidades (de APP u OMEC) cuenten con 
sus respectivos planes de manejo.

El sistema concursable de financiamiento para APP y OMEC debe contar 
con los siguientes criterios y principios:

•	 Transparencia

•	 Objetividad 

•	 Orientado a resultados medibles.

•	 Basado en prioridades de conservación nacionales y regionales.

•	 Con certeza de financiamiento intertemporal y que permita cubrir 
adecuadamente los costos.

•	 Los montos asignados deben ser proporcionales a la importancia de 
la conservación de hábitats específicos o de los niveles de amenaza 
de las especies.

•	 Las áreas protegidas beneficiarias deben contar con planes de ma-
nejo y las propuestas que se postulan deben ser coherentes con los 
objetivos y acciones del plan. 

•	 Las áreas protegidas que postulen deben contar con una adecuada 
gobernanza y transparencia.

Con el objetivo de asignar financiamiento público para la conservación 
privada de una forma efectiva, se propone contar con dos sistemas de 
concursos independientes: uno para fondos basales del mediano plazo 
y otro para proyectos concursables específicos. Los fondos basales debe-
rían estar orientados a suplir parte de los costos de conservación de un 
área, como personal, patrullajes, acciones de control de amenazas en-
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tre otras acciones de conservación. En cambio, los fondos concursables 
específicos deberían estar orientados a proyectos acotados de conserva-
ción o infraestructura para mejorar las fuentes de ingreso.

El sistema de postulación para fondos basales debería permitir a los be-
neficiarios recibir financiamiento por plazos de hasta 5 años de duración 
renovables indefinidamente, con posibilidad de término anticipado por 
incumplimiento. Esta asignación deberá realizarse una vez al año por con-
curso nacional. Las bases deberán especificar claramente los tipos de ac-
tividades a bonificar, al igual que los medios de verificación de estas. Los 
puntajes de evaluación deberían reflejar criterios técnicos de conservación 
(como representatividad, conectividad, nivel de conservación, etc.) y tam-
bién la coherencia con los objetivos del plan de manejo respectivo.

El sistema de postulación para proyectos debería ser de carácter anual, a 
través de concursos regionales. Estos proyectos se deberían implementar 
en periodos máximos de 24 meses y deben contar con término definido y 
productos específicos. Los proyectos deberían estar orientados a mejorar 
la gestión de las áreas, a controlar amenazas específicas, a reintroducir o 
monitorear fauna, a permitir aumentar los ingresos propios de las uni-
dades, por ejemplo, y que sean coherentes con el plan de manejo. Estos 
proyectos deberían ser evaluados por un jurado evaluador regional, que 
conozca los requerimientos específicos de las localidades.

16.	 Profundizar el sistema de compensación del SEIA

Si se respetan las jerarquías de mitigación, las compensaciones dentro 
del SEIA pueden ser un buen mecanismo para financiar la restauración 
de ciertas áreas valiosas y relevantes para la biodiversidad en zonas ale-
dañas a las zonas de influencia de los proyectos. Estas compensaciones 
deben garantizar la adicionalidad, generando impactos netos positivos 
en biodiversidad en el tiempo. En esta materia la Comisión propone:

•	 Avanzar en el desarrollo de Planes de Conservación informados, deri-
vados de procesos de planificación inclusivos, guiados por estándares 
de conservación, que permitan identificar a priori las necesidades de 
conservación en territorios específicos, que pueda servir para guiar la 
asignación de compensaciones que derivan de procesos del SEIA, así 
como monitorear su efectividad para la conservación de la biodiversi-
dad y a la mantención o recuperación de servicios ecosistémicos.
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•	 Crear Bancos de Compensación de Biodiversidad. Estos correspon-
den a proyectos de conservación en territorios determinados, que ge-
neran créditos en biodiversidad, los que pueden ser utilizados por los 
titulares de proyectos o actividades que, en el marco de la evaluación 
ambiental de los mismos, deban proponer medidas para compensar 
los impactos en biodiversidad. Los créditos debieran ser cuantifica-
dos en base a criterios de equivalencia en biodiversidad y considerar 
además los requisitos contemplados en las guías metodológicas de 
compensación elaboradas por el SEA y los criterios recomendados 
por la Política de la UICN sobre compensaciones de biodiversidad.

•	 Los Planes de Conservación servirán asimismo para identificar y 
acotar las medidas de compensación necesarias, reduciendo discre-
cionalidad tanto por parte del Servicio, como el desarrollador, apor-
tando a reducir el tiempo de los procesos de evaluación de impacto 
ambiental, aportando claridad a los titulares de proyectos y/o activi-
dades sujetas a dichas medidas, y facilitando la labor de los organis-
mos evaluadores y fiscalizadores.

•	 Las medidas de compensación de biodiversidad identificadas en los 
Planes podrían impulsarse mediante su establecimiento legal como 
mecanismo para la reparación por equivalencia del daño ambiental 
irreversible. Para ello, se proponen modificaciones a la Ley N°19.300, 
a fin de permitir a los tribunales de justicia obligar a la reparación 
mediante estos mecanismos.

•	 Introducir la posibilidad real de participación ciudadana en el diseño 
de las medidas de compensación ambiental en el marco de la evalua-
ción por el SEIA.

•	 Los Bancos de Compensación de la Biodiversidad aparecen como un 
instrumento económico de gran potencial para la compensación de 
las pérdidas de biodiversidad, pero deben sujetarse a estrictas medi-
das que aseguren la ganancia neta en biodiversidad, el cumplimiento 
de los principios y requisitos que se han expuesto. Considerando que 
el detalle de su implementación queda entregado a un reglamento a 
elaborar por el MMA, debe hacerse un seguimiento exhaustivo que 
asegure su adecuada y oportuna dictación.

Objetivo Estratégico 4: Diseñar e implementar un sistema de informa-
ción de biodiversidad integrado, que dé cuenta de la complejidad de este 
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patrimonio, que sea útil para la toma de decisiones estratégicas de desa-
rrollo y financiamiento tanto a escala local como nacional, y que conecte 
de manera eficiente y efectiva con medición de capital natural, a la vez 
que guíe y mejore el conocimiento del patrimonio natural de Chile.

17.	 Sistema Integrado de Información Ambiental 

Con la finalidad de contar con un sistema que sea útil a la tarea de ges-
tión de la conservación de biodiversidad, aportando a la mejor toma de 
decisiones públicas y privadas, se propone crear un Sistema Integrado 
de Información Ambiental. Este Sistema debería incluir los nuevos re-
querimientos de información para el funcionamiento y gestión del SBAP, 
del Comité de Capital Natural y para mercados de financiamiento ver-
de, como por ejemplo mercados transables y voluntarios de carbono y 
biodiversidad39. Este sistema debe contar con una gobernanza presidi-
da por el MMA y que incluya a los ministerios y servicios sectoriales40 
que generan y precisan de información de biodiversidad, al Ministerio 
de Ciencia, Tecnología, Conocimiento e Innovación y los centros de in-
vestigación pertinentes. La estructura de la gobernanza debe asegurar el 
trabajo coordinado y técnico con las instituciones, y no ser solamente un 
coordinador y catalizador de la información. El Sistema Integrado de In-
formación Ambiental debe contar con un presupuesto apropiado, que le 
permita cumplir con su mandato, y tener un mandato que no dependa de 
la voluntad de los ministros o gobiernos de turno.

18.	 Avanzar en la generación y coordinación de la información para 
medir capital natural, junto con la validación de sus metodologías 
para los ecosistemas chilenos.

•	 Para avanzar con el trabajo del Comité de Capital Natural se debe 
avanzar en los mecanismos para la generación y coordinación de la 
información, junto con la validación de metodologías para la medi-
ción por parte del Comité. Dentro de estas metodologías se podrían 
incluir metodologías basadas en inteligencia artificial con captura re-
mota desde satélites y drones.

39 Para la generación de esta información es importante consultar operados de financia-
miento verde, propietarios de terrenos y académicos.
40 Por ejemplo, se deberían incluir a servicios del MINAGRI como CONAF, el Centro de 
Información de Recursos Naturales (Ciren) y el SAG, también a la Subsecretaría de Pesca 
y Acuicultura.
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19.	 Completar y mejorar el inventario nacional de humedales, con 
énfasis en turberas, incluyendo un sistema de monitoreo sobre su 
condición ecológica.

•	 Diseñar e implementar una hoja de ruta que permita completar el in-
ventario de humedales de Chile, incluyendo la definición de una me-
todología estandarizada, incorporando no solo estructura de vegeta-
ción, sino procesos hidrológicos, calidad de agua, flujos de carbono, 
entre otras variables complejas de la biodiversidad. El inventario 
debe actualizarse periódicamente (cada cinco años). Esta informa-
ción debiera estar disponible en alguna plataforma digital, tal como 
el SIMBIO o el Observatorio de Cambio Climático. 

•	 Avanzar con la implementación de la hoja de ruta para la conserva-
ción y uso sustentable de turberas, con prioridad en la elaboración de 
un catastro nacional de turberas y una red para el monitoreo a largo 
plazo de funcionalidad hídrica y de gases efecto invernadero.

Objetivo Estratégico 5: Incluir la dimensión de conservación de la bio-
diversidad en los programas públicos de fomento y reducir los subsi-
dios perversos, siguiendo los lineamientos globales. 

20.	 Incluir la dimensión de conservación de la biodiversidad en pro-
gramas y subsidios estatales.

•	 Evaluar los subsidios, políticas, programas y normativas del Estado 
que tienen un impacto negativo sobre la biodiversidad e incorporar 
en sus requisitos estándares o criterios relacionados con la conser-
vación de la misma. Por ejemplo, el MINAGRI tiene políticas de in-
centivos para el drenaje de humedales, las modificaciones al Decreto 
25/2018 del MINAGRI impactaron negativamente la protección de 
las turberas, la Ley Minera también afecta de forma negativa a las 
turberas (ver Möller y Muñoz-Pedreros 2014). 

•	 Evaluar SbN como alternativa para la solución de problemas, rela-
cionado por ejemplo con la provisión y mantención de agua y ciclos 
hidrológicos, control de erosión, prevención de desastres naturales, 
mitigación de olas de calor, degradación de suelos, contaminación 
de aguas continentales y/o costeras, entre muchos otros. Estos son 
especialmente aplicables a ministerios o agencias públicas que otor-
gan subsidios a actividades económicas que tienen un foco en la 
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productividad, pero que no consideran la biodiversidad como factor 
clave para la mantención de dichas actividades (e.g. pesca artesanal y 
mantención de bosques de macroalgas, turismo de naturaleza y con-
servación de áreas de protección). 

Subsidio al Riego y Drenaje
La Ley N° 18.450 de Fomento al Riego y Drenaje es un subsidio que, 
a través de un sistema de concursos, puede bonificar hasta 90% del 
costo total del proyecto para acceder a infraestructura y sistemas de 
riego tecnificado, realizar nuevas construcciones y mejoramiento 
del sistema de conducción y distribución de awguas de riego y la 
construcción de una obra de riego y/o drenaje. A pesar de ser un 
instrumento que ha generado importantes ahorros de agua y au-
mentos de eficiencia en su uso, en algunos casos ha generado im-
pactos negativos en el medioambiente, como por ejemplo las plan-
taciones de paltos en cerros con vegetación xerofítica o el drenaje 
de humedales. 

En el caso de que se incluyan criterios de conservación de la bio-
diversidad en el análisis de los proyectos e instrumentos, este sub-
sidio podría evitar acciones nocivas e indeseadas. En ciertos ca-
sos, inclusive se podría fomentar la mantención o restauración de 
ecosistemas de ribera, como también de humedales, mejorando la 
biodiversidad, los servicios ecosistémicos del área y la seguridad 
hídrica intra y extrapredial.

Impuesto verde de fuentes fijas
El impuesto verde de fuentes fijas es un subsidio, pues se aplica a 
ciertos establecimientos en función del tamaño y la tecnología, y el 
despacho de las centrales se realiza bajo un esquema de optimiza-
ción económica que minimiza los costos totales del sistema sujeto a 
restricciones de calidad y seguridad del suministro. El actual diseño 
tiene cuatro efectos indeseados: i) el despacho no optimiza los cos-
tos económicos sociales (el impuesto es indiferente al impacto de 
las emisiones contaminantes en el territorio), ii) se generan incohe-
rencias, pues las centrales deben pagar por emisiones que no son 
propias, iii) el umbral establecido no es socialmente óptimo y dis-
criminación arbitraria en el subsidio por tipo de fuente o tecnolo-
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•	 Otra oportunidad es incluir la temática de conservación en los ins-
trumentos actuales de fomento a la innovación, de manera que las 
empresas puedan innovar en procesos y productos relacionados con 
la protección de la naturaleza y la biodiversidad. Al agregar estos cri-
terios a los subsidios o a instrumentos de fomento existentes, el im-
pacto e implementación en los sectores productivos es más rápido 
y directo, pues reduce el tiempo de adaptación a los nuevos instru-
mentos dado que la estructura legal y de transferencia de fondos ya 
está operando. 

Es importante que este proceso sea conducido de manera colaborativa 
con ministerios o agencias públicas vinculadas a estos subsidios, de ma-
nera de facilitar que estas puedan incorporar acciones o estándares que 
promuevan la conservación de la biodiversidad. 

21.	 Reducir o eliminar los subsidios perjudiciales para la biodiversidad

Los subsidios que se consideran perjudiciales para la biodiversidad son 
aquellos que inducen actividades de producción o consumo que exacer-
ban la pérdida de biodiversidad, particularmente importantes en los sec-
tores de la agricultura, la pesca y la silvicultura. En la 15° Conferencia de 
las Partes (COP 15) del CBD se adoptó un nuevo Marco Global de Biodi-
versidad Kunming-Montreal, que determinó en su Objetivo 18 eliminar 
progresivamente los subsidios perjudiciales que dañan la biodiversidad 
en al menos US$500 mil millones para 2030. Por ejemplo, en subsidios 
relacionados con las actividades agrícolas, pesqueras y forestales. Para 
cumplir con dicho objetivo se propone:

•	 Elaborar una propuesta para la eliminación o reducción de subsidios 
perversos basada en la evaluación de la propuesta N° 20. En esta lí-

gía. La reformulación que propone el estudio de GreenLab y Dictuc 
apunta a remover el criterio de tecnología, disminuir gradualmente 
el umbral de potencia a 20MWt e incluir el costo marginal utilizado 
para el despacho. Ello tiene por consecuencia aumentar el número 
de establecimientos gravados, eliminar la discriminación entre tec-
nologías y evitar los dos efectos adversos antes mencionados.

GreenLab y Dictuc, 2018
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Impuesto específico a los combustibles
La Ley de IEC grava los combustibles de forma diferenciada. La tasa 
impositiva del diésel se ha mantenido constante en 1,5 UTM/m³, 
mientras que la tasa de la gasolina bordea las 6 UTM/m³, siendo 
esta última significativamente menos contaminante que la prime-
ra. El IEC de la gasolina correspondió en 2018 entre el 36,9% y el 
40,3% del precio final de venta, mientras que del diésel solo corres-
pondió al 12,3%. En promedio, entre los años 2009 y 2017, el 80% de 
la recaudación del IEC correspondió a la venta de gasolina, mien-
tras que el diésel solo aportó con el 20%. Según el estudio del CEP/
Cieplan (Arellano y Corbo 2013), con el solo hecho de igualar la tasa 
de impuesto del diésel al de la gasolina, el Fisco recaudaría cerca 
de US$980 millones anuales. A nivel internacional, Chile es uno de 
los países de la Organización para la Cooperación y el Desarrollo 
Económico (OCDE) con la mayor brecha. Existe consenso entre los 
expertos nacionales en avanzar al menos en igualar la tasa impo-
sitiva del diésel con la de la gasolina, de manera de internalizar las 
externalidades negativas directas que produce el diésel.

nea, revisar todos los subsidios entregados por CORFO y los subsi-
dios de fomento productivo41.

•	 Entregar competencias al MMA para participar en el diseño de los 
subsidios y subvenciones, de manera que pueda incentivar activida-
des con impactos positivos en biodiversidad y desincentivar la entre-
ga de recursos a proyectos negativos en este ámbito, en línea con las 
recomendaciones del Informe Dasgupta, que denuncia la abismante 
diferencia que existe entre los flujos financieros privados que afectan 
negativamente a la biodiversidad respecto de aquellos que la protegen.

41 Francisca Toledo plantea que un avance en esta medida requiere resguardar el equili-
brio entre la protección a la biodiversidad y el interés público que el Estado busca fomen-
tar mediante determinados subsidios.

242



106  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030 Informe de la Comisión Conservación, Institucionalidad y Filantropía  |  107

| i
ii
. m

e
ta

s
, p

r
in

c
ip

io
s
, o

b
je

t
iv

o
s
 y

 p
r

o
p

u
e

s
ta

s
 |

Comparación internacional respecto de la diferencia en el monto 
del impuesto entre gasolina y diésel (2018)

Fuente: Banco Mundial 2019

Además de esta diferencia arbitraria en el impuesto que no se con-
dice con las externalidades negativas que generan, existen benefi-
cios tributarios para empresas que consumen diésel. Todas las em-
presas afectas al Impuesto al Valor Agregado (IVA) y las empresas 
constructoras que usen diésel con un fin distinto al de vehículos 
motorizados que transiten por las vías públicas en general pueden 
recuperar el IVA a través de un crédito fiscal o mediante su devolu-
ción. Además, las empresas de transporte de carga pueden recupe-
rar hasta el 25% del impuesto específico al petróleo diésel a través 
de la rebaja del débito fiscal. En promedio, entre 2009 y 2017, la re-
caudación efectiva ha sido 60% menor de lo que potencialmente se 
podría recaudar de no existir estas exenciones. En el año 2017, la 
devolución por ambos conceptos fue de $351 mil millones (pesos 
2018). Según el estudio del CEP/Cieplan (Arellano y Corbo 2013), la 
eliminación de estas dos exenciones tributarias y elevar la tasa de 
impuesto al diésel a 6 UTM por m³ aumentaría la recaudación fiscal 
en US$1.500 millones anuales. 

Datos de la Biblioteca del Congreso Nacional de Chile (2018).  
Análisis al impuesto específico a los combustibles y Mecanismo  

de Estabilización de Precios de los Combustibles (MEPCO)
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Objetivo Estratégico 6: Crear una institucionalidad para organizaciones 
privadas y de la sociedad civil que vele por la fe pública y permita sentar 
las bases para su adecuado funcionamiento en torno a la conservación.

22.	 Formalizar un catastro de APP y OMEC privadas

Crear un catastro de APP y OMEC privadas, de acceso público, que se 
actualice, fiscalice y reporte periódicamente. Dicho catastro debe con-
tener información básica sobre cada una de las áreas, por ejemplo: pro-
pietarios, gobernanza, área u objeto de conservación georreferenciado, 
presupuesto anual, valoración del servicio ecosistémico, etc.

23.	 Fortalecer el DRC con miras a que constituya un aporte efectivo a la 
conservación de la biodiversidad42.

Existe relativo acuerdo entre los expertos respecto de las falencias que 
presenta la actual legislación. Con el fin de abordar dichas falencias y 
fortalecer este instrumento que ha sido tremendamente exitoso en otros 
países, la Comisión propone:

•	 Definir claramente el carácter de derecho real y de gravamen, distin-
guiendo claramente cómo se relacionan con los otros derechos rea-
les existentes, tales como la servidumbre minera. 

 
•	 Restringir el uso del DRC de manera que se utilice efectivamente con 

fines de conservación. 

•	 Establecer en la ley un tiempo mínimo para los acuerdos de DRC.

•	 Crear un catálogo de causales generales de terminación, como se es-
tablece en el artículo 11.

•	 Elevar las exigencias para los titulares de DRC, estableciendo que 
sea una entidad sin fines de lucro, con misión de conservación y 
con la capacidad de ejecutar el acuerdo de forma efectiva y sin con-
flictos de interés.

42 Agradecemos las contribuciones de la Fundación Tierra Austral y, en particular, a Vic-
toria Alonso para la elaboración de las propuestas en materia de DRC. Con todo, los erro-
res u omisiones son de absoluta responsabilidad de los autores de este informe. 
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•	 Aumentar los incentivos para los propietarios que decidan gravar 
sus predios usando DRC. La experiencia internacional muestra que 
este instrumento vinculado a incentivos económicos logró incenti-
var al sector privado a conservar miles de hectáreas de alto valor en 
biodiversidad.

•	 Atribuir acciones judiciales potentes, como las que actualmente go-
zan las servidumbres. Por ejemplo: las acciones posesorias, que son 
un estatuto de garantías procesales que no tiene el DRC. 

•	 Impulsar el uso del DRC para el establecimiento de medidas de com-
pensación en el marco de la evaluación de proyectos o actividades 
que ingresan al SEIA. El DRC tiene un gran potencial —haciendo la 
salvaguarda de la necesidad de mecanismos estatales para su fisca-
lización de cumplimiento— para el establecimiento de medidas de 
compensación, permitiendo garantizar la seguridad jurídica, dado 
que por su naturaleza de derecho real afectará al predio sin impor-
tar el traspaso de la propiedad, y permite el desarrollo de actividades 
determinadas sin obligar al titular del proyecto o actividad a comprar 
el predio en cuestión, sino únicamente el precio determinado para 
adquirir la titularidad de DRC.

•	 Modificar la ley para que el SBAP o el SMA puedan fiscalizar el cum-
plimiento de los contratos de DRC. 

•	 En cuanto al DRC, regular expresamente que los gastos asociados 
a su constitución sean deducibles o acreditables, según sea el caso, 
para efectos tributarios por parte del constituyente, sea persona na-
tural o persona jurídica.

•	 Establecer alguna clase de reducción o exención de impuesto territo-
rial (contribuciones de bienes raíces) para propiedades que contem-
plen DRC o bien una reducción del avalúo de la propiedad que derive 
en una reducción del impuesto territorial atendidas las restricciones 
sobre la propiedad que conlleva el DRC.

24.	 Establecer estándares de transparencia, vinculantes para las institu-
ciones que sean beneficiarias de donaciones o recursos del Estado.

•	 Establecer estándares de transparencia para las iniciativas de con-
servación, que sean obligatorios para aquellas instituciones que sean 
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beneficiarias de donaciones o recursos del Estado. Los estándares de 
transparencia deben ser diferenciados, atendiendo la realidad de las 
distintas iniciativas, de manera de no desincentivar las pequeñas y me-
dianas iniciativas de conservación. El nivel de exigencia debe conside-
rar las características del propietario, del área u objeto de conservación, 
el monto de donaciones o beneficios estatales recibidos, entre otros.

Objetivo Estratégico 7: Aumentar y mejorar las capacidades institucio-
nales del Estado para la gestión de la conservación del patrimonio na-
tural de Chile.

Para lograr las metas comprometidas por el Estado de Chile en materia 
de conservación y restauración de la naturaleza es fundamental contar 
con un Estado moderno, eficiente en el uso de los recursos y eficaz en el 
cumplimiento de sus propósitos. Un número significativo de las acciones 
aquí propuestas presuponen un Estado en forma, con las capacidades 
suficientes para asumir y desarrollar nuevas funciones y cumplir con las 
actuales. Ello no responde ni a ingenuidad ni a un excesivo optimismo 
respecto del Estado; estamos conscientes de sus actuales debilidades, 
que van más allá de la institucionalidad ambiental. Sin embargo, sabe-
mos que el Estado es un actor indispensable e irremplazable en esta ta-
rea, considerando su rol regulador, fiscalizador y financiero. Dado que 
nos preocupa que el Estado pueda responder a estas nuevas exigencias, 
la Comisión consideró fundamental robustecer la institucionalidad esta-
tal con miras a su modernización. 

25.	 Fortalecer la institucionalidad del SBAP

•	 Avanzar en eliminar todas las superposiciones de competencias en la 
regulación de las actividades productivas, dado el enfoque sectorizado 
que ha estado presente desde los inicios de la regulación ambiental. En 
particular, preocupa la superposición de funciones entre el SBAP y la 
CONAF en materia de bosques nativos, y con el SAG respecto a fauna.

•	 Eliminar incoherencias entre las diferentes políticas o programas del 
Estado. Por ejemplo, revisar el Programa de Suelos Degradados (SIR-
SD), establecido en la Ley N° 20.412 de 2010, que es contradictoria 
con el objetivo de fomentar la plantación de bosque nativo. Hay que 
alinear los beneficios de la Ley de Bosque Nativo con los del progra-
ma SIRSD para mayores opciones a la reforestación y restauración 
del bosque nativo.
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•	 Coordinar la Ley de Humedales Urbanos y Ley Marco de Cambio Cli-
mático con el nuevo SBAP para evitar o corregir eventuales superpo-
siciones de objetivos.

•	 Aumentar el espectro de las infracciones y fortalecer el sistema de 
fiscalización y sanciones. Actualmente, las infracciones son muy aco-
tadas y el sistema de fiscalización y sanción fragmenta el modelo ins-
titucional, introduciendo elementos y procedimientos distintos a los 
hasta ahora aplicados por la SMA.

•	 Entregar competencias al Servicio en materia de Planes de Descon-
taminación o Prevención de áreas declaradas saturadas o latentes. 
Dado que estos planes contienen lineamientos para la formulación 
de medidas de compensación, resulta deseable en pro de la coordi-
nación y coherencia que estas competencias estén reunidas en un 
mismo organismo.

26.	 Fortalecer las capacidades del SBAP en capital humano y físico

•	 Fortalecer a nivel regional las capacidades técnicas, científicas y ope-
rativas para la gestión público-privada de la biodiversidad. Contar 
con las capacidades para la gestión de la biodiversidad amenazada, 
gestión de amenazas con énfasis en cambio climático y especies in-
vasoras, restauración ecológica de hábitats degradados o quemados, 
creación de nuevas áreas protegidas mixtas, estrategias de financia-
miento y gobernanza con comunidades locales.

•	 Fortalecer las capacidades en gestión de turismo en AP, que permitan 
avanzar en planes de uso público, capacidad de carga, calidad de aten-
ción y requerimientos de infraestructura con la finalidad de gestionar 
las crecientes necesidades de visitación de calidad y de bajo impacto.

•	 Capacitar personal regional para que pueda gestionar la postulación 
y construcción de proyectos de infraestructura a fondos regionales y 
nacionales y su mantención en el tiempo.

•	 Asignar presupuesto para capital, como maquinaría y equipamiento 
para la construcción y mantenimiento de infraestructura a nivel de 
las unidades.
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•	 Fortalecer el equipamiento y personal, que permita la investigación 
de ilícitos y generación de pruebas dentro y fuera de las AP. Adicio-
nalmente, se debe contar con equipos legales que hagan seguimiento 
a las causas en la justicia.

•	 Formar equipos para la creación, gestión y acompañamiento de áreas 
de conservación público-privadas. 

27.	Ampliar la prevención y reducir propagación  
de incendios forestales.

•	 Se debe avanzar en la creación del Servicio Forestal, proyecto de 
ley que fue presentado en el Congreso el año 2018 y no se ha avan-
zado en su tramitación. Este servicio debe entregar la institucio-
nalidad para la política forestal del Estado. En el área específica de 
incendios, debe cumplir con los objetivos de prevenir y dar rápido 
combate. Este servicio debe contar con una dotación actualizada 
con respecto a CONAF y proporcional a las necesidades actuales, 
tomando en consideración el mayoren el riesgo e impacto que ge-
neran los incendios forestales en el contexto del cambio climático y 
sus olas de calor asociadas. 

•	 La nueva institucionalidad forestal debe permitir reducir el tiempo y 
los procedimientos de contratación para los equipamientos de com-
bate y las aeronaves, cuyos contratos son renovados anualmente y 
toman más de 6 meses en ejecutarse, utilizando para ello una impor-
tante cantidad de recursos institucionales. 

•	 La institucionalidad del servicio debe permitir al personal de cuadri-
llas avanzar en una carrera laboral dentro del servicio y evitar que todos 
los brigadistas deban ser recontratados anualmente. Con esto se puede 
adicionalmente profesionalizar la labor de combate y contar con perso-
nal en épocas tempranas y tardías de la temporada de incendios.

•	 Para la siguiente temporada, se deben preparar y equipar brigadas 
especiales para el combate nocturno de los incendios, al menos en 
las regiones de Valparaíso, O’Higgins, Maule, Ñuble, Bío-Bío y Arau-
canía. En este sentido es importante formar brigadas entrenadas en 
los procedimientos de seguridad y de combate nocturnos. Para estas 
funciones, se debe dotar a personal de equipamientos de comunica-
ciones especiales y de seguridad.
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•	 Se propone establecer un grupo de trabajo con la Dirección General de 
Aeronáutica Civil (DGAC) para establecer procedimientos y regulacio-
nes que permitan el vuelo nocturno de aeronaves especializadas en el 
combate de incendios, tal como se realiza en Estados Unidos y Canadá.

•	 Se deben establecer mecanismos de apoyo o fomento ágiles que per-
mitan a los propietarios forestales tomar acciones para evitar la pér-
dida de suelo o erosión posterior a los incendios forestales. 

•	 Se deben crear mecanismos financieros que fomenten la reforesta-
ción y tengan consideraciones ambientales y de reducción de riesgos 
de propagación. En este sentido se debe reforestar con especies nati-
vas en ciertos sectores y tener densidades de plantación menores en 
los bordes, para reducir la velocidad de propagación.

Objetivo Estratégico 8: Reconocer el rol fundamental de las comunida-
des en la gestión efectiva de la conservación, diseñando mecanismos 
de gobernanza inclusivos y colaborativos, y fomentar el turismo para 
la conservación.

La interrelación de las comunidades cercanas con las áreas protegidas es 
un pilar fundamental para entregar oportunidades económicas y de de-
sarrollo a sus habitantes como también para mejorar la gestión del área y 
la efectividad de su manejo. Con esta finalidad es necesario implementar 
un sistema de instrumentos y políticas que permitan esa relación virtuo-
sa y evitar que las comunidades y el turismo se conviertan en amenazas 
para la conservación. 
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28.	 Desarrollar e implementar a nivel regional las estrategias locales 
de inserción de las comunidades de las zonas aledañas a las AP con 
una mirada de conservación.

•	 Se propone que se incluyan las estrategias locales de inserción de las 
comunidades de las zonas aledañas dentro de los objetivos de las Es-
trategias Regionales de Ordenamiento Territorial de cada región. En 

Experiencias internacionales exitosas de trabajo  
con las comunidades locales
Ejemplos de esta interrelación existen en numerosas AP en el 
mundo y uno de sus mejores ejemplos son los parques Virunga y 
Bwindi, que protegen a poblaciones de gorilas en África, los cuales 
estuvieron al borde de la extinción. Actualmente, las comunidades 
participan activamente del turismo y de las estrategias de conserva-
ción, permitiendo que las amenazas disminuyan y las poblaciones 
se recuperen. Las comunidades participan y se benefician como 
guías, como proveedores de alojamiento y de servicios. También 
esas comunidades, que son parte de la gobernanza del parque, han 
decidido cambiar los cultivos tradicionales de las zonas aledañas 
por cultivos de té, lo que permite que las poblaciones de gorilas no 
dañen los cultivos ni tampoco se movilicen fuera de los bosques, ya 
que los cultivos de té no les son atractivos.

Otro ejemplo interesante son las Áreas Protegidas Indígenas (IPA 
por sus siglas en inglés) en Australia. Estas son áreas terrestres y 
marinas administradas como áreas protegidas para la conserva-
ción de la biodiversidad por grupos de indígenas a través de acuer-
dos voluntarios con el gobierno de Australia. Las IPA son parte del 
Sistema de Reserva Nacional de Australia y aportan con 87 millones 
de hectáreas de tierra, representando más del 50% del Sistema de 
Reserva Nacional. Las IPA han generado oportunidades laborales 
para los grupos indígenas y han traído estabilidad financiera a las 
comunidades, a su vez, la administración de estas áreas protegidas 
ha traído beneficios sociales, económicos, educacionales y en salud 
a los grupos indígenas. 

Más sobre el programa IPA en:  
https://www.dcceew.gov.au/environment/land/indigenous-protected-areas
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su elaboración e implementación se deben considerar las miradas y 
propuestas de diversos servicios regionales, como el de Turismo, del 
Instituto de Desarrollo Agropecuario (INDAP), SAG, de la CONAF, en-
tre otros, con la finalidad de plasmar una mirada estratégica común 
para los territorios aledaños a las AP y su posterior implementación. 

•	 El desarrollo turístico de las comunidades aledañas debería poder 
plasmarse en los proyectos regionales de inversión y zonificación, 
con una estrategia interministerial.

•	 Se propone fomentar estrategias de conservación o recuperación de 
hábitats y especies por parte de las comunidades aledañas, con el 
acompañamiento técnico del SBAP, de ONG especializadas o univer-
sidades regionales.

29.	 Diseñar y promover el desarrollo de turismo para la conservación.

•	 Avanzar en crear e instalar estándares de conservación de biodiversi-
dad en la industria del turismo.

•	 Incorporar al turismo como un actor relevante para la conservación 
en la ENB. Esta debe definir las áreas prioritarias para el desarrollo 
turístico en diálogo con los Gobiernos Regionales y establecer metas 
medibles para su implementación. 

•	 A partir de la ENB, la Subsecretaría de Turismo debe realizar un le-
vantamiento de información que permita la elaboración de un plan 
de desarrollo a 5 y 10 años. Dicho plan de desarrollo debe contar con 
la participación intersectorial de los otros ministerios y servicios, 
como por ejemplo el Ministerio de Obras Públicas, el Ministerio de 
Energía, la CORFO, etc. y debe tener metas claras para cada una de las 
instituciones involucradas. El plan debe contar con la participación 
de las comunidades aledañas y los principales actores de la zona. 

 
•	 Fortalecer los mecanismos que promuevan el turismo y servicios de 

calidad, sustentables y con certificación a través de CORFO, INDAP o 
Servicio Nacional de Turismo (SERNATUR). Adicionalmente, deben 
existir sistemas de fiscalización adecuados para evitar la provisión de 
servicios turísticos por parte de proveedores que no cumplan con los 
estándares y certificaciones de sustentabilidad. 
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•	 Fortalecer el sistema de fiscalización para evitar la provisión de ser-
vicios turísticos por parte de proveedores que no cumplan con los 
estándares y certificaciones de sustentabilidad.

•	 Contar con programas e instrumentos para el fomento al emprendi-
miento formal de servicios y guías turísticos que se basen en conoci-
miento y cuidado de la biodiversidad.

•	 Contar con dotación adecuada en las áreas protegidas que se bus-
quen potenciar a través del turismo, de manera de resguardar de for-
ma adecuada el patrimonio natural que se busca proteger. 

30.	 Educación ambiental y tenencia responsable de mascotas

•	 Desarrollar e implementar con fuerza planes de educación ambien-
tal, tanto a nivel de educación básica, como también a familias, turis-
tas, comunidades aledañas, etc.

•	 Entregar recursos económicos adecuados a los municipios para la 
implementación de los planes de tenencia responsable de mascotas 
con la colaboración activa de las comunidades. Se deben incluir re-
cursos para relocalizar a individuos asilvestrados.

Entendemos que estas propuestas tienen un costo económico y de opor-
tunidad para los gobiernos, que son los responsables de liderar este ca-
mino. En la Tabla 1 se ordenan las propuestas que conllevan un costo 
económico directo en tres categorías en función de un orden de magni-
tud. Como puede observarse, la mayor parte de las propuestas tiene un 
costo anual menor a los US$5 millones. La propuesta 11, que consiste en 
fortalecer el FNC, contempla una inversión de una vez de US$50 millones 
por parte del Estado apalancada por otros US$50 millones provenientes 
de donaciones del sector privado. La propuesta más onerosa tiene rela-
ción con el SBAP y la gestión efectiva de las áreas protegidas. En este sen-
tido, la propuesta 8 incluye en el presupuesto a las propuestas 9 y 26, que 
profundizan distintas dimensiones del SBAP. Finalmente, la propuesta 12 
no fue considerara en la Tabla 1 pues, en estricto rigor, no es una acción 
que implique gastos para la conservación, sino que propone diversos 
mecanismos para financiar las diversas propuestas que tienen por fin la 
conservación de la biodiversidad. En este sentido, la propuesta 12 no es 
un costo que se suma a las otras propuestas, sino que muestra distintas 
formas para su financiamiento.
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Propuesta ≤ US$-
5Mill

≥ US$5Mill  
y ≤US$50Mill

≥ US$50 
Mill

1. Identificar y crear nuevas áreas protegidas 
en ecosistemas subrepresentados x

3. Restauración de ecosistemas x

7. El Estado debe apoyar la asociatividad 
entre propietarios para la creación de áreas 
protegidas privadas

x

8. Aumentar el presupuesto fiscal para  
el financiamiento del SBAP* x

11. Fortalecer el FNC** x

14. Crear programas de incentivos para des-
tinar la tierra formalmente a la conservación x

15. Fondos concursables para APP y OMEC x

27. Ampliar la prevención y reducir  
propagación de incendios forestales x

30. Educación ambiental y tenencia  
responsable de mascotas x

Fuente: Elaboración propia
* Incluye las propuestas 9 y 26 relativas a las AP públicas y a las capacidades humanas  
y físicas del SBAP.
** Esta propuesta implica una inversión de solo una vez de US$50 millones de dólares.

Tabla 1:
Rango de costo de las propuestas en dólares 2022
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Picaflor de Arica es una especie endémico de nuestro país, y su hábitat se encuentra principalmente en los valles de Azapa,  
Chaca y los alrededores en Arica.
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El mayor desafío que enfrenta la humanidad es la preservación de la 
naturaleza y la biosfera, que tienen un valor intrínseco además de 
ser condición de posibilidad para la vida humana. Una biodiversi-

dad sana permite generar y mantener contribuciones que son elemen-
tales para la vida. Sin embargo, la naturaleza y biodiversidad exhiben el-
evados niveles de degradación producto de la acción del hombre, lo que 
conlleva consecuencias dañinas para la vida de las personas. Según el 
informe Planeta Vivo (WWF 2022), desde 1970 las poblaciones de espe-
cies silvestres han descendido en promedio en 69%, siendo la región de 
América Latina la más afectada, con un descenso de 94%. 

La naturaleza y biodiversidad de Chile exhiben un alto grado de degrada-
ción. A nivel de especie se ha estimado que el 62,4% de las especies clasi-
ficadas y el 49,6% de los ecosistemas terrestres se encuentran bajo ame-
naza (MMA 2017). Nuestra biodiversidad precisa acciones concretas en 
los territorios, considerando una mirada integral, desarrollo y articula-
ción de múltiples instrumentos, informada por el conocimiento acumu-
lado que existe no solo a nivel nacional, sino global. Para ello se requie-
ren políticas y legislación que promuevan la conservación y restauración 
de la biodiversidad, aminoren actividades incompatibles o dañinas para 
los ecosistemas y fomenten un entendimiento social que permita valorar 
la naturaleza y destinar recursos de inversión y operación.

Las áreas protegidas son el principal instrumento para la protección de 
nuestra biodiversidad. Ellas cumplen un rol relevante en materia de con-
servación y provisión de servicios ambientales, incluyendo aquellos más 
directamente vinculados a las personas, como fortalecer su salud mental 
y física, así como oportunidades de recreación y de conocimiento. Las 
áreas protegidas pueden ser también un motor de desarrollo de los te-
rritorios, no solo en áreas rurales, trayendo progreso y oportunidades a 
las comunidades aledañas a las zonas de protección existentes, tanto en 
zonas remotas como en las más densamente pobladas. 

iv. conclusión
——
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En 2022 Chile suscribió el acuerdo de Kunming-Montreal, que establece, 
entre otros compromisos, la protección efectiva del 30% de la superficie 
terrestre para el año 2030. El actual Sistema Nacional de Áreas Protegi-
das del Estado cubre el 21,41% de la superficie terrestre del país a nivel 
nacional. Si además consideramos los Santuarios de la Naturaleza, este 
porcentaje se eleva a 21,83%. Las iniciativas de conservación privadas, 
tanto Santuarios de la Naturaleza como otras no reconocidas por el Es-
tado, cubren el 1,68% de la superficie terrestre, siendo el porcentaje de 
protección total 23,29%. Este porcentaje es relativamente alto en compa-
ración con el promedio global que bordea el 17%. Sin embargo, nuestro 
país presenta cuatro problemas graves en materia de conservación de la 
biodiversidad. En primer lugar, la protección a nivel de ecosistemas es 
muy desigual. Considerando todas las iniciativas de conservación, solo 
27 pisos vegetacionales de 125 tendrían 30% o más de su superficie pro-
tegida, estando la gran mayoría de los ecosistemas insuficientemente 
protegida. La mayor superficie protegida, considerando tanto las áreas 
públicas como privadas, se encuentra en las regiones de Aisén y Magalla-
nes, mientras que las regiones con menor protección son las del norte y el 
centro del país. En segundo lugar, nuestra protección oficial está lejos de 
ser una protección efectiva. Chile se encuentra dentro de los diez países 
del mundo que menos invierte en conservación y dentro de la región so-
mos de los países que menos gasta por hectárea protegida. La evaluación 
del desempeño ambiental de 2016 de la CEPAL/OCDE indicó que Chile 
invertía anualmente US$1,3 por hectárea en las áreas protegidas del Esta-
do, mientras países como Costa Rica, Argentina, Colombia y Brasil gastan 
US$16, US$10 y US$4 (los dos últimos), respectivamente. Estas enormes 
diferencias con los países de la región no reflejan el nivel de ingreso que 
ostenta Chile, ni las amenazas que enfrentan nuestros ecosistemas y su 
biodiversidad. En tercer lugar, existen falencias institucionales que no 
permiten un manejo integrado y efectivo de las áreas protegidas. Y, en 
cuarto lugar, no contamos con incentivos ni con un marco regulatorio 
adecuado para promover la participación del sector privado en la con-
servación. A continuación, enunciaremos algunas de las principales fa-
lencias detectadas en el diagnóstico a propósito de la institucionalidad y 
financiamiento para la conservación de la biodiversidad. Estas son:

•	 Se carece de un sistema nacional e integrado de áreas de protección 
público y privado, con criterios nacionales unificados.

•	 El sistema de áreas protegidas presenta importantes deficiencias en 
la representatividad de los ecosistemas protegidos.
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•	 Hay una carencia de instrumentos que permitan conectar ecológi-
camente las áreas protegidas, así como instrumentos que permitan 
controlar amenazas que provienen desde fuera de estas, como pue-
den ser especies invasoras, incendios, contaminación, entre otras.

•	 El marco regulatorio no reconoce ni integra la conservación de eco-
sistemas y hábitats de especies por agentes privados ni las otras me-
didas efectivas de conservación basadas en áreas.

•	 Ausencia de incentivos para fomentar la participación del sector pri-
vado en la tarea de conservación de la biodiversidad.

•	 No contamos con instrumentos adecuados para un ordenamiento 
territorial que permita organizar y planificar el territorio de forma in-
tegral, considerando el valor fundacional que tiene la biodiversidad 
para el bienestar de las sociedades y las actividades productivas. Esta 
carencia es especialmente crítica en el mundo rural, donde el marco 
regulatorio actual impide planificar el desarrollo de las áreas rurales 
y crear nuevos villorrios rurales.

•	 Ausencia de una normativa urbanística que permita el desarrollo de 
proyectos turísticos, de equipamiento de servicios en el área rural.

•	 Hay inexistencia de mecanismos formales de cogestión con perti-
nencia cultural de las áreas protegidas, en las que las comunidades 
locales e indígenas del territorio sean incorporadas en los modelos 
de gobernanza.

•	 No existe una regulación específica respecto a las prohibiciones y 
usos permitidos en las áreas protegidas, que otorgue certeza jurídica 
a todos los actores y permita hacer una mejor gestión de conserva-
ción en tales áreas protegidas.

•	 La toma de decisiones a nivel territorial está muy centralizada en los 
ministerios, siendo muy débil la participación en la toma de decisio-
nes de los gobiernos regionales, comunales y de los actores más rele-
vantes en el territorio. 

•	 No existe financiamiento adecuado para implementar de manera 
efectiva, eficaz y permanente la gestión de conservación dentro de las 
áreas protegidas, careciendo muchas de ellas de planes de manejo, 
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de personal capacitado para el diseño e implementación de monito-
reo, y presentando falencias en los sistemas de vigilancia y fiscaliza-
ción, así como medios para enfrentar amenazas o para articularse de 
manera virtuosa con las comunidades aledañas, entre otras cosas. 

•	 No existe una agencia que aborde de manera integral la información 
de la biodiversidad, en toda su complejidad, y que esté conectada de 
manera virtuosa con el diseño de políticas de conservación o desa-
rrollo, su implementación o monitoreo de su efectividad. 

•	 El Estado no considera criterios de capital natural y biodiversidad en 
su toma de decisiones sobre proyectos de inversión en obras públi-
cas, ni para organizar el desarrollo integral en los territorios.

•	 Los subsidios y programas sectoriales no consideran en su diseño las 
externalidades negativas para la biodiversidad.

•	 Falta de recursos para financiar la conservación de la biodiversidad 
en Chile. El presupuesto estatal es insuficiente para financiar de for-
ma adecuada la protección de nuestro capital natural.

•	 Baja diversificación de fuentes de financiamiento para las áreas pro-
tegidas de Chile. Actualmente no se están implementando mecanis-
mos innovadores de financiamiento, como, por ejemplo: pago por 
servicios ecosistémicos, seguros paramétricos, etc.

La nueva Ley (Boletín N° 9.404-12), que crea el Servicio de Biodiversi-
dad y Áreas Protegidas (SBAP), permitirá subsanar múltiples falencias 
de la actual institucionalidad. Entre los elementos positivos se destacan 
los siguientes:

•	 Crea un servicio público, cuyo objetivo y misión es la conservación 
de la biodiversidad en todo el país y estará a cargo de administrar 
todas las áreas protegidas del Estado, terrestres y marinas.

•	 Modifica una serie de cuerpos legales para eliminar superposicio-
nes y ordenar la competencia de los distintos sectores en materia de 
áreas protegidas y otros instrumentos de gestión de la biodiversidad.

•	 Crea el SNAP, constituido por el conjunto de áreas protegidas, públi-
cas y privadas, terrestres y marinas.
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•	 Establece una regulación para las áreas protegidas del Estado, sus ca-
tegorías, administración y cogestión con comunidades.

•	 Crea instrumentos para la conservación de la biodiversidad tanto 
dentro como fuera de las áreas protegidas.

•	 Regula las APP, su creación y gestión, estableciendo ciertos incenti-
vos y exigencias.

Con todo, la eventual nueva institucionalidad mantiene ciertas falencias 
que deben ser subsanadas una vez que se implemente el Servicio, espe-
cialmente aquellas relativas al financiamiento.

El objetivo de este documento es precisamente entregar una hoja de ruta 
que permita abordar las falencias descritas, orientando el curso de ac-
ción del país para alcanzar las metas suscritas por Chile en los distin-
tos acuerdos internacionales con foco en las áreas protegidas, que son 
el principal instrumento para la protección de la biodiversidad. Con este 
propósito, la Comisión prioriza cinco metas de conservación de la biodi-
versidad para el año 2030. Estas metas son: 

i.	 Proteger el 30% de la tierra y los océanos de manera representativa 
por ecosistema, priorizando los ecosistemas subrepresentados que 
se encuentren altamente amenazados, con alto riesgo climático y 
que tengan mayor valor ecológico. 

ii.	 Mejorar el estado de conservación de especies en peligro de extinción. 

iii.	 Contar con plan de manejo y un cronograma de mediano plazo para 
su implementación efectiva en el 100% de las áreas protegidas públi-
cas del Sistema Nacional de Áreas Protegidas.

iv.	 Desarrollar un programa de restauración de territorios aledaños de 
AP de 2 millones de hectáreas. 

v.	 Reducir en al menos el 30% la brecha de financiamiento para la ges-
tión de conservación de la biodiversidad identificada en la Estrategia 
Nacional para la Movilización de Financiamiento.

Junto con las metas, la Comisión estableció cinco principios transversa-
les que deben orientar las propuestas de política pública. Estos principios 

259



124  |  Conservación efectiva de la biodiversidad: 30 medidas urgentes para 2030

| iv. c
o

n
c

lu
s

ió
n | 

son: i) programas y acciones basadas en conocimiento, ii) los esfuerzos 
deben responder a una Estrategia Nacional, iii) favorecer instrumentos 
de fomento sustentables, eficientes, focalizados, verificables y adapta-
dos a las realidades locales, iv) la gestión debe ser descentralizada y la 
toma de decisiones debe considerar la opinión de los diversos actores, y 
v) debe existir coherencia institucional en el Estado.

Dada la naturaleza sistémica, integrada y compleja de la biodiversidad 
es preciso abordar en las propuestas de política diferentes dimensiones, 
incluyendo aspectos de regulación, manejo de datos, administración 
efectiva y eficiente, financiamiento sustentable, conectividad, diseño, 
implementación y monitoreo efectivo de planes de manejo desarrollados 
con estándares de conservación, articulación con las comunidades y los 
territorios, entre otros. Por otra parte, la magnitud del desafío al cual nos 
enfrentamos exige no solo un Estado comprometido con esta tarea, sino 
también un rol activo de la sociedad civil y otros actores, que permitan 
desarrollar sistemas integrados público-privados, tendientes a fomentar 
su participación, levantar estándares, focalizar e integrar esfuerzos de 
manera complementaria y sinérgica. Con el compromiso de todos, del 
Estado, de las personas, la sociedad civil y del sector productivo, podre-
mos cumplir este enorme desafío.

Las treinta propuestas de política pública que se presentan en este informe 
son el resultado de un largo período de trabajo y deliberación de los miem-
bros de la Comisión. Con ello se busca subsanar las falencias detectadas en 
el diagnóstico en los diversos ámbitos que son fundamentales para alcan-
zar la conservación efectiva del 30% del territorio terrestre nacional y con 
ello proteger nuestra biodiversidad. Estas propuestas se ordenan bajo ocho 
objetivos estratégicos. Estos dicen relación con i) aumentar a 30% la super-
ficie terrestre protegida en 2030 con adecuada representatividad y conecti-
vidad ecosistémica; ii) implementar un sistema integrado de áreas protegi-
das públicas y privadas; iii) aumentar el financiamiento a la conservación a 
través de diversos mecanismos de financiamiento; iv) diseñar e implemen-
tar un sistema de información de biodiversidad integrado, útil para la toma 
de decisiones; v) incluir la dimensión de conservación de la biodiversidad 
en los programas públicos y reducir los subsidios perversos; vi) crear una 
institucionalidad que facilite y resguarde la fe pública de las organizaciones 
privadas dedicadas a la conservación; vii) aumentar y mejorar la capacidad 
institucional del Estado para la gestión de la conservación del patrimonio 
natural de Chile y viii) incluir efectivamente a las comunidades en la ges-
tión de la conservación y fomentar el turismo sustentable.
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Dado que los esfuerzos de los gobiernos son limitados, resulta indispen-
sable para orientar la tarea del Estado en el corto plazo priorizar entre 
los Objetivos Estratégicos y las 30 propuestas. Entre los Objetivos Estra-
tégicos, la Comisión considera que los más urgentes, dado el escenario 
actual, son: el aumento del porcentaje de superficie terrestre a proteger, 
la implementación del sistema integrado de áreas protegidas, el finan-
ciamiento y la generación de un sistema integrado de información para 
la toma de decisiones. Asimismo, la Comisión consideró que, en una pri-
mera etapa, las propuestas más urgentes de llevar a cabo son:

•	 Generar un cronograma de implementación del SBAP hasta 2030.

•	 Actualizar la Estrategia Nacional de Biodiversidad, incluyendo accio-
nes para desarrollar las OMEC.

•	 Identificar y crear nuevas áreas protegidas en ecosistemas subrepre-
sentados.

•	 Aumentar el financiamiento destinado a la conservación y diversi-
ficar las fuentes de financiamiento a través de una institucionalidad 
que permita y facilite utilizar nuevas herramientas financieras.

•	 Reconocer formalmente a las OMEC y formalizar un catastro de APP 
y OMEC.

•	 Generar un sistema integrado y permanentemente actualizado de in-
formación para la toma de decisiones públicas y privadas.

•	 Fortalecer el FNC.

En materia de financiamiento, el estudio que encargó el CEP a Figueroa 
(2023) estima que la brecha en el financiamiento para gastos perma-
nentes de operación del SNASPE considerando el presupuesto 2023 de 
la CONAF (glosa 04) oscila entre $44 y $57 mil millones anuales. A ello 
se debe sumar la brecha en el financiamiento de gastos operacionales 
de los Santuarios de la Naturaleza y de las iniciativas de conservación 
privada, que fluctúan entre $16 mil millones y $21 mil millones anuales. 
Considerando el aumento presupuestario que contempla la ley del SBAP, 
la Comisión estima que el presupuesto operacional del SBAP para todo 
el sistema nacional de áreas protegidas debiera incrementarse en el corto 
plazo en un rango de $24 a $42 mil millones anuales. A ello se debe sumar 
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una inversión de entre $75 y $112 mil millones. El costo operacional que 
implica aumentar las áreas protegidas para proteger el 30% de la superfi-
cie terrestre se estima en cerca de $187 mil millones anuales en régimen 
para un escenario donde el 50% de la nueva superficie esté protegida en 
áreas grandes, el 30% en medianas y el 20% en pequeñas. Sin duda, el 
costo que implicará la protección del 7% adicional de superficie terrestre 
depende directamente del tamaño de las áreas protegidas.

Finalmente, es importante no olvidar que el Estado tiene una tarea fun-
damental en la protección de nuestra naturaleza y biodiversidad. Ello 
exige un Estado moderno, eficiente y eficaz, descentralizado y descon-
centrado, con capital humano adecuado y distribuido equitativamente 
en el territorio. La creación del nuevo Servicio de Biodiversidad ofrece 
una gran oportunidad en este sentido, donde la calidad técnica del Servi-
cio debiera ser un valor fundamental a resguardar.
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coordinación: Guillermo Sapaj Aguilera, director ejecutivo  
Así Conserva Chile. 
asesora en app: Constanza Pinochet Cobos.
equipo de apoyo: Francisco Sepúlveda Sánchez, Víctor Hinojosa  
Sandoval, Nicol Morales Bravo, Reynalda Zárate Ávila, Daniela Cerda 
Moya, Nicolás Ovalle Zamudio y Daniela Olguín Pizarro.

Sobre Así Conserva Chile:

Con más de 40 áreas socias, Así Conserva Chile es una asociación gremial 
(A.G.) que reúne a una diversidad de áreas e iniciativas que representan 
de gran manera al movimiento de conservación voluntaria en Chile. For-
mada el 2010 en la ciudad de Valdivia, la A.G considera la asociatividad 
como la principal herramienta para conseguir avances para la conserva-
ción en Chile, así como un mayor alcance y reconocimiento para el trabajo 
de sus asociados, en un escenario donde no existen mayores beneficios o 
incentivos para conservar en el mundo privado. La A.G., además de brin-
dar asesorías y acompañar a sus socios, se involucra en la generación de 
políticas públicas que beneficien al sector y en los últimos años destaca su 
trabajo de establecimiento de estándares nacionales para la conservación 
privada. Hoy, además, Así Conserva Chile es socio y preside el comité chi-
leno de miembros de la Unión Internacional para la Conservación de la 
Naturaleza (UICN).

anexo i
Caracterización de las iniciativas de ]
conservación privada en Chile al 2022, 
con énfasis en su potencial como áreas 
protegidas formales
——
Así Conserva Chile A.G
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i. introducción

En el marco de una consultoría para el Proyecto Especial sobre Conser-
vación, Institucionalidad y Filantropía del Centro de Estudio Públicos, el 
presente informe describe el proceso y presenta los resultados obtenidos 
en la caracterización de las iniciativas de conservación privada (ICP) en-
tre noviembre de 2021 y febrero de 2022 por Así Conserva Chile. Hasta la 
fecha, el último esfuerzo de diagnóstico y caracterización de las ICP en 
Chile se realizó el 2013 por Fundación Senda Darwin, Así Conserva Chile 
y colaboradores (Núñez, M. et al. 2013), y mientras que este trabajo no 
pretende reemplazar lo allí realizado, sí se propone establecer una radio-
grafía actualizada de la situación, ya que muchas de las ICP catastradas 
en el 2013 se han disuelto o se encuentran inactivas. Pero, además, este 
ejercicio incorpora en el análisis los avances logrados para el movimiento 
de la conservación que realizan privados y comunidades, tanto a nivel 
nacional como internacional, donde destacan el reconocimiento de dife-
rentes tipos de gobernanza para la conservación, así como el surgimiento 
de estándares para áreas protegidas y de propuestas de políticas públicas 
con las que anteriormente no se contaban.

En primer lugar, destaca la necesidad planteada desde el quehacer y la 
experiencia de Así Conserva Chile de transitar desde el concepto de ICP, 
el cual desde sus orígenes se acuñó ante la ausencia de una plataforma 
estandarizada para definir los procesos y formas de manejo llevados vo-
luntariamente por la sociedad civil en sus proyectos de conservación, 
hacia el concepto formal de área protegida (AP), entendiendo que este 
último incorpora lineamientos internacionalmente consensuados sobre 
un área en la que sus valores naturales, culturales y de servicios ecosis-
témicos están siendo efectivamente conservados en el largo plazo. Ade-
más, a partir de este concepto se pueden distinguir tres dimensiones o 
modelos de gobernanza (privada, comunitaria o mixta), que con el con-
cepto de ICP no se lograban diferenciar del todo. En este contexto, existe 
una aceptación cada vez más creciente de que incorporar en los análisis y 
generación de políticas la dimensión de los diversos mecanismos y de la 
calidad de la gobernanza es crucial para lograr mayor equidad, eficacia, 
y eficiencia en la gestión de la conservación de la biodiversidad (Borri-
ni-Feyerabend, G. et al. 2014).

Sin embargo, la incorporación de una visión desde la buena gobernanza 
para las áreas protegidas en Chile se encuentra aún en un estado prema-
turo. Esto quiere decir, que el reconocimiento de las marcadas diferen-
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cias en los mecanismos de gestión y de toma de decisiones en escenarios 
privados, comunitarios y mixtos (público-privados), aún no ha podido 
ser plasmado en un trabajo que reconozca las ventajas y particularidades 
de estos tres tipos de gobernanzas y que brinde plataformas de integra-
ción, beneficios y financiamiento adecuadas. Por esto mismo, el presente 
trabajo continúa con la inseparabilidad de los tipos de gobernanza eng-
lobado en el concepto de ICP, entendiendo que una movilización mayor 
de recursos debiera ponerse en curso para reconocer y estandarizar los 
diferentes tipos de áreas protegidas que se han establecido en las últimas 
tres décadas, fuera de lo abarcado por el Servicio Nacional de Áreas Sil-
vestres Protegidas (SNASPE) que administra el Estado a través de CONAF.

Otro avance importante que separa el contexto actual con el de la década 
pasada, es el advenimiento de estándares para áreas protegidas que, en-
tre otras cosas, permiten operativizar el concepto y proporcionar un mar-
co para la generación de mejores prácticas para conseguir resultados más 
eficaces y equitativos en la conservación. Destaca el proceso de estanda-
rización liderado por la Unión Internacional para la Conservación de la 
Naturaleza (UICN) enfocado hacia toda área protegida, sin distinguir en-
tre los diferentes tipos de gobernanza, denominado como la Lista Verde 
de Áreas Protegidas y Conservadas (UICN y Comisión Mundial de Áreas 
Protegidas 2017). La Lista Verde ha sido crucial para inspirar procesos de 
estandarización de las áreas protegidas en el mundo, destacándose en 
nuestro país el proceso de construcción de los estándares para conservar 
elaborados por Así Conserva Chile y Fundación Tierra Austral (2020) en-
tre 2019 y 2020. Entre estos últimos, destaca el estándar para Áreas bajo 
Protección Privada (APP), el cual define una serie de principios, criterios 
e indicadores para guiar a la diversidad de privados y organizaciones que 
buscan conservar bajo el modelo formal de área protegida, sentando un 
precedente para la gestión de este tipo de áreas en el país. Junto al trabajo 
realizado por la misma UICN (Stolton, S. et al. 2014 y Mitchell, B. A. et al. 
2019), estos lineamientos buscan fortalecer al trabajo realizado volunta-
riamente por una multiplicidad de actores donde predomina el tipo de 
gobernanza privada, y que no se encuentra reconocida en términos for-
males ni cuenta con un respectivo cuerpo normativo.

Estos avances son importantes a la hora de volver a caracterizar a las ICP 
en Chile, especialmente debido a que nos encontramos en un momento 
donde aún falta que se generen mayores incentivos y reconocimiento por 
parte del Estado, especialmente para las APP. También, porque a la fecha 
no existen un trabajo mayor que respalde o establezca lineamientos para 
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las áreas bajo protección comunitaria (APC), y mucho menos para las 
áreas que comparten gobernanza con tenencias u organismos por parte 
del Estado (mixtas). No obstante, el estándar para APP nos entrega una 
visión clara de hacia dónde debieran mínimamente apuntar las ICP, en 
términos de su estructura, planificación, funcionamiento y vinculación 
territorial para alcanzar cierta formalidad que entregue mayor respaldo y 
garantías sobre su trabajo. Por esto, se adopta el enfoque de caracterizar a 
todas las ICP activas de Chile, poniendo énfasis en aquellas que ostentan 
un potencial como APP o APC.

ii. metodología

Para la realización de esta caracterización, en una primera instancia, el 
equipo de Así Conserva Chile trazó un plan ruta en el que se definieron 
tres etapas, descritas más abajo. Esto con la intención de lograr un re-
sultado eficiente en los tiempos disponibles y según los objetivos plan-
teados preliminarmente. Cabe destacar, además, que el trabajo realizado 
fue en un 100% mediante comunicaciones y vías remotas, lo que acarrea 
ciertas ventajas y desventajas, comentadas más adelante. La vía primaría 
de contactos fue el correo habilitado especialmente para este trabajo (ca-
tastro@asiconservachile.org), que sirvió como plataforma unificada para 
manejar en conjunto con el equipo de apoyo.

II.1 Conformación y capacitación de un equipo de apoyo 
 
Tempranamente al embarcarse en este trabajo, el equipo de Así Conserva 
Chile se propuso ampliar el equipo de colaboradores para lograr un ma-
yor alcance en la recopilación de antecedentes y catastrar el estado de las 
ICP en el país. Para esto se lanzó una convocatoria y, tras un breve proceso 
de selección, se reclutaron siete voluntarios de distintas zonas del país, en 
su mayoría con conocimientos sobre catastros y sistemas de información 
geográfica. Fue clave, para la selección final de los voluntarios, contar con 
personas que tuvieran experiencia trabajando en ciertas zonas o regiones 
del país, o que residan en ellas, para distribuir geográficamente los esfuer-
zos. Esto, sumado a las cargas laborales y personales de cada voluntario, 
derivó en la conformación de 7 áreas de catastro, listadas a continuación:

1.	 Zona Norte-Grande: Regiones XV, I, II y III.
2.	 Zona Centro-Norte: Regiones IV, V, RM, VI.
3.	 Zona Centro: Regiones VII y XVI.
4.	 Zona Región del Biobío.
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5.	 Zona Región de la Araucanía.
6.	 Zona Sur: Regiones XIV, X y XI.
7.	 Zona Región de Magallanes.

Así mismo, se realizaron 3 jornadas de capacitación con los voluntarios 
para nivelar sus conocimientos y habilidades para la recolección de in-
formación de ICP durante el mes de diciembre. En una primera instan-
cia, se los introdujo al programa y se presentaron los objetivos propues-
tos para este trabajo. Además, se les instruyó sobre el catastro de ICP del 
2013 como principal material de estudio, ya que ese informe sería la base 
y punto de partida para el presente esfuerzo de caracterización. Luego, 
en la segunda sesión, se les instruyó sobre el movimiento y la historia de 
la conservación privada en Chile, haciendo énfasis en cómo se conectaba 
con el catastro del 2013, y entendiendo los vacíos de información e insti-
tucionales que existen y que se acentuaron entre ese año y la actualidad. 
Por último, se realizó una sesión especial de capacitación sobre la gober-
nanza y tipos de iniciativas de conservación, con el fin de poder identifi-
car áreas bajo protección privada y comunitaria, y contar con un entendi-
miento más global de cómo se ha distribuido la conservación durante los 
últimos años en nuestro país por fuera de los esfuerzos realizados por el 
Estado. El principal material de estudio para esta sección fue el estándar 
para APP elaborado por Así Conserva Chile, enfocándose en comprender 
los indicadores básicos que debe cumplir una ICP para ser considerada 
formalmente dentro de la categoría de APP.

II.2 Recopilación de información prexistente y construcción  
        de instrumento de caracterización 

Entre las últimas semanas de diciembre y las primeras de enero, apro-
vechando las pausas por festividades de fin de año, el equipo realizó un 
pre-catastro de sus respectivas áreas de estudio, en el que se reunió in-
formación preliminar de contacto. Para esto, fue crucial contar con la 
información ya utilizada en el catastro del 2013, a la cual Así Conserva 
Chile aún mantiene acceso. Esto fue complementado con la información 
manejada por la asociación en su trabajo más reciente y por contactos a 
través de sus más de 40 socios repartidos en 13 regiones del país. Además, 
los voluntarios recopilaron información de contacto a partir de sus pro-
pias experiencias y redes en sus zonas de trabajo.

Paralelamente a esto, el director ejecutivo de Así Conserva Chile en con-
junto con la asesora en APP, elaboraron un cuestionario de caracteriza-
ción de 35 preguntas para ser utilizado en la recopilación de información. 
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Este instrumento es una combinación entre el cuestionario utilizado en 
el catastro del 2013, conocido como “Catastro y evaluación de iniciati-
vas de conservación privadas y comunitarias en chile”, y el formulario 
“Pre-Registro Nacional de Áreas Protegidas, para áreas bajo protección 
privada (APP) y comunitaria (APC)”, siendo este último el instrumento 
con el que Así Conserva Chile junto al Ministerio del Medioambiente uti-
lizan para registrar voluntariamente a las iniciativas de conservación pri-
vada que demuestren cumplir con los 7 indicadores básicos requeridos 
para cumplir con el estándar básico de áreas bajo protección privada. De 
esta forma, se elaboró un material de caracterización y de apoyo para el 
equipo de trabajo, que no perdiera la línea de lo realizado en el 2013, pero 
que incluya información que permita la evaluación de cada ICP respecto 
a su potencial como área protegida formal. Cabe mencionar, que dentro 
del cuestionario se solicita la autorización del encuestado sobre uso de 
los datos y confidencialidad.

II.3 Establecimiento de contacto, aplicación de instrumento  
y complementación de la información 

A partir de la primera semana de enero y hasta la segunda de febrero, 
desde Así Conserva Chile se elaboró material de difusión del esfuerzo de 
catastro en marcha, que se hizo circular a través de sus principales redes. 
Además, se elaboró el folleto “Caracterización de nuevas iniciativas de 
conservación privada y comunitaria en Chile 2022”, el cual contiene una 
descripción resumida sobre el trabajo realizado para informar a los di-
versos gestores, propietarios o servicios públicos contactados.

Debido a la imposibilidad de moverse en terreno para este esfuerzo, se 
realizaron contactos con entes públicos de cada región, donde se prio-
rizó el contacto con municipalidades de comunas con amplias zonas 
silvestres, para detectar a través de sus departamentos de turismo o de 
medioambiente la presencia de nuevas ICP no registradas anteriormen-
te. En el norte grande, se estableció contacto con una universidad y con 
CONAF Antofagasta, además, para obtener información del estado de 
la conservación privada/comunitaria en esas regiones, debido a que en 
esta macro-zona no se establecieron contactos de ICP durante el catastro 
del 2013.

Con la información de contacto recopilada, se estableció contacto con 
alrededor de 60 gestores e iniciativas, considerando entre ellos algunos 
actores de servicio públicos, ya sea a través de correo electrónico o lla-
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mada telefónica, haciéndoles envío del folleto informativo y en algunos 
casos el cuestionario de caracterización. Como estrategia para asegurar 
una mayor cantidad de cuestionarios contestados, se intentó agendar en-
trevistas a través de la plataforma Google Meet, para realizar la encuesta 
de 35 preguntas de forma directa en un tiempo estimado de entre 30- 45 
minutos. Considerando los tiempos acotados disponibles, se priorizó la 
implementación del cuestionario a iniciativas de conservación que hayan 
surgido en los últimos años y que no sean socios de Así Conserva Chile.

Al mismo tiempo que se realizaba contacto con ICP, el equipo de trabajo 
realizó una búsqueda avanzada a través de los canales disponibles que 
pudieran complementar la información recopilada y proveer de informa-
ción en ciertas ICP con las que no se haya podido establecer contacto. 
Para esto la búsqueda se centró en la web (destacando la base de datos de 
áreas protegidas del MMA), pero también se recurrió a consultar en los 
buscadores de las principales redes sociales utilizadas por las ICP (Face-
book e Instagram) para consultar sobre datos de actividad y de contacto. 
Toda la información recopilada por el equipo en sus diferentes zonas fue 
consolidada directamente en un sistema de información geográfica, que 
se adjunta en formato de Shapefile y Kmz.

Finalmente, del universo completo que se investigó, se llegó a la selec-
ción final basado en una estimación informada sobre el potencial de cada 
ICP para plantearse formalmente como un área bajo protección privada, 
comunitaria o mixta. Para esto, los criterios utilizados para estimar este 
resultado fueron los indicadores básicos definidos en el estándar para 
APP, listados a continuación (Tabla 1). En definitiva, el potencial cumpli-
miento de estos 7 indicadores denotaría a un área bajo protección priva-
do (APP) o área bajo protección comunitaria (APC) en una fase tempra-
na o ya establecida, en la que se cumplen con los requisitos mínimos en 
el ámbito de la planificación y se asegure que su propósito primario es 
conservar, además de los otros requerimientos que exige la definición de 
área protegida por la UICN.
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Tabla 1:
Indicadores de nivel básico del estándar para APP de Así Conserva Chile para  
evaluar si una ICP podría cumplir con los requisitos mínimos de una categoría  
de área protegida (APP/APC).

Indicador Título del Indicador Preguntas de análisis

1.1.1 TENENCIA O DERECHO DE USO

¿Cuenta el titular, gestor o administrador del 
área con algún título de dominio vigente a su 

nombre, u otro documento que acredite el 
derecho de uso de la propiedad conservada?

1.1.2 DESLINDES DE LA PROPIEDAD
¿Se reconocen los límites de la propiedad 

donde se desarrolla la ICP? ¿Se cuenta con  
un plano del predio?

1.2.1 DECLARACIÓN VOLUNTARIA FORMAL

¿Se cuenta con una declaración que acredita 
el interés del titular de destinar tierras y la 

gestión de estas con fines de conservación a 
largo plazo? ¿Es esta declaración pública, está 

escrita y/o respaldada legalmente?

1.2.2 DECLARACIÓN DEL ÁREA CONSERVADA

¿Se reconocen los límites del área que están 
explícitamente destinados a la conservación? 

¿Es esta igual o menor a los límites de la 
propiedad completa?

1.3.1 CUMPLIMIENTO DE LEYES  
Y REGLAMENTOS

¿Se respeta la legislación vigente y el titular de 
esta no ha sido sancionado por incumplimien-

tos legales en los últimos 5 años, o por el 
tiempo que lleva ejerciendo la propiedad del 

predio si este es inferior al plazo señalado?

2.1.1 IDENTIFICAR Y PRIORIZAR  
LOS VALORES NATURALES

¿Se identifican los principales valores natu-
rales presentes en la ICP? ¿Se priorizan los va-
lores más amenazados para su conservación?

2.2.1 DEFINICIÓN DE OBJETIVOS  
DE CONSERVACIÓN

¿Se definen objetivos de  
conservación concretos?

Fuente: Elaboración propia
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iii. resultados

Habiendo realizado la búsqueda y aplicación de encuestas, y consideran-
do los criterios mínimos para ser reconocidas formalmente como áreas 
protegidas (como APP o APC), se derivó en un total de 116 ICP (Figura 
1 y Tabla 2). Cabe mencionar que un porcentaje muy pequeño de ICP 
respondieron el cuestionario elaborado (total de 10), y que mientras aún 
quedan algunos pendientes por ser respondidos/enviados a nuestro 
equipo, todo lo obtenido se complementó con la información recopilada 
durante el proceso de búsqueda y las preguntas de análisis, para derivar 
en la conformación del conjunto final de áreas. En sí, esta lista contiene 
una versión más actualizada de las ICP, que están activas a la fecha y que 
presentan un potencial de ser parte del sistema de áreas protegidas en 
Chile, complementando al SNASPE.

Sobre estos resultados, resalta el patrón repetido desde el trabajo del 
2013, en el que no se detectaron ICP para las regiones de Arica y Pari-
nacota, y de Tarapacá. Asimismo, el gran grueso de iniciativas catastra-
das en aquel entonces disminuye, existiendo un número reducido que 
se mantienen igual que hace 8 años atrás. Es más, muchas de las áreas 
catastradas en ese entonces hoy son socias de Así Conserva Chile o han 
conseguido una categoría de Santuario de la Naturaleza, avanzando en 
su búsqueda particular y voluntaria por obtener mayor reconocimiento y 
alcance en su labor de conservación de la biodiversidad.

Pero, por sobre todo, destaca la presencia de nuevas ICP que presentan 
un alto potencial de ser consideradas como APP o APC. Entre las de go-
bernanza privada, destacan los casos de los Santuarios de la Naturale-
za Quebrada de LLau Llau, Monte Aranda y Cerro Santa Inés, Humedal 
de Tunquén, Quebrada de la Plata, Yerba Loca, Los Nogales, Laguna de 
Batuco, El Ajial, Cerro Poqui y Maitenes del Río Claro; las Reservas Ele-
mentales de Filantropía Cortés Solari; los Parques Quizapú, Guaiquivilo, 
Cordillera Los Quemados y las Reservas Tesoro del Pangal, Nahuelbuta 
Este, Las Mulas, Los Copihues, y Las Ánimas. 

Además, en las áreas estrictamente gobernadas por comunidades (APC), 
destacan las nuevas ICP de Santuario de la Naturaleza Laguna Tebenchi-
que, Santuario de la Naturaleza Raja de Manquehua - Poza Azul, Santua-
rio de la Naturaleza El Zaino - Laguna El Copín, Reserva Pelluco y Área 
de Conservación Vista de Rancahue Raeñintu Winkul, administradas ya 
sea por comunidades indígenas o comunidades agrícolas. Es importante 
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notar, que el área bajo la tuición de la Comunidad Agrícola Diaguita Los 
Huascoaltinos no fue posible de ser contactada, pero se incluyó en este 
catastro ya que el contacto está aún en proceso y muestra condiciones 
para ser un APC de gran extensión y con mucho potencial de desarrollo.
En cuanto a las nuevas ICP gestionadas a través de una gobernanza mixta 
destacan los casos del Santuario de la Naturaleza Humedal del Río Maipo 
(predios fiscales administrados por Fundación Cosmos), o las áreas ad-
ministradas por la Asociación Parque Cordillera (Parque Natural Quebra-
da de Macul, Parque Natural Aguas de Ramón, Parque Natural San Carlos 
de Apoquindo, Parque Natural Puente Ñilhue), una fórmula público-pri-
vada que agrupa a siete municipalidades con territorios montañosos de 
la región metropolitana (aunque estas últimas sí aparecían en el catastro 
del 2013). También destaca el caso del Santuario de la Naturaleza Yerba 
Loca, una alianza entre particulares y la municipalidad de lo Barnechea 
para proteger un vasto territorio de la precordillera y cordillera de la Re-
gión Metropolitana.

Considerando otros puntos importantes que arrojó este trabajo, se hace 
necesario destacar la disolución o congelamiento por inactividad de re-
des de iniciativas de conservación privada, como solían ser la Red Con-
servacionista de Contulmo o la red de APP Valdivia. Esto se contrasta con 
la creación y activación de una nueva red a partir del trabajo realizado el 
2013, como lo es la Red de ICP de Chiloé. También, se aclara que para los 
casos de Bahía Lomas y el Santuario de la Naturaleza Piedra del Viento 
y Topocalma se incluye territorio marino, ya que estas áreas protegen a 
través de gobernanzas mixtas zonas costeras de importante valor para la 
biodiversidad que incluyen sus bordes terrestres.

Por último, resaltar que algunas ICP no pudieron ser considerados en 
este estudio debido a que no fue posible obtener información sobre és-
tas, lo que se ahonda en la siguiente sección. 
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Figura 1:
Visualización de las ICP activas que presentan un alto potencial para ser consid-
eradas como áreas protegidas (APP/APC).

Fuente: Elaboración propia
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Tabla 2:  
Listado de las ICP activas que presentan un potencial para ser consideradas  
formalmente como áreas protegidas (APP/APC).

# ICP Región Administración/gestión

1 Reserva Elemental Puri Beter Antofagasta Filantropía Cortés Solari

2 Reserva Puritama Antofagasta Hoteles Explora

3 Santuario de la Naturaleza 
Laguna Tebenchique Antofagasta Comunidad de Atacameños 

Coyo y Solor

4 Comunidad Agrícola Diaguita 
Los Huascoaltinos Atacama Comunidad Agrícola Diaguita 

Los Huascoaltinos

5 Parque Hacienda El Durazno Coquimbo Fundación Llampangui

6 Santuario de la Naturaleza 
Laguna Conchalí Coquimbo Compañía Minera  

Los Pelambres

7 Santuario de la Naturaleza 
Estero Derecho Coquimbo Comunidad Agrícola Estancia 

Estero Derecho

8 Santuario de la Naturaleza Raja 
de Manquehua - Poza Azul Coquimbo Comunidad Agrícola Chalinga

9 Santuario de la Naturaleza 
Quebrada de Llau Llau Coquimbo Compañia Minera  

Los Pelambres

10
Santuario de la Naturaleza Área 

de Palma Chilena de Monte 
Aranda

Coquimbo Compañia Minera  
Los Pelambres

11 Santuario de la Naturaleza 
Cerro Santa Inés Coquimbo Compañia Minera  

Los Pelambres

12 Reserva Ecológica Oasis de la 
Campana Valparaíso Fundación Palma Chilena

13 Parque Andino Juncal Valparaíso Privado

14 Parque Cerro Viejo Valparaíso Privado

15 Parque El Boldo Valparaíso Corporación Bosques  
de Zapallar

16 Reserva Ecológica T 
esoro del Pangal Valparaíso Privado

17 Santuario de la Naturaleza 
Humedal de Tunquen Valparaíso Privado

18 Parque La Giganta Valparaíso Privado

19 Santuario de la Naturaleza 
Serranía El Ciprés Valparaíso Comunidad Agrícola Serranía  

El Asiento
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20 Ecoreserva Quebrada Escobares Valparaíso Privado

21 Santuario de la Naturaleza 
Palmar el Salto Valparaíso Sociedad Quiscal S.A.

22 Santuario de la Naturaleza 
Quebrada de Córdova Valparaíso Fundación Eladio Sobrino

23
Santuario de la Naturaleza 
Campo Dunar de la Punta  

de Concón
Valparaíso Empresa RECONSA S.A.

24 Santuario de la Naturaleza 
Humedal del Río Maipo Valparaíso Fundación Cosmos

25 Santuario de la Naturaleza El 
Zaino - Laguna El Copín Valparaíso Comunidad Agrícola Campos 

de Jahuel

26
Santuario de la Naturaleza 

Humedal Salinas de Pullally - 
Dunas de Longotoma

Valparaíso Varios propietarios

27 Santuario de la Naturaleza  
Altos de Cantillana Metropolitana Corporación Altos de Canti-

llana

28 Santuario de la Naturaleza 
Cascada de las Ánimas Metropolitana Sociedad de Turismo Cascada 

de las Ánimas

29 Santuario de la Naturaleza 
Yerba Loca Metropolitana Municipalidad de  

Lo Barnechea/Otros

30 Santuario de la Naturaleza  
San Juan de Piche Metropolitana Corporación Robles  

de Cantillana

31 Reserva Elemental Likandes Metropolitana Filantropía Cortés Solari

32 Santuario de la Naturaleza 
Laguna de Batuco Metropolitana Fundación San Carlos de Maipo

33 Santuario de la Naturaleza 
Cerro el Roble Metropolitana Asociación de Comuneros  

de la Capilla de Caleu

34 Jardín Botanico Parque Chagual Metropolitana Corporación cultural municipal 
sin fines de lucro

35 Santuario de la Naturaleza 
Los Nogales Metropolitana Sociedad Santuarios  

de La Cordillera Ltda.

36 Santuario de la Naturaleza  
Las Torcazas de Pirque Metropolitana Privado

37
Santuario de la Naturaleza  

San Francisco de Lagunillas  
y Quillayal

Metropolitana Privado

38 Predio Palmar de Lillahue Metropolitana Privado

39 Parque Natural Quebrada  
de Macul Metropolitana Asociación Parque Cordillera
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40 Parque Natural Aguas  
de Ramón Metropolitana Asociación Parque Cordillera

41 Parque Natural San Carlos  
de Apoquindo Metropolitana Asociación Parque Cordillera

42 Parque Natural Puente Ñilhue Metropolitana Asociación Parque Cordillera

43 Santuario de la Naturaleza 
Quebrada de la Plata Metropolitana Universidad de Chile

44 Santuario de la Naturaleza  
El Ajial Metropolitana Privado

45 Santuario de la Naturaleza 
Horcón de Piedra Metropolitana Privado

46 Bosques de Tinguiririca O'Higgins Privado

47 Santuario de la Naturaleza  
Alto Huemul O'Higgins Privado/Varios Propietarios

48 Parque Punta de Lobos O'Higgins Fundación Punta de Lobos

49 Parque Nacional Las Palmas  
de Cocalán O'Higgins Familia Ossa/Conaf

50 Santuario de la Naturaleza
Cerro Poqui O'Higgins Privado

51 Santuario de la Naturaleza  
Piedra del Viento y Topocalma O'Higgins Fundación Rompientes/Otros

52 Parque Cordillera  
Los Quemados Maule Privado

53 Parque Guaiquivilo Maule Privado

54 Parque Quizapú Maule Fundación Trekkingchile

55 Parque Tricahue Maule Privado

56 Santuario de la Naturaleza  
El Morrillo Maule Privado

57
Santuario de la Naturaleza 

Humedales Costeros de  
Putú- Huenchullamí

Maule ADEMA

58 Santuario de la Naturaleza 
Humedal de Reloca Maule Bosques Pacífico SpA

59 Santuario de la Naturaleza 
Maitenes del Río Claro Maule Fundación Origen

60 Reseva Las Animas Maule Privado
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61 Reserva Las Mulas Maule Privado

62 Reserva Los Copihues Maule Privado

63 Santuario de la Naturaleza  
Los Huemules de Niblinto Ñuble CODEFF

64 Área Silvestre Protegida  
Los Pellines Ñuble Privado

65 Parque Eólico de Lebu-Toro Biobío Cristalerías Toro

66 Santuario de la Naturaleza 
Península de Hualpén Biobío Varios propietarios

67 Santuario de la Naturaleza  
El Natri Biobío Privado

68 Parque CEA Nativo Biobío Privado

69 Bosque Pehuen Araucanía Fundación Mar Adentro

70 Santuario El Cañi Araucanía Varios Propietarios

71 Reserva Nasampulli Araucanía Fundación Forecos/Rainforest 
Concern

72 Área de Conservación Vista  
de Rancahue Raeñintu Winkul Araucanía Privado/Indígena

73 Reserva Nahuelbuta Este Araucanía Privado

74 Reserva Madre Selva Araucanía Privado

75 Territorio de Conservación 
Indígena de Quinquén Araucanía Comunidad Indígena Pewen-

che de Quinquén

76 Reserva Costera Valdiviana Los Ríos The Nature Conservancy Chile

77 Reserva Biológica Huilo Huilo Los Ríos Fundación Huilo Huilo

78 Altos de Cutipay Los Ríos Privado

79 Reserva Costera  
Punta Curiñanco Los Ríos CODEFF

80 Reserva Pelluco Los Ríos Privado/Indígena

81 Parque Alfonso Brandt Los Ríos Privado

82 Parque Urbano El Bosque Los Ríos Comité Ecológico Lemu Lahuén
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83 Parque Oncol Los Ríos Forestal Arauco

84 Estación Científica Altamira  
de Isla del Rey Los Ríos Centro de Estudios Agrarios  

y Ambientales

85 APP Cumbres de Pichoy Los Ríos Privado

86 Parque Ahuenco Los Lagos Fundación Ahuenco

87 Parque Tagua Tagua Los Lagos Universidad Mayor

88 Estación Biológica  
Senda Darwin Los Lagos Red de Centros y Estaciones 

Regionales UC

89 Santuario de la Naturaleza 
Parque Katalapi Los Lagos Fundación Parque Katalapi

90 Parque Juan Melillanca  
Huanqui Los Lagos Privado/Indígena

91 Termas de Sotomó Los Lagos Privado

92 Red de Parques Mapu Lahual Los Lagos Asociación Indígena  
Mapu Lahual

93 Parque Futangue Los Lagos Privado

94 Predio El Encanto Los Lagos Privado

95 Parque El Pudu Los Lagos Privado

96 Senda Nativa Romahue Los Lagos Fundación Romahue

97 Humedales de Chepu Los Lagos CODEFF

98 Bioparque Austral Los Lagos Privado

99 Parque Tantauco Los Lagos Privado

100 Parque del Estuario Los Lagos Parques del Estuario S.A.

101 Reserva Ecologica Puquelinhue Los Lagos Privado

102 Parque Tepuhueico Los Lagos Privado

103 San Ignacio del Huinay Los Lagos Fundación San Ignacio  
del Huinay

104 Santuario de la Naturaleza 
Humedales de Chepu Los Lagos CECPAN Chiloé
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105 Punta de Vitts Aysén Privado

106 Bien Nacional Protegido  
Laguna Caiquenes Aysén ONG Aumen

107 Proyecto Pichimahuida,  
Valle Leones Aysén Privado

108 Reserva Elemental Melimoyu Aysén Filantropía Cortés Solari

109 Parque Aiken del Sur Aysén Hotel Loberías del Sur

110 Parque Karukinka Magallanes Wildlife Conservation Society 
Chile

111 Reserva Las Torres Magallanes Privado/Fundación AMA  
Torres del Paine

112 Reserva Natural Pingüino Rey Magallanes Privado

113 Estancia Primavera Magallanes Fundación Alerce 3000

114 Reserva Añihue Magallanes Privado

115 Parque Etnobotánico Omora Magallanes Fundación Omora/Universidad 
de Magallanes/IEB

116 Santuario de la Naturaleza 
Bahía Lomas Magallanes Corporación Centro de Conser-

vación y Manejo Bahía Lomas

117 Estancia Cerro Guido Magallanes Fundación Cerro Guido  
Conservación

Fuente: Elaboración propia
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iv. discusión

El hecho de ser considerada como área protegida está estrechamente re-
lacionado a la efectividad de la gestión para la conservación, pero además 
a la existencia de una institucionalidad coherente que otorgue (eventual-
mente) este reconocimiento y genere las condiciones mínimas para operar 
de manera satisfactoria. Es por esto que desde Así Conserva Chile estamos 
comprometidos con la instauración de un modelo que otorgue mayores 
garantías, incentivos y beneficios al movimiento de la conservación volun-
taria o no-estatal, entendiendo que para que eso sea posible, los gestores 
y titulares de ICP deben cumplir con un alto estándar en cuanto a sus la-
bores de conservación. Es por esto que se alzó el concepto de APP o APC, 
sustentado que un área protegida formal cumple con los criterios mínimos 
que la UICN dicta en su definición del concepto. Por esta razón, el traba-
jo realizado para esta consultoría tomó tal enfoque, proyectando que para 
que el movimiento de la conservación siga prosperando, deberá existir una 
sinergia entre el trabajo desinteresado de los gestores particulares o comu-
nidades, el reconocimiento legal que hoy por hoy sigue estando en deuda y 
la apertura hacia a una mejor plataforma de financiamiento.

Es así como concluimos este informe, extrayendo como aprendizaje que, 
no porque las iniciativas resultantes sean menores en número que a las 
catastradas en 2013, el mundo de la conservación privada y comunitaria 
ha perdido fuerza, sino por el contrario, se han logrado importantes avan-
ces que han permitido posicionar a la conservación voluntaria a la luz de 
nuevos estándares. Pero, asimismo, es necesario recalcar y comprender las 
propias limitaciones de este trabajo, para evaluar con un mejor contexto a 
las 116 ICP resultantes aquí presentadas.

Primero, es importante reconocer, que a diferencia de lo que se esperaba 
en un principio, este trabajo no derivó en un catastro o censo, entendiendo 
a esto como la representación del universo completo de ICP en el país. Por 
lo tanto, en el transcurso de los meses, se debió reconsiderar los objeti-
vos propuestos inicialmente, comprendiendo que un ejercicio de catastro 
tomaría mucho más tiempo y recursos que los disponibles. Por ende, se 
habla de una “caracterización” y del “potencial” de ICP para ser incluidas 
en una lista final de áreas activas que puedan cumplir con la definición 
de APP o APC. Recordemos que el presente trabajo se gestó y se movilizó 
desde la virtualidad, y, a pesar de que estos métodos de estudio serán cada 
vez más recurrentes en el escenario de pandemia, ningún método puede 
reemplazar al muestreo con un despliegue efectivo en terreno.
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También, los tiempos de realización del presente esfuerzo coincidieron 
con el periodo de mayor actividad de las ICP, la temporada estival. Esto 
sumado a que se contrapone al tiempo elegido por una mayoría que pre-
fiere vacacionar en estas fechas, puede explicar la baja respuesta de cues-
tionarios de caracterización. Este bajo número de respuestas, no obstante, 
compensado por la estrategia de recopilación de información del equi-
po de trabajo, y por el gran capital de contactos e información con la que 
cuenta Así Conserva Chile. La limitación en tiempo, además, derivó en 
que no se pudieran conducir los análisis correspondientes para descifrar 
el devenir de un importante grupo de iniciativas que en 2013 ocupó un rol 
protagónico, las Áreas de Alto Valor de Conservación (AAVC) de empresas 
forestales. Relacionado a la misma dificultad, es importante reconocer que 
los resultados para las regiones de Los Ríos y Los Lagos pudieran estar su-
brepresentados, ya que históricamente en estas regiones es dónde se han 
concentrado las ICP, y por qué no, en dónde se gestaron los primeros pasos 
y logros del movimiento. Mayores tiempos y despliegue deberían ser inver-
tidos para lograr resultados más contundentes en estos aspectos.

En contraste a esto, y justificando en parte a la metodología aplicada en 
este estudio, destaca la explosión en nuevas áreas registradas para regio-
nes del centro, en particular para las regiones de Valparaíso, Metropolitana 
y del Maule. Acá se demuestra que los métodos de recopilación de infor-
mación y contacto a través de correo/llamada sí dieron frutos deseados. 
No obstante, es importante reconocer que este trabajo fue facilitado, una 
vez más, por la amplia red de contactos y de información disponible que 
maneja Así Conserva Chile, recursos invaluables para este tipo de análisis 
y que ha se ha capitalizado gracias a una trayectoria de más de más de 11 
años de funcionamiento y crecimiento. 

Finalmente, se espera que, a partir de este trabajo, se contribuya con la me-
jora continua de una institucionalidad que dé mayor vigor al movimiento 
de la conservación voluntaria en Chile, incluyendo los tres tipos de gober-
nanza que se distinguen para la gestión de áreas protegidas, al margen de 
lo realizado por el Estado (SNASPE). Avances como la recientemente apro-
bada Ley de Donaciones que incorporan los fines ambientales y/o de con-
servación son importantes, así como la generación de una plataforma que 
finalmente reconozca legalmente a las APP y APC.
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El presente documento constituye el Informe Final del Estudio “Actuali-
zación de las estimaciones de las brechas de financiamiento del Sistema 
Nacional de Áreas Protegidas de Chile”, que fue requerido por el Centro 
de Estudios Públicos (CEP) como parte de su Proyecto especial “Conser-
vación, Institucionalidad y Filantropía” a un equipo dirigido por el profe-
sor Dr. Eugenio Figueroa B.

i. las áreas protegidas 

La Convención sobre la Diversidad Biológica (CBD por sus siglas en inglés) 
de las Naciones Unidas, de 1992, en su artículo 2°, determinó que: “Por 
‘área protegida’ se entiende un área definida geográficamente que haya 
sido designada o regulada y administrada a fin de alcanzar objetivos espe-
cíficos de conservación.” (CBD 1992). Por su parte, la Unión Internacional 
para la Conservación de la Natualeza (UICN) (Dudley 2008) define área 
protegida como “un espacio geográfico claramente definido, reconocido, 
dedicado y gestionado a través de medios legales o de otros medios efi-
caces, para lograr la conservación a largo plazo de la naturaleza y de los 
servicios de los ecosistemas y los valores culturales asociados”.

A nivel mundial las áreas protegidas (AP) han sido consideradas como la 
principal estrategia para proteger la naturaleza, conservar la biodiversi-
dad y los servicios ecosistémicos críticos para la humanidad, buscando 
representar los diversos ecosistemas de un país. La expansión de las AP 
se ha convertido en la estrategia clave para hacer frente a la creciente pre-
sión humana sobre la biodiversidad global. (González-García et al. 2022; 

anexo ii

Estimaciones de las brechas de finan-
ciamiento del Sistema Nacional de Áreas 
Protegidas de Chile (SNAP)
——
Resumen  
Dr. Eugenio Figueroa B.
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Binbin y Pimm 2022; Calfucura y Figueroa 2016; Jenkins y Joppa 2009). En 
el contexto actual de cambio climático, pérdida acelerada de biodiversi-
dad y riesgo de propagación de enfermedades zoonóticas, es fundamen-
tal preservar estas áreas y sus procesos ecológicos.

ii. el financiamiento de las ap del mundo

Las AP desempeñan un papel muy importante en la conservación de la 
biodiversidad y la provisión de servicios ecosistémicos, pero, desde hace 
años, existe amplia evidencia de que la eficacia de las AP del mundo está, 
en general, socavada por la escasez de financiamiento para cubrir los 
costos de las actividades requeridas para realmente conservar y prote-
ger la biodiversidad del planeta (Lindsey et al. 2018; Waldron et al. 2013; 
McCarthy et al. 2012; Butchart et al. 2010). Las áreas protegidas y otras 
medidas efectivas de conservación basadas en áreas (OMEC) necesitan 
una financiación adecuada para cumplir sus objetivos de conservación, 
desarrollo sostenible y gestión, de modo que puedan garantizar benefi-
cios locales, nacionales y globales duraderos (UICN 2022).

Tal como lo plantean Waldron et al. (2013), los niveles de financiamiento 
inadecuados son un serio impedimento para una adecuada conserva-
ción de la biodiversidad, y, como Leverington et al. (2010) lo han com-
probado, la eficacia de la gestión puede ser muy distinta entre AP, y en 
general, solo 22% de las AP evidencia tener una “gestión adecuada”.

Los deficientes financiamientos de la conservación mundial son, en par-
te importante, responsables del comprobado y rotundo fracaso masivo, 
tanto para el año 2010 como para el año 2020, en el cumplimiento de las 
metas de la CBD y de los Objetivos del Desarrollo Sostenible (ODS), que 
pretendían reducir las tasas de pérdida de biodiversidad y hacer frente al 
cambio climático (CBD 2020; NS 2020; Adenle 2012)1.

1 El 2020, los conservacionistas, por su parte, calificaban y condenaban los esfuerzos 
mundiales de conservación como un “desastre masivo”. En efecto, se informaba entonces 
que el mundo no había cumplido por completo ninguno de los 20 objetivos de biodiversi-
dad establecidos por los gobiernos mundiales el año 2010 y las Naciones Unidas señalaba 
que solo seis de los 20 “objetivos de Aichi” para 2020 se habían alcanzado parcialmente; 
los otros 14, como la eliminación de los subsidios que estaba provocando la pérdida de 
biodiversidad o como la reducción a la mitad del ritmo al que se pierden los hábitats na-
turales, se habían pasado por alto completamente (CBD 2020; NS 2020).
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II.1 Las brechas de financiamiento de ap del mundo

Estimaciones recientes sobre las necesidades futuras de financiamiento 
anual para la conservación de la biodiversidad global varían significati-
vamente. En efecto, las estimaciones en el rango inferior fluctúan entre 
los US$103 mil millones y los US$178 mil millones, y las estimaciones en 
el rango superior oscilan entre los US$613 a US$895 mil millones (CBD 
2020). Las estimaciones en el rango menor consideran únicamente las 
inversiones en áreas protegidas terrestres y marinas considerando el 
incremento de la superficie a proteger del nivel actual al 30%, que es la 
meta para 2030. Esto implicaría un aumento de 4,7 a 7,3 veces las esti-
maciones de gastos actuales (US$24,5 mil millones anuales). Las estima-
ciones en el rango mayor consideran no solo la protección del 30% de 
la superficie terrestre y marina global, sino también la conversión de las 
industrias agrícolas, pesqueras y forestales para que sean sostenibles, la 
conservación de la biodiversidad en áreas urbanas y costeras, el manejo 
de especies invasoras y la protección de la calidad del agua urbana.

La Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económico (OCDE) 
(2020) estima que el financiamiento de la biodiversidad global desde 
todas las fuentes es del orden de entre US$78 y US$91 mil millones al 
año. La estimación comprende el gasto público doméstico que bordea 
los US$67,8 mil millones por año, el gasto público internacional que es 
alrededor de US$3,9 y US$9,3 mil millones por año y el gasto privado en 
biodiversidad que sería aproximadamente entre US$6,6 y 13,6 mil millo-
nes por año. 

Un estudio de Deutz et al. (2020) determinó que, en 2019, el total de fon-
dos para la conservación de la biodiversidad fue entre US$124 y US$143 
mil millones, y lo comparó con una necesidad de financiamiento anual 
estimada en un rango que va de US$722 a US$967 mil millones para lo-
grar detener la disminución de la biodiversidad global entre ahora y 2030. 
Estas cifras implican una brecha de financiamiento para la conservación 
que oscila entre US$598 y US$824 mil millones por año.

De acuerdo con PEW (2022), comparado con sus países vecinos, Chile 
proporciona a sus AP hasta casi 10 veces menos financiamiento por hec-
tárea bajo protección: 4 veces menos que Argentina y cerca de 9,5 veces 
menos que Perú. Este gasto representa sólo el 0,03% del Producto Interno 
Bruto (PIB) de Chile, mientras que Argentina invierte el 0,06% de su PIB 
(el doble que Chile) y Perú el 0,3% (10 veces más que Chile).
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Desde hace tiempo que diversos estudios han venido haciendo presente 
la necesidad de que Chile aporte mayores recursos a su sistema de con-
servación de la biodiversidad nacional, no solo en lo referente a sus áreas 
protegidas terrestres, sino que también a las AP marinas (Figueroa 2010; 
Ladrón de Guevara 2014; OCDE 2016; Rivas 2018; CONAF 2019; WCS 
2018 y Terram 2021).

iii. las ap en chile 

El Sistema Nacional de Áreas Protegidas de Chile (SNAP) está concep-
tualmente conformado por todas las áreas destinadas al propósito de pro-
teger y conservar la naturaleza y la biodiversidad del país. No obstante, 
en la práctica, el SNAP está conformado, en primer lugar, por el Sistema 
Nacional de Áreas Silvestres Protegidas del Estado (SNASPE), que está 
legalmente compuesto de áreas silvestres, las que la ley2 define explícita-
mente como: “ambientes naturales, terrestres o acuáticos, pertenecientes 
al Estado”; en segundo lugar, por las Áreas Protegidas Privadas (APP).

Como lo señala el Ministerio del Medio Ambiente (MMA) (2022), la 
gestión del sistema de AP se encuentra dispersa en cinco ministerios dis-
tintos: 1. el Ministerio de Agricultura que administra las áreas protegidas 
del SNASPE a través de la Corporación Nacional Forestal (CONAF); 2. el 
Ministerio de Economía que administra los parques y reservas marinas a 
través de la Subsecretaría de Pesca y el Servicio Nacional de Pesca; 3. el 
Ministerio de las Culturas, el Arte y el Patrimonio, que gestiona los santu-
arios de la naturaleza a través del Consejo de Monumentos Nacionales; 4. 
el Ministerio de Bienes Nacionales que administra los bienes nacionales 
protegidos; y 5. el MMAque administra las áreas marinas costero-prote-
gidas de múltiples usos, custodia los santuarios de la naturaleza y tiene 
un rol de supervigilancia sobre todo el sistema. La reciente promulgación 
de la nueva ley que crea el Servicio de Biodiversidad y Áreas Protegidas 
corrige esta arquitectura inorgánica, unificando la gestión del sistema de 
AP en el nuevo Servicio de Biodiversidad que dependerá del MMA. La 
Tabla 1 ilustra las superficies que componen cada categoría del SNASPE 
además de los Santuarios de la Naturaleza Terrestres en el año 2023.

2 Ley N° 18.362, del Ministerio de Agricultura, de fecha 8 de noviembre de 1984, y que en 
su artículo 2, define las áreas silvestres.
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Las APP están compuestas por 123 unidades y cubren una superficie de 
1,26 millones de hectáreas3. Es importante hacer notar que 40 de ellas 
son también Santuarios de la Naturaleza (SN), existiendo una superpo-
sición de la superficie protegida entre ambas categorías, que en algunos 
casos es total y en otros parcial. 

3 El catastro de Pliscoff (2022) considera 124 unidades, porque registra dos veces el APP 
Cerro Santa Inés por encontrarse emplazado en dos regiones. Para este estudio he consi-
derado esta APP como una única unidad. 

Tabla 1:
Sistema Público Extendido de Áreas Protegidas Terrestres (SNASPE+SN) (2023)

SISTEMA NACIONAL PÚBLICO EXTENDIDO DE ÁREAS PROTEGIDAS TERRESTRES*

TOTAL SNASPE 
TERRESTRE-
EXTENDIDO

SNASPE TERRESTRE-EXTENDIDO

SNASPE TERRESTRE SANTUARIOS DE 
LA NATURALEZA 
TERRESTRES

PARQUES 
NACIONALES

MONUMENTOS 
NATURALES

RESERVAS 
NACIONALES

ÁREAS 
PROTEGIDAS SUPERFICIE ÁREAS 

PROTEGIDAS SUPERFICIE ÁREAS 
PROTEGIDAS SUPERFICIE ÁREAS 

PROTEGIDAS SUPERFICIE ÁREAS 
PROTEGIDAS SUPERFICIE

(n) (ha) (n) (ha) (n) (ha) (n) (ha) (n) (ha)

204 15.951.220 44 12.855.054 19 38.228,40 46 2.736.066 95 321.871,40

APORTE PORCENTUAL

AL NÚMERO TOTAL 
DE APS 21,60%  9,30%  22,50%  46,60%  

A LA SUPERFICIE 
TOTAL  80,60%  0,20%  17,20%  2,00%

DEL SNASPE 
EXTENDIDO

PARQUES 
NACIONALES

MONUMENTOS 
NATURALES

RESERVAS 
NACIONALES

SANT. DE LA 
NATURALEZA

* Sistema Nacional público Extendido de Áreas Silvestres Protegidas Terrestres = SNASPE Terrestre + Santuarios de  
Ia Naturaleza Terrestres
Fuente: Elaboración a propia en base a los datos de Pliscoff (2022)
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iv. estimación de las brechas de financiamiento 
del snap de chile 

La modelación econométrica de los costos de gestión de AP involucra 
considerar varios factores. La variable dependiente puede ser el costo 
total de gestión o adquisición del AP, el costo por unidad de superficie 
o el número de operarios óptimos por AP. Dentro de las variables ex-
plicativas, la superficie del AP es un factor relevante por las economías 
de escala. La ubicación respecto a los centros poblados del AP también 
influye en los costos, pues las amenazas y la presencia humana pue-
den requerir mayores gastos en vigilancia y control. La lejanía, por otro 
lado, puede implicar mayores costos de transporte y costo de vida, lo 
que compensa en parte la reducción de costos debido a las economías 
de escala. 

IV.1 Enfoques de cálculo y modelos de estimación

La estimación de brechas de financiamiento para las AP del SNAP es un 
desafío complejo por la alta diversidad y heterogeneidad de las AP res-
pecto de sus varias características, como ubicación, extensión, objetivos 
de conservación, propiedad, estructura institucional, estatus legal y gra-
do de formalidad, entre otras.

Para estimar la brecha de financiamiento de las APdel SNASPE se ha 
realizado una recolección amplia de información proveniente de planes 
de manejo de las AP, revisión del Banco Integrado de Proyectos del Mi-
nisterio de Desarrollo, Social y Familia, revisión de noticias de CONAF, 
data proveniente de la misma CONAF, información general y particular, 
recogida de una amplia gama de fuentes y documentos disponibles en 
internet, e información recolectada directamente mediante entrevistas 
personales a los administradores de las AP tanto públicas como privadas, 
durante los meses de diciembre 2022, y entre enero y mayo de 2023.  

Siguiendo la literatura internacional y la experiencia documentada sobre 
estimaciones de requerimientos en Chile, se ha seguido el enfoque meto-
dológico propuesto y utilizado por Calfucura y Figueroa (2016), CONAF 
(2017) y CONAF (2019), estimando las brechas de financiamiento en fun-
ción de la dotación óptima de personal de jornada completa. Un aspecto 
a destacar es que CONAF tiene estimaciones de brechas en función del 
número de guardaparques, es decir, la diferencia entre el número óptimo 
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de guardaparques y el número existente o actual en el SNASPE. Estas es-
timaciones se encuentran a nivel regional. 

Siguiendo la metodología de uso general en la literatura tanto internacio-
nal como nacional, aquí se emplea la variable personal jornada completa 
o permanente como variable ancla para estimar los requerimientos del 
sistema de conservación y, a partir de ello, se calculan los costos de las 
brechas de financiamiento del SNASPE. El personal de jornada transito-
ria (parcial) está determinado fundamentalmente por el número de visi-
tantes a las AP, por lo que cualquier brecha dependerá del aumento en el 
número de visitantes.

•	 Estimaciones empleando el enfoque CONAF 1

Las estimaciones realizadas aquí, empleando el enfoque metodológico 
utilizado por la CONAF en su diagnóstico y análisis sobre necesidades 
de personal del SNASPE e incluido en el informe CONAF (2019), se de-
nominan en adelante enfoque CONAF 1. Este enfoque metodológico 
para estimar requerimientos y brechas incluye los siguientes supuestos 
referidos a los criterios de optimalidad técnica para el logro de los obje-
tivos de conservación:
 

•	 Toda AP debe contar con un Administrador. Para aquellas AP 
que no cuentan actualmente con administración se considera 
un único sector a administrar.

•	 Cada sector de un AP debe contar con una dotación de 5 tra-
bajadores.

•	 Por cada 15.000 visitantes al año, el programa de uso público 
debe contar con 2 guardaparques.

•	 Toda AP debe contar con 1 guardería por cada 4 guardaparques.

•	 Toda AP debe contar con 1 camioneta por cada 4 guardaparques.

•	 Toda AP debe contar con 1 motocicleta por cada 2 guardaparques.
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•	 Estimaciones empleando el enfoque CONAF 2

Un segundo enfoque metodológico para estimar dotaciones óptimas 
de personal permanente emplea la metodología reportada en CONAF 
(2017) y que en adelante se le denominará enfoque CONAF 2. Mediante 
este enfoque es posible, a partir de las dotaciones actuales de personal, 
estimar las brechas de personal para una administración efectiva de las 
AP, para lo cual se estima el número óptimo de jornadas permanentes 
con la siguiente ecuación:

Este enfoque incorpora, además, los siguientes criterios de optimalidad 
técnica: 

•	 Toda AP debe estar equipada con 1 camioneta por cada 4 
guardaparques.

•	 oda AP de contar con 1 motocicleta por cada 2 guardaparques.

•	 Estimaciones empleando el enfoque Patagonia

El tercer enfoque metodológico emplea la metodología mediante la cual 
se calcularon los requerimientos para la Red de Parques Nacionales en la 
Patagonia de Chile (ver CONAF 2017). En adelante, a este tercer enfoque 
se le llama Patagonia e incorpora los siguientes supuestos para los crite-
rios de optimalidad para la gestión de las AP:

•	 1 administrador y 4 guardaparques por sector de cada AP.

•	 1 camioneta por cada 4 guardaparques.

•	 1 motocicleta por cada 2 guardaparques.

•	 Estimaciones enfoque Modelo

En adelante se denomina enfoque Modelo a la estimación de los reque-
rimientos y brechas que emplea la metodología econométrica de míni-
mos cuadrados ordinarios (MCO) basada en Calfucura y Figueroa (2016), 
aplicada a una base de datos de la variable dependiente “número de per-
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sonal permanente óptimo”. Hay 44 AP del SNASPE consideradas en esta 
base, para 23 de las cuales se cuenta con información de sus planes de 
manejo para el período 2012-2022, y de sus requerimientos óptimos de 
guardaparques de jornada permanente; a las que se añaden otras 13 AP 
para las cuales se logró obtener información entrevistando directamente 
a sus administradores, consultándoles respecto a requerimientos y bre-
chas para un plazo de 5 años. Finalmente, hay 8 AP para las cuales se con-
sidera como fuente de información los requerimientos óptimos al año 
2025 provenientes del Informe Técnico realizado por el Programa Austral 
Patagonia, de la Universidad Austral de Chile, del año 2022, que elaboró 
estimaciones presupuestarias para 18 parques nacionales de la Patago-
nia chilena (UACH 2022).  

Para realizar las estimaciones con el enfoque metodológico Modelo se 
sigue el modelo econométrico desarrollado por Calfucura y Figueroa 
(2016), el cual considera las siguientes variables explicativas que permi-
ten proyectar las dotaciones óptimas de personal:

•	 Superficie del AP.

•	 Número de visitantes (considera datos del año 2018).

•	 Cercanía a centros urbanos importantes (considera la distancia 
a capital nacional, distancia a capital regional).

•	 Si el AP no está dedicada solamente a protección (a través de 
una variable dummy).

El modelo preferido es determinado en base al criterio de información de 
Akaike (AIC). Los resultados de coeficientes se presentan en la Tabla 2.

Cabe señalar que la proyección de la cantidad de personal jornada per-
manente óptima para cada AP (guardaparques) usa la información dispo-
nible proveniente de los planes de manejo más recientes, las entrevistas 
realizadas directamente a los administradores de las AP y los resultados 
recogidos del estudio de la Universidad Austral (UACH 2022), aplicando 
la proyección obtenida del modelo econométrico para aquellas AP don-
de no existía información.
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IV.2 Estimación de la brecha 

•	 Brecha de inversión en infraestructura

Considerando el estándar de 18 m2 por individuo, se ha determinado la 
tasa de ocupación y disponibilidad de vivienda para personal de cada AP. 
Con la información disponible es posible estimar que entre el 30% y el 
50% de los requerimientos de vivienda para las dotaciones de personal 
de jornada permanente estimadas pueden ser cubiertos por la actual dis-
ponibilidad de viviendas del SNASPE, si se realizan las mejoras de am-
pliación y conservación (basadas en la información de CONAF (2022a y 
2022b)). El resto debiera ser cubierto por nuevas viviendas, con una esti-
mación de superficie a construir que se obtiene de multiplicar la brecha 

Muestra Áreas Protegidas Pequeñas

Variable Coeficiente

Constante 4.809

Superficie en logaritmo natural 1,301

N O Visitantes 0,0000874

N O Sectores 1,692

Distancia a ca ital nacional en lo aritmo -2,27

Muestra Áreas Protegidas Medianas-Grandes

Variable Coeficiente

Constante -26.73

Superficie en lo aritmo natural 1,0411

Nº Visitantes 0,0000376

Nº Sectores 0,974

Distancia a ca ital nacional (en logaritmo) 4,028

Dumm si es área de protección -11,72

Tabla 2:
Resultados de la modelación del número óptimo de personal de Jornada  
Permanente para el SNASPE

Fuente: Elaboración propia
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de personal jornada permanente sin vivienda por el estándar de habita-
bilidad de 18 m2/individuo.

•	 Brecha de bienes y servicios

En relación con los requerimientos y las brechas financieras relaciona-
dos con los gastos en bienes y servicios, y debido a la falta de información 
más detallada respecto de la heterogeneidad de costos entre AP, se ha 
utilizado el valor promedio óptimo por guardaparque reportado por un 
Informe Técnico realizado por el Programa Austral Patagonia de la Uni-
versidad Austral de Chile (UACH 2022). Este valor alcanzaría aproxima-
damente los $6.800.000/año/guardaparque en la zona de la Patagonia. 
Para el resto del país este valor ha sido anclado en función de las diferen-
cias de costos de personal por zona geográfica: zona norte, $4.800.000/
año/guardaparque; zona centro, $4.650.000/año/guardaparque; y, zona 
sur, $5.010.000/año/guardaparque. 

•	 Estimación de la brecha de profesionales de oficinas  
regionales y central

Otro componente que fue incluido en las estimaciones generales de re-
querimientos y brechas financieras corresponde a las referidas a perso-
nal jornada permanente que trabaja en Áreas Silvestres Protegidas (ASP) 
en las oficinas provinciales, regionales y central de CONAF. Esta cifra fue 
obtenida de la presentación que realizó el MMA al Congreso Nacional 
respecto a los cambios en presupuestos para sustentar el nuevo Servi-
cio Nacional de la Biodiversidad y Áreas Protegidas (SBAP) y alcanza a 
380 nuevos profesionales. Hay 3 gastos relevantes asociados a este nuevo 
personal de jornada permanente: gastos en salarios, gastos en bienes y 
servicios, y gastos en inversión. Para el primero, se asume un salario bru-
to de $2.1000.000 para cada nuevo profesional, independiente de la zona 
donde se ubica la oficina. Para los gastos en bienes y servicios se asume 
que el nuevo personal deberá trabajar en dependencias arrendadas, por 
lo cual se estima el costo de arriendo de oficinas según valores para cada 
capital regional con un requerimiento de 8m² por trabajador. La distribu-
ción de nuevos profesionales por región se realiza proporcionalmente a 
la dotación actual. Además, se estiman brechas financieras en bienes y 
servicios en $ 2.000.000/año/individuo. Finalmente, respecto a requeri-
mientos de inversión se considera una camioneta cada 10 nuevas jorna-
das permanentes a incorporar.
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•	 SNASPE
	
Las cifras de la Tabla 3 indican que la brecha en personal del SNASPE 
que requiere ser cubierta oscila entre 728 (enfoque CONAF 2) y 1.166 
(enfoque CONAF 1) jornadas permanentes anuales; jornadas que corres-
ponden a guardaparques de las AP y que realizan diariamente las labo-
res fundamentales de conservación y cuidado de la naturaleza, la biodi-
versidad y los ecosistemas. Con la metodología de elección utilizada en 
este trabajo (enfoque Modelo), la brecha por cubrir de guardaparques de 
jornada permanente del SNASPE es de 778 jornadas permanentes/año. 
Adicionalmente, existe una brecha adicional por cubrir de 419 jornadas 
transitorias, que también corresponde a personal que trabaja en terreno 
en las AP del SNASPE y que mayoritariamente cumple funciones de con-
servación como guardaparques o como personal de apoyo cercano a la 
labor de los guardaparques de jornada permanente, pero que son contra-
tados con la modalidad de jornada transitoria.

Tabla 3: 
Estimaciones de las brechas de personal del SNASPE respecto de dotaciones de 
personal óptimas, según los cuatro enfoques de cálculo empleados (2022/2023)

SNASPE BRECHAS DE PERSONAL EN ESCENARIOS ÓPTIMOS

VARIABLES CLAVES
ENFOQUES DE CÁLCULO

CONAF 1 CONAF 2 PATAGONIA MODELO

(nº Jornadas Completas)

Jornadas Permanentes Base 403 403 403 403

Jornadas Permanentes Óptimo 1.569 1.131 1.439 1.181

Jornadas Permanentes Brecha 1.166 728 1.036 778

Jornadas Transitorias Brecha 619 419 419 419

Profesionales en Ofic. Admin. Brecha 380 380 380 380

Fuente: Elaboración propia
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En la Tabla 4 se presentan las brechas financieras estimadas de inversión 
y de operación para el SNASPE, mostrando su distribución en las AP del 
sistema, por una parte, y en la administración (regional y nacional) del 
sistema, por otra.

Tabla 4:  
Brechas financieras de Inversión y de operación del SNASPE en las AP del 
sistema y en la administración regional y nacional según los cuatro enfoques 
de cálculo empleados (2023)

Fuente: Elaboración propia

BRECHAS FINANCIERAS
SNASPE BRECHA FINANCIERA TOTAL (INVERSIÓN + OPERACIÓN) 

DE LAS ÁREAS PROTEGIDAS Y DE LA ADMINISTRACIÓN  
REGIONAL Y NACIONAL
ENFOQUES DE CÁLCULO

CONAF 1 CONAF 2 PATAGONIA MODELO

BRECHAS FINANCIERAS DE LAS ÁREAS PROTEGIDAS DEL SNASPE
(millones de $)

BRECHA DE INVERSIÓN DE LAS AP 83.715 63.702 78.240 70.602
(millones de $/año)

BRECHA OPERACIÓN DE LAS APS 45.983 32.997 41.071 38.877

• BRECHA DE PERSONAL 24.093 15.254 20.861 16.382

Jornadas Permanentes 21..493 13.494 19.101 14.622

Jornadas transitorias 2.600 1.760 1.760 1.760

• BRECHA DE BIENES Y SERVICIOS 21.891 17.743 20.211 18.495

BRECHAS FINANCIERAS DE LA ADMINISTRACIÓN REGIONAL Y NACIONAL DEL SNASPE

(millones de $)

BRECHA DE INVERSIÓN DE LA 
ADMIN. REGIONAL Y NACIONAL 2.975 2.975 2.975 2.975

(millones de $/año)

BRECHA DE OPERACIÓN DE LA 
ADMIN. REGIONAL Y NACIONAL 10.830 10.830 10.830 10.830

• BRECHA DE PERSONAL 9.576 9.576 9.576 9.576

Jornadas Permanentes 9.576 9.576 9.576 9.576

Jornadas transitorias 0 0 0 0

• BRECHA DE BIENES Y SERVICIOS 1.254 1.254 1.254 1.254

BRECHAS FINANCIERAS TOTALES
(millones de $)

BRECHA TOTAL DE INVERSIÓN 86.690 66.677 81.215 73.578
(millones de $/año)

BRECHA TOTAL DE OPERACIÓN 56.813 43.827 51.901 45.707
• BRECHA DE PERSONAL 33.669 24.830 30.437 25.958
• BRECHA DE BIENES Y SERVICIOS 23.145 18.997 21.465 19.749
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Como puede observarse, las brechas en inversión totales oscilan, según 
las distintas metodologías de cálculo, entre aproximadamente $67 mil mi-
llones y $87 mil millones, mientras que las brechas operacionales totales 
oscilan entre $44 mil millones anuales y $57 mil millones anuales, apro-
ximadamente. Debe recordarse que las brechas de inversión representan 
un gasto presupuestario único, mientras que las brechas operacionales 
representan un gasto anual continuo, por lo que en rigor no son cifras di-
rectamente comparables. No obstante, estas cifras son útiles pues arrojan 
alguna luz sobre los órdenes de magnitud involucrados en las exigencias 
presupuestarias impuestas por uno y otro tipo de brecha financiera.

•	 Santuarios de la Naturaleza y Sistema Nacional de APP

Para la estimación de las brechas operacionales y de inversión de los SN 
y las APP se utilizaron tres metodologías: CONAF 1, Modelo y Modelo 
Déficit. Este último enfoque metodológico emplea la información de en-
cuestas y estima las brechas finales a partir de las proporciones de las 
estimaciones de óptimos de inversión y de operación. En la Tabla 5 se 
muestran las brechas de inversión y de operación estimadas para los SN 
y las APP. Ahora bien, dado que existen 40 SN que son también APP, la 
brecha financiera para estas unidades se estimó en una categoría aparte, 
evitando de esta manera duplicar áreas o subestimar una de las dos cate-
gorías principales.
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Tabla 5:
Brechas financieras de inversión y de operación para los SN y las APP según  
enfoque modelo (2023)

BRECHAS FINANCIERAS DE OPERACIÓN Y DE INVERSIÓN DE LOS SANTUARIOS  
DE LA NATURALEZA Y DE LAS ÁREAS PROTEGIDAS PRIVADAS

CATEGORÍA DE 
CONSERVACIÓN*

ÁREAS 
PROTEGIDAS

BRECHA FINANCIERA

DE OPERACIÓN DE INVERSIÓN

MODELO 
DÉFICIT

CONAF 
1 MODELO MODEO 

DÉFICIT
CONAF 
1 MODELO

(nº) (Millones S/año) (Millones $)

AREAS PROTEGIDAS 
PRIVADAS (APP) 83(a) 7.416 9.201 9.123 8.374 17.299 17.136

SANTUARIOS DE LA 
NATURALEZA (SN) 53(b) 4.185 6.935 6.225 4.607 14.170 12.511

MIXTAS 
(SANTUARIOS Y APP) 40(c) 4.223 4.547 4.229 11.025 9.431 8.199

TOTAL 176 15.825 20.682 19.576 24.007 40.899 37.845

*Todas y cada una de las categorías de protección y de las AP de este estudio son las de la base de datos de Pliscoff 
(2022) empleadas para realizar las estimaciones y cálculos de este trabajo.
(a) Estas 83 APP resultan del hecho que las APP son 124 en la base de Pliscoff (2022), pero el APP Cerro Santa Inés se 
registra en dos regiones en la base de datos, mientras que aquí se considera como una única unidad (APP). Además, 
no se consideran las 40 APP que son simultáneamente SN.
(b) Estos 53 SN resultan del hecho que los SN en la base de datos de Pliscoff (2022) son 95, pero dos de ellos (Desem-
bocadura del Río Loa y Cerro Santa Inés) se registran en dos regiones en esa base de datos, mientras que aquí cada 
uno de ellos se considera como una única AP. Además, se restan los 40 SN que son a su vez APP. 
(c) Estos 40 AP son a la vez APP y SN. Este número difiere del de Pliscoff (2022), porque en este el Cerro Santa Inés se 
registra en dos regiones, mientras que aquí se considera como una única APP.
Fuente: Elaboración propia

Como se observa en la Tabla 5, las brechas de operación para las 83 APP 
oscilan entre $7 mil millones y $9 mil millones anuales, dependiendo del 
enfoque metodológico, y las de inversión entre $8 mil millones y $17 mil 
millones. Las brechas operacionales para los SN fluctúan entre $4 mil mi-
llones y $7 mil millones anuales y las de inversión entre $4 mil millones 
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y $14 mil millones. La brecha de operación para las áreas que son mixtas 
(APP y SN) es de aproximadamente $4 mil millones anuales y las de in-
versión oscilan entre $8 mil millones y $11 mil millones.

Si se consideran las estimaciones de las brechas financieras tanto para el 
SNASPE como para los SN y las APP, se tiene que las brechas de opera-
ción totales para todo el sistema de AP serían de entre $60 mil millones y 
$78 mil millones anuales, aproximadamente, mientras que las de inver-
sión oscilarían entre $91 mil millones y $128 mil millones.  

vi. el costo de proteger el 30%  
de la superficie terrestre 

La meta 2030 supone que los países signatarios alcancen dentro de los 
próximos siete años un 30% de su superficie total bajo protección. Lo 
anterior implica que, en los 7 años restantes para llegar al año 2030, Chi-
le debería extender en 5.663.613 hectáreas su superficie continental ac-
tualmente protegida, incorporando nuevas AP en las distintas categorías 
de protección.  

Para estimar el cálculo de este compromiso, se realizan diferentes esti-
maciones utilizando los costos operacionales y de inversión de las AP 
con que se contó en este estudio y que se han clasificado en tres tipos 
de AP: grandes, medianas y pequeñas, para las distintas categorías de 
protección del SNASPE. Se empleó una muestra de 50 AP para las cuales 
se contaba con la mayor cantidad de información respecto a los costos 
involucrados y se eliminó los casos ubicados en los extremos de la dis-
tribución de cada una de las tres categorías de AP por tamaño (grandes, 
pequeñas y medianas). Las AP grandes resultan estar conformadas por 
AP con un tamaño promedio de 17.438 hectáreas; mientras que las me-
dianas y pequeñas están constituidas por AP de tamaños promedio de 
7.219 hectáreas y de 3.009 hectáreas, respectivamente.

La Tabla 6 muestra el costo total del Programa de Ampliación de la Su-
perficie Total Continental Protegida del país en las 5.633.613 hectáreas 
requeridas para alcanzar la meta 2030, para un escenario donde el 50% 
de las AP es grande, 30% mediana y 20% pequeña. Los costos de opera-
ción totales en régimen del Programa resultan ser de $187 mil millones 
anuales y un costo en inversión de $317 mil millones. Además, se supone 
una inflación de 5% anual.
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Tabla 6:  
Costo de proteger el 30% de la superficie terrestre, a implementar en el período 
2024-2030, en base a 50% AP Grandes, 30% Medianas y 20% Pequeñas

COSTO ADICIONAL DE CUIDAR 
LAS ÁREAS ADICIONALES AL 
SNASPE EXTENDIDO Y LLEGAR 

AL 30%

PARTICIPACIÓN 
EN ÁREA TOTAL A 
ADICIONAR

COSTO OPERACIÓN 
Anual Millones de $

INVERSIÓN TOTAL 
Millones de $

GRANDES 50% 43.114 122.765

MEDIANAS 30% 72.364 104.617

PEQUEÑAS 20% 71.917 89.124

TOTAL  187.395 316.506

Fuente: Elaboración propia

vii. conclusiones

Cumplir con las metas internacionales de conservación de la biodiversi-
dad que Chile ha suscrito implica robustecer la capacidad del Estado en 
esta materia, así como el financiamiento destinado a ello. En esta línea, 
la recién promulgada ley que crea el SBAP cumple con el primer propósi-
to, pero todavía el presupuesto que conlleva esta nueva ley es insuficiente 
para cerrar las actuales brechas de financiamiento en materia de conser-
vación. Como muestra este estudio, las brechas de operación para todo el 
sistema nacional de áreas protegidas varían entre $60 mil millones y $78 
mil millones anuales, según la metodología utilizada, mientras que las de 
inversión oscilarían entre $91 mil millones y $128 mil millones. La nueva 
ley SBAP contempla un incremento en presupuesto de operación de $36 
mil millones anuales en régimen y una inversión de $16 mil millones. Ello 
significaría que la brecha se reduciría significativamente, quedando entre 
$24 mil millones anuales para la estimación más baja y $42 mil millones 
anuales para la estimación más alta, mientras que la brecha en inversión 
sólo se reduciría marginalmente, quedando esta en $75 mil millones para 
la estimación más baja y $112.000 millones para la estimación más alta.

Ahora bien, estas estimaciones solo consideran las actuales AP. Sin em-
bargo, Chile se comprometió a proteger el 30% de su superficie terrestre y 
marítima el año 2030. El gasto que implicaría conservar este 7% más de su-
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perficie terrestre depende principalmente del tamaño de las nuevas áreas. 
Bajo el supuesto de que el 50% de la nueva superficie sea protegida a través 
de áreas grandes, el 30% a través de medianas y el 20% pequeñas, se estima 
que el costo de operación en régimen anual bordearía los $187 mil millo-
nes anuales y el de inversión sería de aproximadamente $317 mil millones. 
Estas cifras son una alerta que muestra lo lejos que aún está Chile de cum-
plir la meta y, con ello, de proteger su patrimonio natural.
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El mayor desafío que enfrenta la humanidad es la preservación de la 
naturaleza y la biosfera, por su valor intrínseco y como soporte indispen-
sable para la sobrevivencia y calidad de la vida de las personas y la so-
ciedad. Ello incluye la mantención y recuperación de los ecosistemas que 
la componen a través de acciones concretas de conservación, restau-
ración y manejo sustentable de sus poblaciones y especies, y asegurar 
que se mantengan las condiciones biofísicas necesarias para la vida en 
toda su diversidad y complejidad, en ecosistemas terrestres, acuáticos y 
marinos. Para ello se requieren políticas y legislación que promuevan la 
conservación y restauración de la biodiversidad, aminoren actividades 
incompatibles o deletéreas para los ecosistemas y fomenten un enten-
dimiento social que permita valorar la naturaleza y destinar recursos de 
inversión y operación.

Este informe tiene por fin contribuir a la conservación de nuestro pa-
trimonio natural, entregando 30 propuestas de política pública, que 
se agrupan en ocho objetivos estratégicos y que permiten cumplir cin-
co metas claves comprometidas por Chile para 2030. La elaboración de 
este informe recayó en una Comisión conformada por académicos de di-
versas áreas del saber, empresarios preocupados por el medio ambiente 
y miembros de las organizaciones no gubernamentales más relevantes 
en materia de conservación, todos ellos invitados por el Centro de Estu-
dios Públicos, quien lideró la iniciativa. 
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